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ANÁLISIS Y SOLUCIÓN DE TRES ANTINOMIAS NORMATIVAS 
CONTENIDAS EN LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR 
DEL 2008. 
 
Las contradicciones constitucionales que van surgiendo entre las distintas normas 
jurídicas pertenecientes a un mismo cuerpo normativo, que en la presente investigación, es 
el texto constitucional vigente desde el 20 de octubre del 2008; ponen de relieve la 
importancia que tiene, para el sistema jurídico latinoamericano, en particular, para el 
ordenamiento jurídico ecuatoriano, la interpretación constitucional y la argumentación 
jurídica que realizan los administradores de justicia. La observancia de las normas 
constitucionales que entren en conflicto, debe pasar por la revisión de su propia naturaleza, 
sea ésta principio o regla, que permita determinar la correcta caracterización como 
“antinomia normativa‖ y lograr las soluciones más justas y razonables que aporten a la 
construcción de una jurisprudencia seria y garantista. Desde este enfoque, la Corte 
Constitucional ecuatoriana, catalogada como el “guardián de la Constitución” tiene un rol 
protagónico en el fortalecimiento del Estado constitucional de derechos y justicia, 
organismo jurídico supremo e independiente, que tiene la oportunidad histórica de 
demostrar la fiabilidad del modelo kelseniano y de los postulados innovadores y garantistas 
establecidos en el texto constitucional de Montecristi, a través de la actividad interpretativa 
y argumentativa, de aquellas disposiciones que no se logran garantizar efectivamente en 
los textos normativos. 
 
 
PALABRAS CLAVES:  
 
1. ANTINOMIA NORMATIVA 










ANALYSIS AND SOLUTION OF THREE REGULATORY ANTINOMIES 
CONTAINED ON THE CONSTITUTION OF THE REPUBLIC OF ECUADOR 
2008. 
 
The current research is on constitutional contradictions provided in diverse juridical 
standards for the same regulatory body, which is the constitutional text effective October 
20, 2008. They highlight relevance for the Latin American legal system, particularly the 
Ecuadorian legal body, constitutional interpretation and legal argumentation used by 
justice operators. Observance of conflictive constitutional regulations shall be revised as 
per their nature, either principle or rule, in order to determine the correct featuring as 
“regulatory antinomies‖ and attaining more fair and reasonable solutions that contribute to 
the construction of a serious and warranting jurisprudence. From that viewpoint, the 
Ecuadorian Constitutional Court, referred as the “Custodian of the Constitution” has a 
protagonist roll for the strengthening of the constitutional State with rights and justice, a 
supreme and independent legal organization with the historical opportunity to demonstrate 
reliability of the Kelsenian model and innovating and warranting principles included in the 
Montecristi constitutional text, through an interpretative and argumentative activity of such 
provisions that have finally not assured regulatory texts. 
 
KEYWORDS:   
 
1. REGULATORY ANTINOMIES 
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La presente investigación tiene por objeto, contribuir al debate constitucional con 
elementos que permita a los académicos, estudiantes, profesionales del Derecho y 
ciudadanía en general, comprender de mejor manera, las nuevas instituciones jurídicas que 
se han consagrado en la Constitución de la República del Ecuador promulgada en el 2008. 
 
 La expedición de la nueva Ley Suprema del Estado (2008), ratifica el espíritu 
progresista de sus elementos dogmáticos, en los cuales se recogió las diferentes 
aspiraciones de los estudiosos del Derecho y de las organizaciones sociales, así como 
además, trata de fortalecer la democracia y la gobernabilidad y que permitieron generar 
una Carta Magna que se encuentra a la vanguardia en nuestro continente. 
 
Este último proceso constitucional, se vio fortalecido por el aporte de la novedosa 
vertiente teórico-jurídica conocida como “Neoconstitucionalismo”, que surge primero en el 
continente europeo, siendo sus precursores juristas de Italia (1947), Alemania (1949), 
Portugal (1976); España (1978) y, que trasciende dichas fronteras llegando hasta América 
Latina cuyos dos grandes referentes son los Estados de Brasil (1988) y de Colombia 
(1991), lo cual trajo consigo grandes transformaciones en la cultura jurídica ecuatoriana. 
 
El debate en el Ecuador y el nuevo contenido constitucional del texto supremo, han 
aportado muchos criterios innovadores a las corrientes teórico-filosóficos que hablan del 
nuevo constitucionalismo latinoamericano. Una constitución progresista como la 
ecuatoriana se justifica en el reconocimiento y la ampliación de un catálogo de derechos 
fundamentales y constitucionales, así como también, en la parte orgánica, que exista los 




El nuevo texto constitucional, mantiene las disposiciones garantistas que constaban en 
la Carta Política de 1998, esto es, el respeto irrestricto, la defensa y promoción de los 
Derechos Humanos por parte del Estado Ecuatoriano, constriñendo a todas las 
instituciones, organismos y dependencias de la Administración Pública, a adecuarse a los 
lineamientos establecidos por el nuevo paradigma constitucional. 
 
Pero, es preciso advertir que, cuando se elaboran los textos constitucionales, en muchas 
ocasiones sin el adecuado tecnicismo, se puede dar vida a disposiciones que se 
contraponen entre sí; los tratadistas han denominado a esta clase de conflictos como 
“antinomias normativas”, las cuales podrían eventualmente, violentar los derechos y 
garantías previstas en su contenido.  
 
En el Capítulo I se determinará el problema y los objetivos de la presente investigación, 
tanto generales como específicos; y, de la misma manera se planteará la justificación de la 
elaboración de este trabajo investigativo. 
 
En el Capítulo II se hará una aproximación conceptual a varios términos: Constitución, 
derechos fundamentales, disposición, norma, garantías, reglas, principios y las antinomias 
normativas; con la finalidad de entender sus contenidos y encontrar, durante el desarrollo 
de esta investigación, soluciones a las incompatibilidades normativas; se abordarán los 
temas sobre la interpretación jurídica, el control de la constitucionalidad y la Jurisdicción 
Constitucional ecuatoriana; los métodos de interpretación clásicos de solución de 
antinomias y los métodos de interpretación constitucional que se encuentran establecidos 
en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, en especial el 
método de la ponderación.  
 
De la misma manera, en el segundo Capítulo se analizará el proceso constituyente de 
Montecristi del 2008, el reconocimiento y la incorporación de nuevos derechos en el texto 
fundamental vigente; y, se identificará la existencia de incompatibilidades entre las normas 
contenidas en la Carta Suprema vigente. 
 
En el Capítulo III se establecerá la metodología de investigación, la población que será 
investigada en la presente tesis, así como, las técnicas, los métodos y los instrumentos que 
se aplicarán durante la investigación. 
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En el Capítulo IV, se realizará el análisis y la interpretación de los resultados obtenidos 
durante la presente de investigación, a fin de determinar las conclusiones y 
recomendaciones más acertadas, que permitan solucionar los problemas de las 
incompatibilidades normativas de carácter constitucional. 
 
En el Capítulo V y una vez analizados los datos y la información proporcionada por la 
población investigada, se establecerá la justificación y la propuesta que se planteará en la 
presente tesis, a partir de los resultados obtenidos en el capítulo anterior. 
  
Por la amplitud y complejidad de la temática, el presente trabajo investigativo, está 
orientado al análisis de la Constitución de la República del 2008 y a identificar tres 
antinomias normativas contenidas en el referido cuerpo constitucional, a través del cual, se 
establecerá cuáles son los métodos de solución aplicables a dichos conflictos normativos; a 
fin de que sea un trabajo que contribuya a los espacios académicos, a la administración de 






























1. TEMA.  
 
“Análisis y solución de tres antinomias normativas contenidas en la Constitución de la 
República del Ecuador del 2008” 
 
1.1 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA. 
 
1.1.1. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA. 
 
Efectuar el análisis de tres antinomias normativas, en el ámbito constitucional ecuatoriano 
actual y buscar mecanismos jurídicos que coadyuven a la salvaguarda y respeto del 
contenido de la Constitución de la República del Ecuador vigente. 
1.2. OBJETIVOS. 
 
1.2.1. OBJETIVO GENERAL. 
 
 
    Identificar y analizar tres antinomias normativas existentes en la Constitución de la 
República del Ecuador vigente y determinar los criterios o mecanismos que permiten la 
solución de dichas contradicciones constitucionales.  
 
1.2.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS. 
 
 Determinar si en el ordenamiento jurídico ecuatoriano existe únicamente como 
principio de administración de justicia, el principio de la unidad jurisdiccional. 
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 Determinar si existe contradicción entre el artículo 135 del texto constitucional 
vigente y las facultades otorgadas al régimen de autonomías y descentralización. 
 Determinar si existe contradicción entre el artículo 407 y el artículo 57 del texto 
supremo vigente.  
 Determinar cuáles son los criterios o mecanismos que coadyuvan a la solución de 




La presente investigación, pone de relieve la irrebatible importancia que tiene, la 
especial consideración del texto constitucional, como norma jurídica, es decir, una norma 
jurídica revestida con fuertes dosis de elementos jurídicos que le permiten desplegar su 
eficacia sobre todo el ordenamiento estatal, utilizando mecanismos coactivos si es 
necesario, para que sus disposiciones sean cumplidas. 
 
El reconocimiento de la fuerza normativa del texto constitucional, constituye una 
fundamental metamorfosis en la estructura estatal y jurídica de un Estado y en la 
aplicabilidad del derecho constitucional; en la actualidad todo texto supremo ya no se 
constituye como una simple carta programática o como un sencillo documento de carácter 
eminentemente político o como una “invitación” a los funciones estatales para que actúen 
en beneficio de los intereses de los ciudadanos; en virtud de que, ese modelo estatal de 
carácter Legocéntrico ha sido superado. 
 
El sistema jurídico latinoamericano, empezó a entender que la única fuente del Derecho 
ya no podía ser la ley; que la fuente de los derechos y de las garantías no podían girar 
exclusiva y excluyentemente alrededor de la ley; que ese Estado Legocéntrico ya no tenía 
que representar per se, su origen, fundamento y finalidad, por cuanto ahora ya se está 
frente a un fundamento ligado a la esencia y la condición inherente de las personas, a un 
concepto irreductible, propio de la naturaleza humana llamado dignidad. 
 
La Constitución actual conectándose con la nueva visión teórica y jurídica de 
reconocimiento de derechos y principios, pero además, con la visión de la nueva 
institucionalidad de crear mecanismos que permitan hacer cumplir dichos derechos y 
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garantías, ha establecido que: “Todos los principios y los derechos son inalienables, 
irrenunciables, indivisibles, interdependientes y de igual jerarquía‖1, entendiendo 
claramente que la órbita de los derechos se ha ampliado y, con ello, el Estado garante 
pretende materializar la dignidad con la efectivización de un real ejercicio de aquéllos 
derechos. 
 
En esa dirección, se debe señalar, que el Ecuador no ha sido ajeno a los procesos de 
constitucionalización que han tenido los ordenamientos jurídicos en América Latina, me 
atrevería a decir, que ha sido un vanguardista en el tema del reconocimiento de los 
derechos fundamentales, a pesar, de los dictatoriales momentos políticos que ha sufrido 
desde que nos instauramos como República Independiente (1830) y de la recalcitrante 
inestabilidad política en la que se vio sometida hasta el año 2006. 
 
Sin embargo, los textos constitucionales como todo documento político, normativo, 
social o como cualquier teoría o visión filosófica o jurídica, no escapa del sentido de la 
perfectibilidad, razón por la cual, es menester realizar el presente trabajo investigativo, en 
el cual se estudiará no solo el último proceso constituyente que vivió el Ecuador en el 














                                                 
1
Artículo 11, número 6. Constitución de la República del Ecuador. Publicada en el Registro Oficial No. 449 












2.1. FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA. 
  
2.1.1. CONSTITUCIÓN, DERECHOS Y ANTINOMIAS NORMATIVAS: UNA 
APROXIMACIÓN CONCEPTUAL: 
 
2.1.1.1. CONSTITUCIÓN: HISTORIA, CONCEPTO Y CONTENIDO. 
 
El término constitución proviene del latín constitutionis, que significa establecer, 
constituir; en tal sentido, se entendería que constitución, es la organización establecida para 
regir el funcionamiento de un poder público y entonces la Constitución, se erige como la 
norma jurídica suprema dentro de un estado soberano. 
 
El Diccionario de la Real Academia Española, define al término Constitución como la 
Ley fundamental de un Estado, que establece el régimen básico de los derechos y 
libertades de los ciudadanos y los poderes e instituciones de la organización política. 
 
El concepto de Constitución se les atribuye a los hebreos, quienes la entendían como la 
ley máxima que fijaba los límites de acción tanto de los gobernantes como de los 
gobernados, es decir, era un instrumento de gobierno, en el que se determinaba la totalidad 
de su historia y actuación política. 
 
Más adelante, en la Grecia clásica el filósofo Aristóteles, analiza y describe dentro de la 
ciencia política, centrado ya no en el Estado ideal y las leyes absolutas que fueron 
planteadas por la concepción platónica, sino más bien, desde un punto de vista material y 
real, en la comunidad, en las polis griegas y sus diferentes constituciones. 
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A partir de éste análisis, elaboró una serie de estudios políticos que entregó a los griegos 
y en los cuales constaba sus reflexiones sobre la institucionalidad pública, la forma del 
sistema político o distintas formas de gobierno, las cualidades de los derechos de los 
ciudadanos y la división de poderes de las polis griegas. Este trabajo es conocido con el 
nombre de Politeia (Política) y se constituyó en el elemento de orden y de unión política 
de las ciudades griegas. 
 
En la Politeia, Aristóteles descubre no sólo la política, sino también un modelo de 
Constitución que para él resulta ser el mejor: la constitución mixta. En ésta constitución, 
creía Aristóteles, tenían que interactuar las tres formas de gobierno, la democracia, la 
aristocracia y la oligarquía, pues pensaba que era necesaria la convivencia de todas las 
fuerzas sociales y no, que una de estas fuerzas oprima políticamente a la otra, porque 
entonces se degeneraría.  
 
En contraste con lo mencionado anteriormente, los romanos que tenían similares 
características a la de las polis griegas, precisaron una diferencia que no era percibida por 
los griegos, la res pública de los intereses particulares o derecho privado, señalando que el 
origen de la primera debía ser pacífico y consensuado, aunque claramente no se extendía a 
todo el pueblo sino únicamente a un grupo de individuos reunidos sobre la base de un 
consenso sobre el derecho y los intereses. 
 
Para los romanos el término Constitución o constitutio, en un primer momento, eran 
todos los actos legislativos en general; posteriormente, fueron únicamente las órdenes del 
emperador y por ello tenían fuerza de ley. Sin embargo, el término romano constitutio 
evolucionó a ―estatuto de la civitas romana‖ (Monroy Cabra, 2005, P. 16), por cuanto en 
ella se establecía la estructura política específica de la comunidad o res publica romana 
(rem publica constituere). 
 
En la Edad Media (s. V al XV d.C.) el término Constitución no se lo entendía o al 
parecer quedó invisibilizado por el poder divino que ostentaban los monarcas, los señores 
laicos y la Iglesia; para quienes la legislación expedida por el príncipe o las 
reglamentaciones eclesiásticas que se dictaban para la misma Iglesia o para alguna 
provincia que pertenecía al clero, no eran otra cosa que una Ley Fundamental integrada 
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principalmente por los derechos sucesorios monárquicos y los derechos sobre los bienes 
regios. 
 
No fue sino hasta el siglo XI que éste término dio un giro importante, cuando las 
ciudades y los reinos empezaron a dictar y expedir sus propias formas de gobierno a través 
de legislaciones que explicaban los pactos, los privilegios, el estado jurídico y las 
relaciones de poder de los individuos en un determinado territorio o comunidad política, 
llámese a ésta burgos, ciudad o villa. Surge entonces, un nuevo concepto de constitución, 
en el que se concebía la idea de limitar a los poderes públicos. 
 
En 1215 se dio un acontecimiento extraordinario, respecto de la noción de Constitución, 
cuando el rey inglés denominado ―Juan sin tierra‖, firmó un contrato constitucional con la 
clase alta y los eclesiásticos de Londres. En la conocida Carta Magna, se definieron no 
solo los derechos clericales, los derechos de los súbditos, de los hombres libres, de los 
mercaderes o comerciantes y de la comunidad de Londres, sino que además, se precisaron 
cuáles eran los límites al poder del monarca. 
 
El profesor  colombiano Monroy Cabra, (2005, P. 16)  manifiesta que el tratadista  
Álvarez Conde se refiere a la evolución del texto supremo en los siguientes términos: ―El 
contenido de la Ley Fundamental, que en un principio estaba integrado por las reglas de 
sucesión monárquicas, por la necesidad de convocar a los diferentes estamentos y por la 
imposibilidad de enajenar el patrimonio real, fue posteriormente identificándose con la 
idea de limitación del poder, que cristalizará en las teorías del ius resistendi (…)‖   
 
La idea de la unidad e integridad estatal empieza a tomar su forma, sin embargo, a pesar 
de los poderes superiores de su representante, cuyo fundamento radicaba en el imperio 
divino, llámese rey o príncipe, empezaron a ser limitados y condicionados por una ley 
fundamental, frente a la cual, la autoridad regia tenía facultades de crearla, reformarla, 
derogarla, pero jamás prescindir de ella. 
 
La visión moderna de Constitución se origina a partir de la conformación de las 
primitivas organizaciones políticas en el medioevo, que paulatinamente se fueron 
desarrollando en una sola unidad, erigiéndose de a poco en la estructura que actualmente se 
conoce como Estado y con éste la concepción de soberanía.  
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Los primeros matices de la actual estructura estatal, otorgaban a ella misma, un poder 
superior al de los individuos, tal y como lo sostenía el filósofo inglés Thomas Hobbes en 
su doctrina absolutista del Estado, erigida a partir de la doctrina del contrato social, que el 
Estado debía ser considerado como “una personalidad unitaria que no podía ser limitada 
por ninguna otra voluntad‖  (Jellinek, 2000, P. 314). De ahí que, en su gran obra 
“Leviatán” (1651) manifestara que es menester la existencia de una única ley fundamental, 
a través de la cual, se proteja la integridad de los poderes soberanos. 
 
Contribuyó también al fortalecimiento y construcción de la unidad del Estado, la 
superación de la dualidad existente en aquel momento entre Estado e Iglesia, otorgando 
como ya se dijo, poderes supremos en favor del primero, inclusive por encima de los 
poderes clericales. De tal modo que, todos sin excepción alguna, ni siquiera los clérigos, 
debían someterse a la voluntad de quien escogieron para que los represente o en otras 
palabras, debían respetar las decisiones tomadas por el príncipe que fue designado como tal 
por la mayoría de la población. 
 
Empero, si bien el Estado tenía poderes supremos, éstos no eran ilimitados y las 
condiciones de aquella limitación empezaron a ser progresivamente definidas por las 
nuevas concepciones que aportaba la doctrina del “Contrato Social‖ (1762) del político y 
filósofo Jean Jacques Rousseau, en la cual se preconizaba que el fundamento del poder 
radicaba en el soberano que ahora era el pueblo.  
 
Pese a las nuevas teorías del Estado que se erigieron en función de la idea de soberanía 
del pueblo, la estructura estatal no tuvo un fundamento jurídico constitucional que logre 
equilibrar, de manera efectiva, el ejercicio de los poderes públicos con los derechos de los 
individuos, porque ni Hobbes ni Rousseau, avistaron una norma fundamental que garantice 
una armónica convivencia política y jurídica entre el gobernante y su pueblo. 
 
Pero además, ni la teoría hobbesiana ni la rousseauniana, definieron una distribución en 
el ejercicio del poder, ya que ambos pensadores, aunque de manera distinta, miraban al 
poder estatal como único, absoluto y monárquico. En contraste con estas concepciones, fue 
el filósofo y pensador inglés John Locke, quien advirtió que no es posible la coexistencia 
de un poder absoluto con el poder legítimo, ya que era necesario que, el poder se divida a 
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fin de proteger las libertades de las personas y evitar el despotismo por parte de sus 
gobernantes. 
 
En este sentido, John Locke manifestó que el poder político, para ser protegido, tenía 
que dividirse en tres custodios institucionales; explica esta división en los siguientes 
términos: ―Al poder legislativo incumbe dirigir el empleo de la fuerza de la república para 
la  preservación de ella y de sus miembros (…)‖  (Locke, 1690, P. 29), primera función 
que sería cumplida a través de la expedición de las leyes. 
 
En posteriores líneas, señala que una vez expedidas las leyes, éstas tienen vigencia en el 
tiempo y son duraderas, razón por la cual, era necesaria la existencia de ―un poder 
ininterrumpido que atienda a la ejecución de las leyes en vigencia, y esté en fuerza 
permanente‖ (Ibídem), es decir, un gestor de la aplicación y cumplimiento de las leyes, 
conocido también como poder ejecutivo.  
 
Finalmente, el autor del “Ensayo sobre el Gobierno Civil”, determina que el tercer 
poder existente en un Estado es el Federativo, por ser un poder inherente a la naturaleza y 
convivencia humana en su estado individual y gregario, a partir del cual, se forma un solo 
cuerpo social obligado a resarcir cualquier agravio causado por un individuo en desventaja 
de otro.  
 
A pesar de que el pensador inglés John Locke, planteó la necesidad de dividir al poder 
público para evitar el despotismo; de manera irónica, es el filósofo francés Montesquieu, 
quien popularizó la teoría de la división de poderes, replanteando de mejor manera la 
misma y afirmando que en todos los estados existen tres clases de poder: legislativo, 
ejecutivo y judicial. 
 
En este sentido, el Barón de Montesquieu  (De Secondat, 1906, P. 227)  manifiesta que: 
―por el primero, el príncipe o el magistrado hace leyes, para algún tiempo o para siempre, 
y corrige y abroga las que existen. Por el segundo, hace la paz o la guerra, envía o recibe 
embajadas, vela por la seguridad, previene las invasiones. Por el tercero, castiga los 
crímenes o juzga los pleitos de los particulares. Éste último debe llamarse poder judicial y 




Para Montesquieu, el mejor modelo de Estado era aquel que tenía una Constitución que 
establezca equilibrio y frenos al poder público; por lo tanto, ese régimen político tenía que 
ser moderado y claramente diferenciado en sus tres estamentos institucionales, de manera 
que el poder no tenga oportunidad de invadir al poder, porque, en palabras del pensador 
político francés ―todo estaría perdido si el mismo hombre, o el mismo cuerpo de los 
próceres o de los nobles o del pueblo, ejerciese estos tres poderes: el de hacer las leyes, el 
de ejecutar las resoluciones públicas y el de juzgar los delitos o las diferencias de los 
particulares.‖ (Ibídem, P. 228). 
  
Así, a finales del siglo XVIII, surgió una nueva forma de organización del Estado, a 
través de la cual, se pretendió establecer dos situaciones: la primera frenar los excesos de la 
monarquía inglesa y del decadente áncien régime y la segunda proteger la libertad 
mediante la limitación del poder público (Montesquieu. “El Espíritu de las Leyes”), éste 
era el denominado “Constitucionalismo” o Estado Constitucional, que se consolidó 
principalmente en Estados Unidos de América (1776) y en Francia (1789).  
 
Se puede observar entonces que a pesar de que el término “Constitución” apareció en el 
clásico Estado griego, su uso empezó a ser notorio a partir de las revoluciones 
norteamericana y francesa, pues aporta para la historia constitucional un nuevo concepto 
que surge desde la inconformidad entre constitución y soberanía popular: la Asamblea 
Constituyente. 
 
El fundamento de esta nueva forma de organización del poder político (Asamblea 
Constituyente) no radica, propiamente en las normas jurídicas sino en una situación de 
puro poder, en el que converge el sentimiento antimonárquico y antidespótico representado 
en la voluntad de un pueblo (soberanía popular) y el deseo de construir una nueva 
organización política y jurídica así como un nuevo regente que límite al poder público, la 
Constitución. 
 
De esta manera, el poder constituyente no tiene la característica de ser legal o ilegal, 
jurídico o antijurídico, es una legítima manifestación de la voluntad del pueblo y por ello, 
despliega toda su eficacia, cuando se termina de redactar la obra resultante de este proceso: 
la Constitución. A partir de aquella, desaparece el poder constituyente originario y empieza 
a prevalecer sobre la voluntad de los órganos constituidos.  
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Cuando una Constitución entra en vigencia, ésta regula únicamente los aspectos básicos 
de la vida política, determina la validez de las normas jurídicas, toma precedencia o 
prioridad normativa en caso del surgimiento de conflictos entre la previsión constitucional 
y las normas infraconstitucionales y por último, ejerce supremacía (mayor jerarquía) sobre 
el conjunto normativo, por lo tanto, es más difícil de modificar o reformar que las leyes u 
otros documentos jurídicos inferiores. 
 
Puede señalarse entonces, que los tres últimos criterios guardan una estrecha y armónica 
relación, por cuanto toda constitución condiciona la validez de su ordenamiento jurídico, 
sustantiva y procedimentalmente. A diferencia del primer criterio, que no siempre se 
satisface por el contenido constitucional ni siquiera en sus más básicos aspectos. 
 
En este sentido, desde el punto de vista procedimental, toda norma jurídica que pretenda 
integrarse a un ordenamiento jurídico, tiene que haber sido creada conforme a los 
procedimientos parlamentarios establecidos en el mismo texto constitucional. 
 
Desde el punto de vista sustantivo, una norma infraconstitucional no puede ser contrario 
a los contenidos de la Ley Suprema del Estado, así por ejemplo, si constitucionalmente se 
reconoce el derecho a la libertad de religión, una ley no podría establecer que la única 
religión que se admite profesar y practicar en el país sea la católica, ya que conforme su 
contenido, estas disposiciones legales se opondrían a los preceptos jerárquicamente 
superiores y la norma legal automáticamente sería inválida.  
 
En cuanto al contenido de la Constitución, si bien a partir del surgimiento del Estado 
Constitucional, desde el punto de vista técnico-jurídico, se consolidaron dos elementos 
mínimos, esto es, el reconocimiento de derechos y la determinación de una nueva forma de 
estructura estatal mediante la división de poderes; actualmente las constituciones, abordan 
cuatro asuntos principales en su estructura interna, según lo sostiene el profesor noruego 
John Elster
2
  (Expositor en Conferencia, 2011): 1) el aparataje gubernamental, que se 
diseña a fin de lograr eficiencia pública y para proteger la democracia, 2) los derechos de 
                                                 
2
 Filósofo y científico social noruego. Profesor de las Universidades de París, Oslo y Chicago. Actualmente 
es profesor de Ciencias Sociales, con especialización en Ciencia Política y Filosofía en la Universidad de 
Columbia y Director del Instituto de Investigación Social de Oslo. 
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las personas –en el caso ecuatoriano, también los derechos otorgados y reconocidos a la 
naturaleza– y sus garantías, 3) la modificación o reforma de la constitución y 4) los 
regímenes de excepción. 
 
De las ideas anteriores se desprende una característica relevante de la constitución, su 
rigidez, que no es otra cosa que los procedimientos específicos a través de los cuales puede 
ser reformada.  
 
Así tenemos que, en todo sistema jurídico, que contenga una rigidez constitucional 
existe un mecanismo bien definido de reforma, que es diferente a los procedimientos 
establecidos para reformar una ley, en muchos países se advierte la necesidad de una 
mayoría cualificada legislativa que apruebe los procesos de reforma constitucional; sucede 
todo lo contrario con una constitución flexible precisamente porque no se diferencian las 
dos vías de reforma tanto para la materia constitucional como para la legal.  
 
Por otro lado, en lo que concierne a la visión constitucional en el ordenamiento jurídico 
ecuatoriano, siempre ha propendido a ser progresista e innovadora en el reconocimiento de 
los derechos, respecto de los demás países latinoamericanos; pese al caracterizador 
regionalismo con el que surgió la República del Ecuador en 1830, la poca articulación 
política, comercial y económica entre los tres departamentos que la conformaban en sus 
inicios (Quito, Guayaquil y Cuenca), el dominio de los grandes latifundistas, la 
“sobreviviente” esclavitud, un debilitado Estado y la exclusión que promovía la poderosa 
Iglesia Católica. 
 
La naciente República condicionó la participación de la mayoría de sus habitantes en la 
vida política, al punto de que negó e invisibilizó la condición de ciudadanos a muchos de 
ellos; la primera Carta Política en la historia del Ecuador (1830), exigía que para entrar en 
el goce de los derechos de ciudadanía, debía reunir los requisitos de estar casado o ser 
mayor de veintidós años; tener una propiedad raíz, valor libre de 300 pesos o ejercer 




                                                 
3
 Artículo 12 de la primera Constitución Política de la República del Ecuador de 23 de septiembre de 1830. 
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La dinámica de exigir el cumplimiento de estos requisitos para ser un ciudadano 
ecuatoriano, no cambió en las posteriores constituciones. Sin embargo, se fueron 
fortaleciendo varios procesos de relativa descentralización
4
 en la configuración de una 
nueva división política administrativa ecuatoriana. 
 
El poderío económico, político e ideológico de la Iglesia Católica se impuso 
constitucionalmente, en detrimento de la libertad de religión, durante el siglo XIX. Las 
cartas políticas establecían que la religión Católica, Apostólica, Romana era la única y 
excluyentemente reconocida en el territorio de la República del Ecuador y para ello, se 




Para 1869, la dominante Iglesia Católica había logrado, bajo la vista y  complicidad de 
García Moreno, que se incorporé en la Carta Política de 1869 (conocida también como la 




Desde el nacimiento de la República ecuatoriana hasta inicios del siglo XX ya se habían 
promulgado doce constituciones políticas; y, para 1906 con la implementación del 
proyecto de revolución liberal que el “Viejo Luchador” había iniciado en 1895, se dicta la 
decimotercera carta política, que se constituye en la primera constitución liberal del 
Ecuador y con la que se obtienen los primeros logros en la reestructuración del Estado: la 
separación de la personificación dual Iglesia-Estado, esto es, el nacimiento de un Estado 
laico, con derecho a la libertad de conciencia y de religión.  
 
La vida de la Constitución Liberal ha sido una de las más prolongadas que ha tenido un 
texto constitucional ecuatoriano; sin embargo, para 1929, con la instalación de una 
Asamblea Constituyente se plantearon varias reformas, que fueron importantes para la vida 
política del Ecuador, así tenemos, el derecho establecido en el artículo 18 de la 
                                                 
4
 El artículo 3 de la Constitución Política de 13 de Agosto de 1835 establecía una nueva distribución del 
territorio ecuatoriano, el cual comprendía las provincias de Quito, Chimborazo, Imbabura, Guayaquil, 
Manabí, Cuenca, Loja y el Archipiélago de Galápagos. 
5
 Requisito exigido en las constituciones de 1830, 1835, 1843, 1845, 1850, 1851, 1852, 1861, 1869, 1878, 
1884, 1897. 
6
 Artículo 10 de la Constitución Política de la República del Ecuador de 11 de agosto de 1869, promulgada 
bajo el segundo período presidencial del tirano Gabriel García Moreno. 
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Constitución de 1929, que establecía que ―para ser elector se requiere ser ciudadano en 
ejercicio (…)‖ y ciudadano era todo ecuatoriano, hombre o mujer, mayor de veintiún años, 




Los posteriores mandatos, unos dictatoriales y caudillistas, devinieron en que el clamor 
popular convoque a la instalación de una Asamblea Nacional Constituyente en 1945, que 
expidió un nuevo texto constitucional bajo la Presidencia de José María Velasco Ibarra; sin 
embargo, la vida de aquella Carta Política fue realmente efímera, pues Velasco ―volvió el 
caudillo a su ―natural‖ alianza con la derecha, se proclamó dictador y convocó a una 
nueva Asamblea Constituyente en 1946, que lo ratificó en la Presidencia,‖ (Ayala Mora, 
2008, P. 35) y con la cual, se expidió el decimosexto documento constitucional en la vida 
republicana del Ecuador. 
 
En los años siguientes, se vivió un ambiente de estabilidad tanto política como 
económica, debido a la superación de la crisis recesiva, producto del estallido de la Primera 
Guerra Mundial, el fortalecimiento de algunos sectores agro-económicos y la actividad 
normal de los partidos políticos tradicionales. Pero estos factores no fueron aprovechados y 
resultaron insuficientes para consolidar y radicalizar las profundas reformas institucionales 
que necesitaba el Ecuador. 
 
Como consecuencia de la Segunda Guerra Mundial, se produjo una crisis en las 
exportaciones, más graves que las anteriores y que sumieron además, al Ecuador en una 
profunda inestabilidad institucional. En 1966, bajo el mandato interino de Clemente 
Yerovi, se organizó una Asamblea Constituyente que expidió la Constitución Política del 
25 de mayo de 1967 y que llevó al poder a Otto Arosemena Gómez. 
 
Para la década de los 70, con el aparecimiento de un nuevo producto dinamizador de la 
economía nacional, se modificaron los sistemas de producción en el Ecuador, el petróleo se 
constituyó en el principal producto de exportación y en el mejor elemento para lograr el 
crecimiento económico.  
 
                                                 
7
 Artículo 13 de la Constitución Política de la República del Ecuador de 26 de marzo de 1929), promulgada 
bajo el mandato presidencial interino de Isidro Ayora. 
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Irónicamente, bajo el mandato de un Consejo Supremo, en 1977 se preparó un proyecto 
de Constitución, que permitía al Ecuador volver a un sistema constitucional democrático, 
luego de varios años de regímenes dictatoriales y militares. El nuevo texto constitucional, 
que entró en vigencia el 27 de Marzo de 1979, encontraba a un país, con cambios 
profundos en su estructura institucional, política, económica y con nuevas generaciones 
partidistas, que reclamaban su espacio en el escenario político ecuatoriano. 
 
En los siguientes veinte años, el Ecuador sufrió numerosas crisis económicas y ante la 
ineficiencia del Estado, en 1997 se convocó a una Asamblea Nacional Constituyente que 
expidió la Constitución Política de 1998, cuyo texto ―consagró una tendencia de corte 
privatista a la relación Estado-economía (…)‖ (Ibídem, P. 40) 8, pero además, ―recogió 
las demandas de reconocimiento de la diversidad del país, de los derechos indígenas, de 
las mujeres, niños y otros sectores sociales; amplió la ciudadanía a todos los 
ecuatorianos; reformó el Congreso, la educación y el régimen seccional, entre otros 
puntos.‖ (Ibídem). 
 
La promulgación de la decimonovena Carta Política de 1998, no solucionó los 
problemas que tenía el Ecuador, por el contrario, se agudizó la crisis económica, 
principalmente, tras la declaratoria del Feriado Bancario, efectuada por el ex presidente 
Jamil Mahuad, que devino en la década siguiente, en una profunda crisis económica y de 
gobernabilidad, expresadas en movilizaciones de las organizaciones sociales, inflación, 
“paquetazos”, destituciones de varios mandatarios, en definitiva, se había trastocado el 
aparataje institucional ecuatoriano. 
 
El clamor popular demandaba cambios radicales en la institucionalidad del Estado, es 
así que el triunfo de Rafael Correa en el 2006, estuvo respaldado por el pueblo ecuatoriano, 
que acogió su propuesta de convocar a una Asamblea Nacional Constituyente; ésta se 
                                                 
8
 Al respecto, es preciso recordar, que en la disposición transitoria cuadragésima segunda del texto 
constitucional de 1998, se constitucionalizó el fundamento legal para sostener las consecuencias del feriado 
bancario, la disposición en mención señalaba: ―hasta que el Estado cuente con instrumentos legales 
adecuados para enfrentar crisis financieras y por el plazo no mayor de dos años contados a partir de la 
vigencia de esta Constitución, el Banco Central del Ecuador podrá otorgar créditos de estabilidad y de 
solvencia a las instituciones financieras, así como créditos para atender el derecho de preferencia de las 
personas naturales depositantes en las instituciones que entren en proceso de liquidación‖. 
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instaló en Montecristi y expidió la actual Constitución, vigente a partir del 20 de octubre 
del 2008. 
 
La nueva visión constitucional que tiene el Ecuador y que nace a partir de 1998, es que 
en el ordenamiento jurídico ecuatoriano no existe ni una sola norma jurídica que no se 
vincule al texto fundamental, principalmente, en lo que se refiere al respeto de los derechos 
fundamentales; puesto que, todas las normas jurídicas tienen que erigirse en función del 
nuevo sistema axiológico establecido en la Ley Suprema del Estado y que se constituyen 
en mandatos de optimización de carácter universal (no bilateral), llamados a cumplirse en 
los ámbitos público y privado.  
 
Otro elemento constitucional mínimo, relacionado con la mal denominada división de 
poderes, se ha visto alimentada en el texto constitucional ecuatoriano del 2008, con la 
institucionalización de cinco funciones del poder público; a los tradicionalmente conocidos  
Ejecutivo, Legislativo y Judicial se complementaron las Funciones Electoral y de 
Transparencia y Control Social.  
 
Cabe mencionar que respecto de la división de funciones, no existe una fórmula 
perfecta ni universal con la que todos los Estados se representen, al contrario existe una 
pluralidad de formas políticas de gobierno como las monarquías o las repúblicas sean éstas 
parlamentarias, presidencialistas o semipresidencialistas con las cuales los Estados se 
identifican y funcionan, según su propia determinación y luchas históricas. 
 
De igual manera, no existe un modelo o catálogo constitucional de derechos 
estandarizado, pues cada Estado incorpora en sus leyes supremas los derechos que admiten 
y reconocen sus propias idiosincrasias y sus propias realidades sociales, culturales, 
políticas y económicas. Lo que sí se puede rescatar y como lo demuestra lo historia es que 
los derechos, en la mayoría de nuestros países latinoamericanos sino en todos, han sido 
expansivos y acumulativos. 
 
En el contexto nacional, la promulgación de la nueva Constitución de la República en el 
año 2008, trajo consigo cambios sustanciales, tanto en el aspecto formal como en el 
aspecto material, lo que ha provocado, que los teóricos y juristas ecuatorianos, se 
preocupen por el desarrollo de los contenidos constitucionales, generando de esta manera 
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legítimos y polémicos debates que contribuyen al bagaje jurídico-doctrinal en el Ecuador y 
al fortalecimiento del nuevo constitucionalismo latinoamericano. 
 
2.1.1.2. DERECHOS FUNDAMENTALES Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES. 
 
La humanidad en sus inicios no conoció la existencia de derechos humanos, al parecer 
su naturaleza estaba dada en función, del sometimiento de sus semejantes y, en ese sentido, 
dirigía las más crueles y atroces guerras para alcanzar el poder, conquistar a los pueblos 
más débiles y expandir sus territorios. La protección de los seres humanos se guiaba por la 
pertenencia a un determinado grupo “correcto”; es decir, si un ser humano estaba con 
quien tenía el poder estaba “seguro”. 
 
Asimismo, las primeras formas de regulación jurídica que expidieron los faraones y 
reyes, no aseguraban ni garantizaban los derechos, por el contrario, se expidieron unos 
códigos que resaltaban la necesidad de que los pueblos conquistados cumplan con sus 
deberes y obligaciones, es decir, eran textos normativos de órdenes, normas imperativas y 
prohibitivas.  
 
Como lo explica el jurista mexicano Miguel Carbonell
9
 ( 2013, P. 23) cuando hace 
referencia a la explicación de Bobbio en el sentido de que ―al comienzo, no importa si 
mítico, fantástico o real, de la historia de la moral, existió siempre un código de deberes 
(de obligaciones), no de derechos. Los códigos morales o jurídicos de cualquier tiempo 
están compuestos esencialmente de normas imperativas, positivas o negativas, de órdenes 
o deberes.‖ 
 
Fue en el siglo 539 a.C., cuando el rey Ciro el Grande, tras conquistar Babilonia, grabó 
en una lápida de barro conocida como el Cilindro de Ciro, el otorgamiento de dos derechos 
revolucionarios para la época: la libertad para todos los esclavos y la libertad de religión.  
 
Los gobernantes empezaron a darse cuenta de que la esclavitud no era necesaria para 
compeler a las personas a cumplir con determinadas conductas, al contrario, notaron que 
                                                 
9
 Abogado mexicano, Catedrático de Derechos Humanos y Derecho Constitucional de la Facultad de 
Derecho de la UNAM e Investigador Jurídico del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM.  
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las mismas personas siguen naturalmente ciertos comportamientos, a esta condición 
humana le dieron el nombre de ley natural. 
 
Los derechos otorgados por Ciro el Grande se difundieron a las grandes ciudades de la 
antigüedad Grecia, India, Roma y a partir del cual surgió una nueva concepción en torno a 
los derechos, ya que los distintos gobernantes empezaron a otorgar varias libertades a sus 
súbditos y ciudadanos que favorecían una mejor convivencia; sin embargo, estos derechos 
naturales no siempre se respetaban. 
 
Fue en Inglaterra, en donde se logró que un soberano, el rey “Juan sin tierra” aceptara 
que nadie, ni siquiera él mismo, podía desconocer o invalidar los derechos de las personas. 
Aquel rey inglés que había transgredido numerosas leyes y tradiciones antiguas, fue 
obligado por sus súbditos a suscribir un contrato, en el cual, se reconocían y protegían los 
derechos de los individuos, este documento era la Carta Magna o Gran Carta de 1215. 
 
Siglos después en Inglaterra, el rey Carlos I dicta una serie de medidas represivas que 
afectaban no solo al Parlamento inglés sino principalmente a los derechos de sus súbditos. 
Estas medidas que fueron tomadas a partir de la crisis generada por la guerra de los treinta 
años, heredada de su padre el rey Jaime I, obligaba a los ingleses a pagar 
“voluntariamente” colaboraciones económicas para continuar financiando la guerra. 
 
Las decisiones decretadas por el rey de Inglaterra indignaron al pueblo y al parlamento, 
que había sido disuelto por no apoyar ni aprobar la “ayuda económica” solicitada. Fue así 
que en 1628 sir Edward Coke, compiló una lista de declaraciones y libertades civiles en la 
conocida Petition of Rights y que fue presentada a los parlamentarios para su aprobación.  
 
La Petición de Derechos
10
 consistía en la prohibición de realizar donaciones gratuitas o 
contribuciones voluntarias sin el consentimiento de una ley parlamentaria; que nadie sea 
llamado a juicio, molestado, detenido ni encarcelado por no pagar dichas subvenciones; 
que se ordene la retirada de los soldados y marinos de la armada real; que se revoquen y 
anulen las leyes marciales por las cuales se vejaba y ajusticiaba a los súbditos ingleses y 
                                                 
10
 Claúsulas 10 y 11 de la Petición de Derechos, aprobada el 07 de junio de 1628. 
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que primordialmente, las autoridades y agentes regios actúen con sujeción a las leyes y 
estatutos del reino inglés. 
 
El contenido de la Petición de Derechos fue aprobado unánimemente por la Cámara de 
los Comunes y posteriormente, aunque no en su totalidad, por la Cámara de los Lores. Con 
la aprobación parlamentaria, aquel documento constitucional fue presentado al rey Carlos I 
de Inglaterra quien de manera rotunda lo rechazó; este acto enfureció aún más al 
parlamento inglés y al pueblo soberano, quienes al no tener otra opción lo obligaron a 
ratificarla. 
 
Indudablemente, la efectiva representatividad, los legítimos anhelos de reconocimiento 
de unos mínimos derechos y la limitación de los poderes reales incorporados en la Petition 
of Rights, se constituyeron en importantes hitos en la evolución de los derechos de las 
personas, por la influencia constitucional y política que tuvo aquel documento progresista 
para las posteriores luchas antimonárquicas e independistas. 
 
Para finales del siglo XVII, se produjo un suceso también importante para el desarrollo 
de los derechos humanos, con el derrocamiento del rey católico Jacobo II por parte de su 
yerno, el príncipe protestante Guillermo III de Orange en conspiración con los grupos 
protestantes de Inglaterra y el Parlamento.  
 
Los problemas surgieron cuando el rey Jacobo II expidió la Declaración de Indulgencia 
de 1688, en la que parecía defenderse las primeras intenciones de establecer la libertad de 
culto; pero este decreto fue visto por su yerno, su hija y por los nobles y parlamentarios 
anglicanos y protestantes ingleses como una amenaza religiosa y política; de alguna 
manera, ellos no estaban equivocados puesto que el rey Jacobo II deseaba imponer en las 
normas jurídicas de Inglaterra la religión católica. 
 
 La vigencia de esta declaración fue corta, ya que Inglaterra fue invadida por las tropas 
del Príncipe de Orange, quien convocó a los parlamentarios a una convención 
extraordinaria, en la cual se declararía que el rey Jacobo II en su intento de huir a Francia, 
había abdicado del poder. Esta oportunidad fue aprovechada por Guillermo III de Orange 
que fue proclamado y reconocido como rey de Inglaterra conjuntamente con su esposa 
María, hija del rey Jacobo II. 
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Los nuevos monarcas aceptaron la Declaración de Derechos o Bill of Rights que fue 
presentada por el Parlamento inglés en 1698 y por el cual, el monarca no volvería nunca 
más a tener en sus manos el poder absoluto, tenía que legislar en conjunto con el 
Parlamento en los asuntos de suspensión y aplicación de las leyes, imposición y 
recaudación de impuestos, pero primordialmente este es un documento constitucional en el 
que se reconocen cuatro derechos fundamentales
11
, la libertad de culto o religión, el 
derecho de petición, el derecho a no ser torturado y la libertad de elección de los 
representantes, con los cuales comenzaría una nueva forma de gobierno en Inglaterra. 
 
Empero, las inequidades y las violaciones de los derechos de las personas continuaron, a 
pesar de las diversas declaraciones que hasta ese entonces se habían proclamado y 
difundido; no fue sino hasta el 04 de julio de 1776, que un grupo de rebeldes británicos, 
declararon su independencia y le anunciaron al mundo que todas las personas eran libres, 
fueron creadas iguales y que tenían los mismos derechos. 
 
La Declaración Constitucional de Independencia de los Estados Unidos de América de 
1776 enfatizó en el reconocimiento de los derechos y libertades individuales, estos 
conceptos se difundieron a lo largo del mundo y fueron aceptados a través de las 
posteriores revueltas independistas.  
 
Una década después, los franceses lucharon su propia revolución (Revolución Francesa 
de 1789), reclamando para su pueblo un catálogo de derechos más amplio e insistieron que 
esos derechos no eran simples ideales sino que pertenecían naturalmente a todos los seres 
humanos. 
 
Es así que, la relación entre persona y Estado se había invertido y los derechos estaban 
por encima de los deberes; aquella concepción romana de ley natural, con la llegada de la 
Revolución Francesa, se convirtió en Derechos Naturales, que fueron reconocidos en la 
Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadanos de 1789. 
 
Sin embargo, la oleada revolucionaria del siglo XVIII, no causó entusiasmo en todos los 
gobernantes, por el contrario, el descontento se puso de manifiesto en la misma Francia, 
                                                 
11
 Declaración de Derechos o The Bill of Rights, ratificada el 13 de febrero de 1689. 
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cuando en 1800 ya instaurada la nueva democracia francesa, fue derrocada por el general 
Napoleón Bonaparte, al declararse emperador del mundo; su propósito casi alcanza un 
final exitoso, pero los países europeos no lo permitirían y establecieron fuerzas y alianzas 
en contra del imperio francés y sobre todo se apoyaron en el deseo ferviente de no perder 
los derechos por los cuales habían luchado durante siglos.  
 
Los países de Europa para salvaguardar sus derechos empezaron a redactar una serie de 
textos en los cuales se preconizaba su reconocimiento; pero las incoherencias de los 
europeos en el aspecto político, democrático y humano, aparecieron con las invasiones y 
conquistas del resto de países del mundo, especialmente, en África, Asia y América, para 
los conquistadores aquellos habitantes no tenían derecho a tener derechos y por esa razón, 
fueron subyugados. 
 
Irónicamente, durante la última etapa del siglo XVIII, mientras los norteamericanos y 
los franceses libraban sus propias batallas para alcanzar la libertad de sus pueblos y 
evidenciaban grandes anhelos de emancipación de los monarcas; las poblaciones 
latinoamericanas seguían siendo sometidas por los imperios europeos. 
 
La libertad y la igualdad de derechos que decían propugnar las grandes potencias 
mundiales, quedaban en la simple retórica al momento de respetar los derechos de los 
países conquistados; sucedió más bien que, en contra de estas poblaciones, se perpetraron 
innumerables atrocidades y violaciones a sus derechos humanos, se cometieron delitos de 
etnocidio, genocidio, tráfico de esclavos, principalmente desde África hacia América, se 
obligó a realizar trabajos forzados  a los indígenas y saquearon y explotación las riquezas 
naturales de estos países. 
 
Para inicios del siglo XIX, los países de Latinoamérica dominados y colonizados, 
emprendieron sus propias luchas independentistas a fin de alcanzar la emancipación 
absoluta de cualquier potencia extranjera. Parafraseando al investigador venezolano Nelson 
Chávez Herrera  (2011, p. 29), los pueblos latinoamericanos empezaron a dictar las 
primeras constituciones, que como se sabe, fueron “nacidas bajo el fuego de nuestras 
guerras emancipadoras, fueron muchas veces documento-bases (valga el término) con 




Los pueblos conquistados a inicios del siglo XX, radicalizaron sus reclamos de libertad 
y libre autodeterminación; con el surgimiento de los movimientos independistas a lo largo 
del territorio latinoamericano, que empezaron a reivindicar estos derechos, se enarboló una 
bandera de lucha, cuya consigna era la insistencia de que los gobernantes reconozcan que 
todos los seres humanos tienen derechos.  
 
La conciencia humana en torno a los derechos que había logrado alcanzar con las luchas 
de cientos de años en contra del oprobio tiránico, no fue honrada por los gobernantes; el 
deseo arrebatado e imperialista de las nuevas potencias mundiales de conquistar 
insensatamente al mundo, favorecidas por los beneficios tecnológicos que les concedía las 
dos revoluciones industriales, se vio reflejado con el estallido de la Primera Guerra 
Mundial (28 de julio de 1914 – 11 de noviembre de 1918); acontecimiento que marcó el 
inicio del siglo XX. 
 
Pese a la devastación humana y crisis económica, ideológica y política que generó la 
primera guerra mundial, no hubo aprendizaje para las ambiciones expansionistas de los 
gobernantes de las grandes potencias mundiales, por el contrario, promovieron la Segunda 
Guerra Mundial (01 de septiembre de 1939 – 14 de agosto de 1945) que fue todavía más 
atroz que la anterior; el Führer Adolfo Hitler exterminó aproximadamente la mitad de la 
población judía de la tierra en inhumanos y aterradores campos de concentración y 
alrededor de más de 70 millones de personas murieron.  
 
Los derechos humanos nunca habían estado tan cerca de la extinción como en aquel 
momento sombrío, taciturno y desesperanzador para la humanidad, que había traumatizada 
después de los crueles acontecimientos vividos a causa de las dos guerras mundiales. 
 
Fue así que para 1945 la comunidad internacional vio la imperiosa necesidad de 
dedicarse a pensar en mecanismos que promuevan la paz y que protejan los derechos 
humanos y la seguridad internacional; para ello cincuenta países del mundo se reunieron el 
25 y 26 de abril de ese año, en la Conferencia de las Naciones Unidas en San Francisco, 
Estados Unidos, en donde se presentaron las propuestas de creación de un organismo 




Luego de varias semanas de discusiones y debates, el 25 de junio de 1945 se consolidó 
la primera organización internacional moderna creada después de la Segunda Guerra 
Mundial, la Organización de las Naciones Unidas (ONU), cuyo propósito era mantener la 
paz y la seguridad internacionales, fomentar las relaciones de amistad y cooperación 
internacional en el marco del respeto al principio de la igualdad, de los derechos humanos 





Pero la Carta de las Naciones Unidas carecía de fuerza normativa, razón por la cual, en 
el primer período de sesiones de la Asamblea General (1946) bajo la supervisión de 
Eleanor Roosevelt, activista en la defensa de los derechos humanos y delegada de Estados 
Unidos ante la ONU, se empezó a trabajar en un documento que efectivamente garantice 
los derechos humanos, éste era el proyecto de Carta Internacional de Derechos Humanos, 
que fue adoptada por las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948. 
 
Por primera vez en la historia de la humanidad se había recopilado en un solo 
documento una lista de derechos que les pertenecen sin distinción alguna a todos los 
hombres y mujeres del mundo; de esta suerte, se estableció en la Carta Magna 
Internacional un listado de treinta artículos de los Derechos Humanos, por los cuales las 
Naciones Unidas se comprometieron a promoverlos y defenderlos. 
 
De esta manera, a partir del 10 de diciembre de 1948, reconociendo y teniendo como 
base a la dignidad inherente a cada una de las personas, es que se considera posible la 
libertad, la justicia y la paz en el mundo, estableciéndose que “todos los seres humanos 
nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y 
conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros.‖ 13 
 
Esos treinta derechos de los que habla la Carta Internacional de los Derechos Humanos 
y a partir de la cual, surgirá una importante etapa en la historia, se los considera: 
universales, esto es, entregados a todos los seres humanos sin distinción de ninguna 
                                                 
12
 Artículo 1 de la Carta de la Naciones Unidas de 1945. 
13
 Artículo 1. Declaración Universal de los Derechos Humanos. Adoptada y proclamada por la Resolución 
No. 217-A de la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 10 de diciembre de 1948. 
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naturaleza; inalienables, es decir, que no se pueden manipular o comerciar, en virtud de 
que estos derechos ahora están por encima del Estado, de la Constitución, e 
irrefutablemente de la ley; inembargables, lo que significa que no se pierden los derechos 
por deudas; incondicionales, por cuanto su existencia y vigencia no está sometida a hechos 
futuros o inciertos, de lo que se deriva entonces, que los derechos también son 
imprescriptibles, es decir, que su vigencia es permanente; se precisa entonces que éstos son 
los Derechos Humanos. 
 
Es menester precisar que los derechos humanos, son de carácter horizontal, por cuanto 
el individuo actúa frente al Estado –y no por debajo de él– que le ha otorgado y 
reconocido, en un primer momento, facultades que son tenidas por universales (omnium), 
es decir, derechos que le corresponden a todos los seres humanos. 
 
El profesor italiano Ferrajoli  (2004, P. 37) propone una definición teórica de que los 
derechos fundamentales son:  
 
―todos aquellos derechos subjetivos que corresponden universalmente a «todos» los 
seres humanos en cuanto dotados del status de personas, de ciudadanos o personas con 
capacidad de obrar; entendiendo por «derecho subjetivo» cualquier expectativa positiva 
(de prestaciones) o negativa (de no sufrir lesiones) adscrita a un sujeto por una norma 
jurídica; y por «status» la condición de un sujeto, prevista asimismo por una norma 
jurídica positiva, como presupuesto de su idoneidad para ser titular de situaciones 
jurídicas y/o autor de los actos que son ejercicio de éstas‖ 
 
Por otra parte, han surgido varias discusiones respecto de las denominaciones dadas a 
los derechos fundamentales; así tenemos que, a lo largo de la historia, han sido conocidos 
como libertades fundamentales, libertades básicas, Derechos Humanos y hasta garantías 
individuales; sin embargo, aunque éstos términos suelen ser muy utilizados en la literatura 
jurídica ecuatoriana, debemos hacer una somera aclaración en cuanto a las referidas 
nomenclaturas, para evitar confusiones. 
 
La denominación de Derechos Humanos o derechos fundamentales, como ya se 
mencionó en líneas anteriores son aquellas cualidades inherentes al ser humano, de 
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carácter permanente y que merecen, indiscutiblemente, la protección jurídica por parte del 
Estado.  
 
El profesor guayaquileño Zavala Egas
14
 (2010, P. 117) manifiesta que los derechos 
fundamentales:  
 
―son los reconocidos y expresados en normas-principios del sistema jurídico prescritas 
en la Constitución de la República y en los tratados o convenios internacionales de 
derechos humanos, y que por nacer en esas fuentes de producción normativa se 
denominan también derechos constitucionales.‖ 
 
Uno de los elementos jurídicos importante en torno a los derechos fundamentales, es su 
ejercicio y para ello, es menester realizar dos precisiones, la primera en cuanto a la persona 
titular de un derecho y la segunda en lo que concierne al tipo de derecho que aquella 
persona desea ejercer o está ejerciendo. 
 
Por un lado, la identificación del titular de un derecho es necesaria para establecer quién 
es el que efectivamente debe ejercerlo y quién no, ya que nadie puede ejercer un derecho 
del cual no es titular. Por otro lado, la determinación del tipo de derecho, se realiza a fin de 
precisar la mejor manera de ejercer ese derecho. 
 
Lo que significa que existe una condición de obligatoriedad para el Estado, sobre la 
cual, la relación política y jurídica que lo vincula a toda persona, le exige que asegure en 
todos los niveles institucionales los elementos necesarios para garantizar la vigencia y el 
ejercicio pleno de sus derechos; implementando para ello, una serie de políticas públicas 
que favorezcan la máxima efectivización en el ejercicio de los derechos consagrados en el 
texto constitucional. 
 
Por ejemplo, no es lo mismo ejercer el derecho a la libertad de expresión que el derecho 
a elegir (voto); el primero supone, como derecho de libertad, la facultad que tiene todo 
ciudadano para determinar sus propios cursos de acción, emitiendo sus puntos de vista, sus 
                                                 
14
Profesor de Postgrado de las Universidades Católica de Guayaquil y de la Universidad de Especialidades 
“Espíritu Santo” de Guayaquil. 
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criterios, su pensamiento y el segundo, implica que el Estado debe proporcionarnos la 
información pertinente, adecuada y oportuna, para poder ejercer un derecho de 
participación, ya que debemos conocer quiénes son los candidatos, cuáles son sus 
propuestas, que van a hacer cuando lleguen a las dignidades y cargos públicos, cuáles son 
las perspectivas de la competencia electoral, el día de la votación, los requisitos de 
empadronamiento, etc. 
 
De manera que, cuando se utiliza el término Derechos Humanos equiparándolo al de 
garantías individuales, se crea una confusión, ya que técnicamente, ambos términos no 
significan lo mismo; por un lado, una cosa es un derecho en sentido estrictamente 
sustantivo, por ejemplo, el derecho a la vida, el derecho a la educación, el derecho al honor 
y al buen nombre, el derecho a la libertad de expresión, el derecho a la vivienda, el derecho 
al debido proceso, entre otros derechos; mientras que, las garantías, son los instrumentos 
procesales de tutela o medios de protección de esos derechos. 
 
El jurista chileno Nogueira Alcalá  (2003, P. 101) manifiesta que:  
 
―el aseguramiento constitucional de los derechos debe ir acompañado de las 
respectivas garantías, vale decir, de los medios que aseguren la observancia efectiva de 
los derechos asegurados por la carta fundamental. En otras palabras, un conjunto 
coherente de instrumentos de defensa de los derechos.‖ 
 
Lo que significa que el Estado debe implementar todos aquellos mecanismos, políticas 
públicas e instituciones jurídicas que aseguren la plena efectivización de la protección de 
los derechos, bienes e intereses ciudadanos.  
 
El profesor Nogueira establece que las garantías de los derechos adoptan diversas 
clasificaciones. Así, en una primera división, manifiesta que las garantías pueden ser 
nacionales e internacionales, ya que los instrumentos de protección de los derechos ―no se 
agotan en el plano interno del Estado, sino que trascienden al plano internacional o 
supranacional a través de distintas instituciones y mecanismos.‖ (Ibídem). 
 
De igual manera, el profesor chileno desarrolla además, una clasificación de las 
garantías, planteada por el jurista italiano Luigi Ferrajoli en primarias y secundarias.  
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Las garantías primarias ―constituyen las obligaciones (de prestación) o las 
prohibiciones (de lesión) de los derechos fundamentales que deben respetar y asegurar los 
demás, sea el Estado o terceros públicos y privados,‖ (Ibídem)  mientras que, son 
garantías secundarias ―las obligaciones de reparar o sancionar judicialmente las lesiones 
de los derechos, vale decir, las violaciones de las garantías primarias.‖ (Ibídem, P. 102) 
 
Las primeras, suponen a su vez, la existencia de garantías negativas (prohibiciones) a 
través de las cuales, se exige al Estado no permitir la aprobación y promulgación de leyes 
que menoscaben los derechos constitucionalmente protegidos o que sean normas 
contradictorias con la norma suprema;  y, de garantías positivas (obligaciones) que tienen 
que ver con la eficiente y eficaz protección que el sistema le provee a un derecho, es decir, 
que el sistema jurídico despliega sobre todo el aparataje gubernamental e institucional las 
capacidad de ejecución de los derechos. 
 
Cuando las garantías primarias no funcionan, entran a operar las segundas garantías, 
que tienen que ver con la puesta en acción de los diversos mecanismos de justiciabilidad 
establecidos en el texto constitucional, que integran el ordenamiento jurídico y mediante 
los cuales se considera inconstitucional cualquier acción u omisión de carácter regresivo 
que disminuya, menoscabe o anule injustificadamente el ejercicio de los derechos. 
 
 La intervención de las garantías secundarias, para el profesor italiano Ferrajoli (2006, 
P. 25)  se da ―en caso de violaciones de la expectativa normativa y de sus garantías 
primarias,‖ argumento que resulta plenamente concordante con la disposición consagra en 
el número 4 del artículo 11 del texto constitucional que establece que ninguna norma 
jurídica puede restringir el contenido de los derechos ni de las garantías constitucionales. 
 
Adicionalmente, el jurista Nogueira Alcalá determina que, para lograr la protección de 
los derechos fundamentales dentro de un Estado, se configuran una serie de garantías 
nacionales que ―pueden ser clasificadas en garantías genéricas y específicas, y éstas 
últimas en garantías normativas, garantías institucionales y garantías jurisdiccionales.‖ 
(Nogueira Alcalá, H. Op. cit. P. 102). 
 
Las garantías genéricas nacionales o internas, aseguran la vigencia de un Estado 
constitucional democrático, en el que ―las ideas de pluralismo y participación definen la 
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formula política,‖ (Ibídem, P. 103)  lo cual se logra, a través de una verdadera y legitimada 
representación política, que orienta su labor en todo momento, a la producción de normas 
que favorecen la protección y efectivización de los derechos y que finalmente, determina la 
presencia del principio de juridicidad. 
 
Las garantías específicas nacionales o internas ―son los distintos instrumentos de 
protección jurídica de los derechos.‖(Ibídem). A tales efectos, el profesor Humberto 
Nogueira, manifiesta  que se clasifican en garantías normativas, de control o fiscalización, 
de interpretación y judiciales. 
 
Las garantías normativas también denominadas garantías esenciales, son las que ―hacen 
referencia al principio de legalidad en sentido amplio, concentrando su significado en los 
derechos fundamentales, regulando su desarrollo y aplicación, como su reforma.‖ 
(Ibídem). 
 
En el Ecuador, el texto constitucional ha determinado que el contenido de los derechos 
se desarrolla de manera progresiva a través de las normas, la jurisprudencia y las políticas 
públicas, para ello, el Estado debe generar las condiciones necesarias para su pleno 
ejercicio,
15





El jurista ecuatoriano Montaña Pinto
17
 (2012, P. 28) manifiesta que las garantías 
normativas “son aquellos principios y reglas encaminadas a conseguir que los derechos 
constitucionales estén efectivamente asegurados como las normas que son, se limiten al 
mínimo sus restricciones, y se asegure su adecuado resarcimiento cuando se han 
producido daños como consecuencia de su vulneración por parte de los poderes públicos o 
sus agentes.‖ 
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 Artículo 11 número 8 de la Constitución de la República del 2008. 
16
 Artículo 11 número 9 de la Constitución de la República del 2008. 
17
 Abogado ecuatoriano, Doctor en Derecho Constitucional y Especialista en Derecho Público y Ciencia 
Política. Máster en Historia de Derecho. Ex-Director Ejecutivo del Centro de Estudios y Difusión de Derecho 
Constitucional (CEDEC) de la Corte Constitucional para el Período de Transición.  
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El mencionado jurista Montaña Pinto (Ibídem, Pp. 28-29)  establece que las principales 
garantías normativas reconocidas en el ordenamiento jurídico ecuatoriano son la de 
supremacía constitucional, la de rigidez e inalterabilidad de las normas constitucionales, la 
obligación reparatoria por efecto de las violaciones de los derechos, ya sea por acciones u 
omisiones y la obligación de que la Asamblea Nacional y todo órgano con potestad 
normativa, adecuen los actos normativos a los derechos establecidos en la Constitución y 
en los tratados internacionales de derechos humanos. 
 
Las garantías de control y de fiscalización para el jurista chileno Nogueira Alcalá (Op. 
Cit., P. 118) ―son los instrumentos parlamentarios encaminados a supervisar la incidencia 
que en la esfera de los derechos finales o esenciales, tienen la actividad de los otros 
órganos y funciones del Estado.‖ 
 
El ejemplo más claro, en el caso ecuatoriano, se lo encuentra en las disposiciones 
establecidas por la Carta Constitucional en los artículos 129, 130 y 131 que configuran el 
control legislativo a los actos del gobierno y a los titulares de los organismos de las demás 
funciones del Estado. Otra de las garantías de control que prevé el Estado ecuatoriano es la 
existencia de la Defensoría del Pueblo, que es la encargada de proteger, tutelar y defender 
los derechos de los ecuatorianos que están dentro y fuera del país. 
 
Las garantías de interpretación, son aquellas que determinan la obligatoriedad impuesta 
a todas las autoridades y servidores públicos de aplicar las normas que más favorezcan la 
efectiva vigencia de los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los 
instrumentos internacionales de derechos humanos que han sido ratificados por el Estado 
ecuatoriano
18
, empleando para ello, la facultad otorgada por el texto supremo de aplicar 
directa e inmediatamente las normas constitucionales. 
 
En palabras del profesor Nogueira (Op. Cit., P. 118), ―las garantías de interpretación 
se refieren a los mecanismos destinados a garantizar que la interpretación de los derechos 
se haga para favorecer su ejercicio y su disfrute.‖ 
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Las garantías institucionales tienen por finalidad, salvaguardar a través de normas 
jurídicas, la vida de las instituciones tanto públicas como de la sociedad civil, que existen 
dentro de todo ordenamiento jurídico. Esta garantía ―protege a una institución sólo 
nombrada por la Constitución, la que es configurada por el legislador (…).‖ (Nogueira 
Alcalá, H. Op. Cit., P. 121)   
 
Para el profesor Juan Montaña Pinto, las garantías institucionales ―son los mecanismos 
de protección que la Constitución otorga, no ya a los derechos constitucionales de las 
personas, sino a determinadas organizaciones o instituciones valiosas desde el punto de 
vista del constituyente, a las que asegura un núcleo o reducto indisponible para el 
legislador.‖ (Montaña Pinto, Op. Cit.,P. 29). 
 
Por ejemplo, en el Ecuador se constituye como la principal garantía institucional, la 
existencia de la Corte Constitucional, que es parte autónoma e independiente de la función 
jurisdiccional y es el máximo órgano de interpretación y de revisión del control de la 
constitucionalidad; de igual manera, son garantías institucionales, la separación de 
funciones, el principio de legalidad, y la protección que promueve la Defensoría del 
Pueblo. 
 
La existencia de las garantías jurisdiccionales determina la presencia real de un sistema 
judicial preocupado por la protección de los derechos; debido a que estas garantías, ―se 
encuentran en el control jurisdiccional‖ (Nogueira Alcalá, H. Op. Cit., P. 121) y son 
atendidas y resguardadas por los jueces ordinarios o por los jueces de un Tribunal o Corte 
Constitucional. 
 
Para el profesor Montaña Pinto (Op. Cit.,P. 34), ―en las democracias constitucionales 
contemporáneas la forma de garantizar derechos más conocida es aquella que se ejerce 





Las garantías jurisdiccionales establecidas en la Constitución de Montecristi del 2008
19
, 
son la acción de protección, de habeas data, de habeas corpus, de acceso a la información 
pública, la acción por incumplimiento y la acción extraordinaria de protección. De manera 
subsidiaria, la Corte Constitucional conoce todos aquellos casos en los que los 
administradores de justicia han incumplido las sentencias y dictámenes constitucionales, a 
través de la acción de incumplimiento. 
 
Finalmente, es preciso afirmar que no se puede confundir derechos humanos o derechos 
fundamentales con sus respectivas garantías –las herramientas e instituciones jurídicas de 
tutela y protección de esos derechos– porque entonces, no habría diferencia entre el 
derecho a la libre asociación y la acción extraordinaria de protección; y esta relación 
resulta ser errónea, ya que como se vio, el derecho es el aspecto sustantivo y la garantía es 
el aspecto adjetivo y ejecutivo dentro del sistema jurídico. 
 
2.1.1.3. DISPOSICIÓN Y NORMA. 
 
En la literatura jurídica es habitual escuchar como los términos disposición y norma son 
utilizados indistintamente del significado doctrinal que pueda expresar cada uno; sin 
embargo, en la presente investigación es preciso efectuar una diferenciación entre los dos 
vocablos, debido a la importancia de la que están revestidos ambos términos para la 
interpretación del Derecho, como se verá más adelante. 
 
Los términos disposición y norma, fueron diferenciados por primera vez, en el sistema 
jurídico italiano. Pero para entender mejor dicha distinción, es preciso recordar que durante 
la segunda postguerra, el Derecho aún seguía absorbido por un Estado Legocéntrico, que 
suponía el sometimiento de todo el ordenamiento jurídico al imperio de la ley. 
 
Para 1956, a través de un fallo jurisprudencial, la Corte Constitucional de Italia 
determinó que el objeto de su labor judicial, trascendía las barreras formalistas de la simple 
revisión de las normas legales y demás actos normativos con el carácter de ley; ya que 
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 El constituyente de Montecristi ha establecido seis garantías jurisdiccionales que se encuentran 
contempladas en el Capítulo Tercero del Título Tercero de la Constitución de la República del 2008. 
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consideraron que su actividad era valorar tanto la constitucionalidad como la legalidad de 
los textos jurídicos y de las normas que en esos documentos se expresaban. 
 
Este criterio jurisprudencial italiano constituyó para las concepciones legalistas, una 
ruptura estructural del sistema jurídico, puesto que hasta aquella época la ley era concebida 
como la norma por excelencia. De tal suerte que, tanto el surgimiento del Estado 
Constitucional como la posterior distinción entre texto y norma, contribuyeron para el 
desarrollo de la teoría de la interpretación, en especial, para las valoraciones 
constitucionales. 
 
Parafraseando al profesor italiano Riccardo Guastini
20
  (2011, P. 136) quien manifiesta 
que la distinción entre disposición y norma radica evidentemente en la pertenencia de sus 
enunciados a los diferentes discursos, lo cual se explica en la siguiente lógica, mientras 
que, el primero responde al objeto de análisis o interpretación de un documento jurídico, la 
norma se ve reflejada en la reformulación de ese objeto de interpretación por parte de un 
intérprete. La siguiente fórmula explica en símbolos lo que se trata de decir: “D” significa 
“N”.  (Guastini, Disposición vs. Norma, 2011. P. 136). 
 
Expresado de otra manera, la disposición pertenece a los enunciados del discurso de las 
fuentes del Derecho y la norma a los enunciados del discurso del intérprete. Entiéndase por 
enunciado a las expresiones lingüísticas coherentes (Ibídem, P. 135); por fuentes de 
derecho a los documentos normativos o al conjunto de enunciados del discurso prescriptivo 
usados para modificar los comportamientos de las personas (Ibídem, P. 135) y por discurso 
del intérprete a los enunciados pertenecientes a su lenguaje que asume que es sinónimo de 
un enunciado distinto, perteneciente al lenguaje de las fuentes (Ibídem, P. 137). En otras 
palabras, son enunciados tanto las normas como las disposiciones.  
 
Para entender mejor esta dicotomía, Guastini señala que la disposición es ―un texto aún 
por interpretar‖ (Ibídem, P. 136) y la norma es ―un texto interpretado‖ (Ibídem, P. 136); 
es decir que, mientras la disposición es una expresión lingüística normativa en estado 
primario, la norma es el resultado de la interpretación de aquella disposición. 
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Catedrático de Derecho Constitucional y Filosofía del Derecho y Director del Departamento de Cultura 
Jurídica de la Universidad de Génova. 
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Ahora bien, esta distinción no solo es importante para la teoría de la interpretación, sino 
también para la teoría de las antinomias, ya que un conflicto o incompatibilidad normativa 
cobra vida únicamente entre normas y no entre disposiciones, como se verá en los 
apartados posteriores.   
 
2.1.1.4. CATEGORÍAS NORMATIVAS: LOS VALORES, LOS PRINCIPIOS Y 
LAS REGLAS. 
 
La Constitución ecuatoriana haciendo eco de las nuevas doctrinas jurídico-
constitucionales, por las cuales se promueve la aplicación de las técnicas de interpretación 
de la constitución, ha separado de alguna manera, de sus elementos sustanciales la 
imposición exclusiva de la subsunción que suponía el supremo principio de legalidad; por 
esta razón, la mayoría de las legislaciones han procurado evolucionar en beneficio de los 
contenidos constitucionales, y por ello, en la actualidad las cartas magnas contienen dos 
tipos de categorías normativas. 
 
Estas dos categorías normativas a las que se refieren los teóricos y juristas son los 
principios y las reglas, tipologías que sugieren una nueva manera de interpretar y aplicar el 
Derecho, concretamente en lo relacionado a la protección de los derechos fundamentales.  
 
Es el profesor alemán Robert Alexy
21
 quien determina esta importante distinción entre 
las dos tipologías normativas, al puntualizar que al primer grupo pertenecen las normas que 
constituyen y organizan al Estado; mientras que, en el segundo se incorporan aquellas 
normas que limitan y dirigen el poder estatal, es decir, las que determinan las competencias 
estatales y el reconocimiento de los derechos fundamentales. Es decir, ―la distinción entre 
reglas y principios es pues una distinción entre dos tipos de normas‖ (Alexy, 1993, P. 83). 
 
Para entender de  mejor manera esta diferenciación entre principios y reglas es menester 
hacer previamente un breve análisis sobre esta manifestación constitucional 
contemporánea denominada Neoconstitucionalismo, que ha venido ejerciendo gran 
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Filósofo del Derecho, Catedrático de Derecho Público y Filosofía del Derecho en la Universidad de Kiel y 
Dr. Honoris Causa de la Universidad de Alicante. 
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influencia en la cultura jurídica latinoamericana, especialmente en el Ecuador, en donde se 
han recogido sus postulados en el texto constitucional del 2008. 
 
El término neoconstitucionalismo es una corriente jurídica que ha hecho reflexionar a 
los juristas latinoamericanos. Uno de ellos, el autor mexicano Miguel Carbonell, ha 
planteado varias interrogantes en torno a esta nueva tendencia constitucional al preguntarse 
si ¿existe en realidad algo nuevo en el Neoconstitucionalismo? o ¿no es más que una 
etiqueta fastuosa pero vacía al fin y al cabo, que sólo sirve para presentar bajo un nuevo 
conglomerado conceptual, cuestiones que ya existían tiempo atrás? (Carbonell, 
Conferencia sobre “Neoconstitucionalismo en América Latina”, 25 de agosto de 2009) 
 
Antes de responder estas interrogantes, es preciso explicar la situación jurídica que vivía 
el mundo antes de la Segunda Guerra Mundial. Así tenemos que, aunque las anteriores 
constituciones contenían mandatos materiales rígidos, que ordenaban al Estado realizar 
muchas acciones en favor de las personas respecto del ejercicio de sus derechos y del 
legítimo reclamo cuando éstos eran transgredidos, el problema era que no tenían 
garantizadas las condiciones socio-políticas necesarias para que los derechos sociales y las 
libertades individuales que se consagraban en los textos constitucionales se efectivicen y 
menos aún existía una institucionalidad -relativamente sólida- que permitiera a los 
ciudadanos exigirlos. 
 
Durante el siglo XIX y a inicios del siglo XX ya se empezó a evidenciar el surgimiento 
de un importante desarrollo teórico que aportaba con nuevas explicaciones a la 
construcción de las nuevas expresiones del Derecho y del Estado; ejemplo de aquello es el 
surgimiento del nuevo Estado democrático dividido en tres poderes, en donde los jueces, 
ya no eran “meros espectadores” del objeto de estudio (el Derecho) sino que empiezan a 
adoptar un rol participativo en la creación de las nuevas teorías del Derecho. 
 
La importante contribución que hiciere al desarrollo del activismo judicial, la sentencia 
expedida por el Juez norteamericano John Marshall, en 1803, en el caso Marbury contra 
Madison y en la que explicó la lógica de un Estado Constitucional y el control de 
constitucionalidad de las leyes, fue una creación judicial, que aunque no tenía fundamento 
en el texto constitucional norteamericano, revolucionó de manera inevitable el 
pensamiento teórico y jurídico; y, aportó para los posteriores sistemas democráticos nuevos 
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conceptos constitucionales, como por ejemplo, el de la aplicación de la técnica de la 
judicial review. 
 
Pero las nuevas concepciones teórico-jurídicas no fueron suficientes para que los 
derechos sean reconocidos, respetados y efectivamente garantizados en el naciente Estado 
democrático, ya que los sistemas jurídicos se sumergieron en un positivismo 
tradicionalista, en donde la única fuente del Derecho era exclusiva y excluyentemente la 
imperativa ley. 
 
Si en la época de la postguerra, ya existían condiciones que aparentemente aseguraban 
la vigencia de los derechos fundamentales, cuáles son entonces esas innovadoras nociones 
que caracterizan al Neoconstitucionalismo y dónde está lo novedoso de esta nueva 
corriente teórico-jurídica.  
 
Para el jurista mexicano Miguel Carbonell, las prácticas jurisprudenciales, los fuertes 
mandatos materiales de carácter constitucional y el activismo judicial, operan de manera 
simultánea en el nuevo Estado Constitucional (Ibídem, Conferencia), cuestión que hasta 
antes de la segunda postguerra era impensable vislumbrar por el exacerbado formalismo 
que preconizaba el modelo estatal legocéntrico y en el que estaba sumergido el Derecho. 
 
Una vez que se han clarificado los elementos que caracterizan a esta nueva corriente 
teórica conocida como Neoconstitucionalismo; se puede comprender de mejor manera, la 
actual distinción estructural de las normas; tomando en cuenta que el Ecuador, ha adoptado 
y desarrollado su doctrina constitucional a partir de su propia realidad socio-cultural, 
política y jurídica. 
 
Para ello, el profesor alemán Robert Alexy  (Op. Cit., P. 85) manifiesta que existen tres 
criterios que caminan en tres vías diferentes. Por el primer criterio, no sería posible dividir 
las normas en reglas y principios, debido a la pluralidad de argumentos jurídicos 
resultantes tan homogéneos y heterogéneos a la vez, que no podría obtenerse una 
conclusión decisoria. El segundo criterio, resulta tener una postura más decisiva que la 
anterior, en la que se considera que las normas si pueden dividirse, pero esta distinción es 
únicamente gradual comprendida en función de la generalidad de la estructura normativa. 
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Finalmente, la tercera posición es decisiva al precisar que si es posible la división de las 
normas en reglas y principios, tesis que para el profesor Alexy resulta ser la correcta. 
 
Los tratadistas neoconstitucionalistas explican que en los sistemas jurídicos modernos 
existen dos tipos básicos de normas: las reglas y los principios (Bernal Pulido, 2008, P. 
43). Las reglas son aquellas normas que ordenan algo concreto, son decisorias, están 
llamadas a cumplirse y cuyo resultado puede ser el cumplimiento o incumplimiento de la 
regla; los principios, por el contrario, se constituyen en mandatos de optimización que se 
tratan de cumplir en la mayor medida de lo posible, según su propia perspectiva frente a las 
condiciones y posibilidades fácticas y jurídicas del momento. 
 
La separación en la estructura del concepto de normas, cumple además una importante 
función en la interpretación del Derecho; por cuanto, las reglas al ser enunciados 
normativos de carácter definitivo tienen que ser cumplidos o no y se resuelven a través de 
los procedimientos de la subsunción, esto es, adecuando los presupuestos fácticos a los 
preceptos abstractos e hipotéticos establecidos en la norma; mientras que la aplicación de 
los principios, mandatos de optimización que son cumplidos gradualmente, se la realiza en 
base a la técnica de la ponderación. 
 
Asimismo, la teoría de los principios se constituye en un modelo de argumentación 
constitucional, cuyo fundamento como ya se dijo es la distinción entre los comandos 
definitivos y los requerimientos para la optimización en la satisfacción de los derechos, 
esto es, entre principios y reglas; de ahí que, esta distinción se vincule con la interpretación 
de los derechos constitucionales, que son considerados por la doctrina constitucional como 
principios.  
 
En torno a la distinción entre reglas y principios, los teóricos han planteado diversos 
conceptos; el profesor Alexy señala que el criterio más frecuentemente utilizado es el de la 
generalidad, al explicar que ―los principios son normas de un grado de generalidad 
relativamente alto, y las reglas normas con un nivel relativamente bajo de generalidad.‖ 
(Alexy, Op. Cit., P. 83). 
 
El profesor Alexy plantea que la diferencia entre reglas y principios se observa en las 
colisiones de principios y los conflictos de reglas (Ibídem, P. 87); y estas contradicciones 
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normativas se distinguen una de la otra por la función operativa o más bien, por la forma 
en la que operan al resolver cada una de las confrontaciones normativas, es decir, la 
diferencia entre ambas es cualitativa, pues se enfoca en las cualidades inherentes de estos 
dos tipos de normas. 
 
En este sentido, los conflictos de reglas, aparecen cuando dos reglas, son impedidas de 
ser aplicadas una por la otra, pues las reglas son preceptos normativos de carácter absoluto 
y estricto, que son aplicados o no. Y, los principios, como ya se dijo, son mandatos de 
optimización, que son cumplidos de manera gradual, en la medida en la que las 
posibilidades fácticas y jurídicas aporten a su mejor resolución. 
 
Las contradicciones que se producen entre dos principios -conocidas también como 
colisión de principios- se solucionan a través de la cesión que un principio hace frente a 
otro; ahora bien, este desplazamiento de uno de los principios no conlleva a su invalidez, lo 
que sucede es que un principio precede al otro o en otras palabras, lo que sucede, es que un 
principio tiene mayor peso que otro y por ende, es el que se impone en la colisión. 
 
El profesor alemán Robert Alexy (Op. Cit., P. 105), respecto de la colisión de 
principios, manifiesta que: 
 
 ―las contradicciones de normas en sentido amplio que tienen lugar dentro del 
ordenamiento jurídico son siempre colisiones de principios y las colisiones de principios 
se dan siempre dentro del ordenamiento jurídico. Esto pone claramente de manifiesto que 
el concepto de colisión de principios presupone la validez de los principios que entran en 
colisión. Por ello, la referencia a la posibilidad de catalogar a los principios como 
inválidos no afecta el teorema de la colisión sino que simplemente revela uno de sus 
presupuestos.‖ 
 
Pero además, una norma es válida no solo por el cumplimiento de los criterios formales 
y materiales que la llevaron a su formación, ni por la dimensión o el peso que el creador de 
la norma le ha otorgado -sea éste constituyente o legislador- sino que más bien, su validez 
se verifica a través de la sujeción de cada uno de sus contenidos a la estructura axiológica 




En este sentido, toda norma constitucional, incluidos los principios y las reglas que en 
ella se consagran, deben guardar armonía y coherencia con los valores o axia, que se 
manifiestan en su contenido; sin embargo, hay que tener mucho cuidado con estas 
declaraciones de valores, a fin de evitar su mercantilización. 
 
El profesor italiano Gustavo Zagrebelsky,
22
  manifiesta una necesidad imperiosa en la 
revisión y sujeción de las categorías axiológicas de un texto constitucional y es el 
―percatarse del hecho de que esta idea de las transacciones entre valores puede derivar en 
algo muy parecido al mercado de los valores, y esta mutación genética del espíritu en 
economía resultaría plenamente realizada cuando a cada valor -como «valor  de cambio»- 
le fuese atribuido su «justo precio».‖  (Zagrebelsky, 2011. P. 126). 
 
De lo señalado por Zagrebelsky, se obtiene una idea importante en el Estado 
constitucional de derechos, como ha catalogado el constituyente de Montecristi al Ecuador 
y es que, tanto las autoridades como las instituciones públicas, deben observar el principio 
pro homine, propendiendo siempre a la promoción y defensa de los derechos 
constitucionales y de un efectivo pluralismo jurídico. 
 
Esta nueva comprensión del Estado ecuatoriano, nos va a permitir construir mecanismos 
sólidos, que rechacen los criterios simplemente mercantilistas, que han hecho perder el 
significado del ser humano, pues como lo afirma el profesor Zagrebelsky, esa perversa 
tendencia “conduciría pura y simplemente a la tiranía de un sólo valor, el valor de la 
economía, capaz de someter a su yugo a todos los demás, originariamente de naturaleza 
no económica.‖ (Ibídem). 
 
Los sistemas jurídicos latinoamericanos, en particular, el ordenamiento juridico 
ecuatoriano, al haber reconocido su carácter pluralista, ha afirmado y ratificado el criterio 
expuesto por el profesor Gustavo Zagrabelsky de que tanto la dignidad, la soberanía como 
los valores «no tienen precio».  
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2.1.1.5. ANTINOMIAS NORMATIVAS. CONCEPTO, CLASIFICACIÓN Y 
PREVENCIÓN. 
 
Uno de los principales problemas que ha tenido el Derecho desde sus albores, son 
aquellos relacionados con la progresiva y muchas veces innovadora aplicación de las 
normas jurídicas. En la realidad ecuatoriana se puede percibir la falta de comprensión y 
discernimiento sobre el significado de este fenómeno jurídico contemporáneo conocido 
como “Neoconstitucionalismo”, que para algunos juristas, no es otra cosa que, el gran paso 
que el Ecuador ha dado en términos de derechos y garantías, lo cual es cierto; para otros, 
en cambio resulta la libertad con la que los administradores de justicia pueden actuar, que 
les ha otorgado el activismo judicial. 
 
En nuestro país toda norma jurídica debe adecuarse a los principios universales y 
constitucionales, en particular, a los principios “pro homine” y de igualdad y no 
discriminación; lo que es primordial es que el legislador ecuatoriano debe expedir normas 
jurídicas claras y expeditas, que no tengan opción a entrar en contradicciones entre sí, que 
sean ambiguas o que presenten vacíos; y, que conduzcan a la efectivización de los 
derechos de las personas, salvaguardando a su vez, de manera categórica, el principio de 
seguridad jurídica. 
 
Sin embargo, en la realidad jurídica ecuatoriana se observa que algunas normas 
jurídicas no están del todo claras y por ello su aplicación se vuelve compleja; otras en 
cambio, se vuelven inaplicables por el hecho de tener contenidos contradictorios entre sí; y 
es que la incompatibilidad e inestabilidad en los contenidos normativos provoca, sin lugar 
a dudas, confusión en los juristas, jueces, estudiantes y profesionales del Derecho. 
 
De igual manera, los documentos normativos debido a la dinámica social, siempre están 
expuestos a constantes y permanentes modificaciones de sus contenidos jurídicos; es decir, 
las transformaciones de carácter social por responder a la misma naturaleza humana, 
provocan cambios en las instituciones jurídicas y que al ser reformadas, pueden incurrir en 




A esto se suma, la ineficacia de muchas de las normas jurídicas existentes en el 
ordenamiento jurídico ecuatoriano que, como consecuencia de la expedición de la nueva 
Constitución del 2008 perdieron vigencia y validez, ya que mantenían conceptos e 
instituciones jurídicas caducas o que ya estaban en desuso y se contraponían a los nuevos 
conceptos constitucionales. 
 
Estas incompatibilidades son las que toman el nombre de ―antinomias normativas‖ y 
para las cuales, la ciencia del Derecho, ha generado una serie de principios y métodos de 
interpretación de los textos normativos, que vuelvan aplicables las distintas normas 
jurídicas existentes en un ordenamiento jurídico, manteniendo el orden social; principios y 
métodos de solución de antinomias normativas y de interpretación que se analizarán en los 
capítulos siguientes. 
 
Retomando lo analizado en lo concerniente a la importancia entre disposición y norma, 
es que una antinomia se produce únicamente entre las segundas, esta idea se explica de la 
siguiente manera; en un sistema jurídico existen un conjunto de textos normativos que 
reformulados por los diferentes interpretes son aplicables a los diversos casos concretos, es 
decir, se originan las normas, pero éstos resultados interpretados no necesariamente al ser 
aplicados en un mismo caso concreto, son compatibles unos con otros. 
 
Parafraseando al profesor italiano Riccardo Guastini  (1997, P. 437), una antinomia 
normativa puede significar que un determinado comportamiento esté calificado en dos 
modos incompatibles por dos diversas normas pertenecientes a un mismo sistema jurídico 
o a su vez que para un determinado supuesto de hecho estén previstas dos consecuencias 
jurídicas incompatibles por dos normas diversas pertenecientes al sistema jurídico. 
 
Las concepciones anteriores pueden ser entendidas con el siguiente criterio, una 
antinomia normativa existe o adquiere vida cuando dos normas jurídicas aplicables a un 
mismo caso concreto dan soluciones opuestas entre sí y pertenecen al mismo ámbito de 
validez dentro de un mismo ordenamiento jurídico. 
 
Cuando se entra en el análisis de la aplicabilidad de los textos normativos, la doctrina  
(Alexy, 1993) enseña que es posible el surgimiento de tres situaciones; la primera de ellas, 
es que pueden generarse conflictos normativos, a partir de la interpretación de las 
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disposiciones y aplicabilidad de las normas a los casos concretos; la segunda es que se 
eviten los conflictos normativos por la misma técnica de la interpretación; y, la tercera es 
que puede originarse una antinomia, a partir del análisis e interpretación de casos concretos 
con interpretaciones jurídicas ya realizadas, en todo caso, esta última antinomia ya no 
responde a los problemas estructurales de la interpretación, pues ya no es lógicamente 
posible resolver un conflicto interpretativo mediante la interpretación, sino más bien, 
mediante la expulsión de la norma o normas en conflicto del ordenamiento jurídico 
vigente. 
 
De la idea anterior se deducen la existencia de dos posturas relacionadas con la teoría de 
las antinomias, por un lado, que pueden ser solucionadas y por el otro que pueden ser 
prevenidas.  
 
Respecto de la primera postura relacionada con la solución de las antinomias  
normativas, la doctrina ha planteado tradicionalmente tres criterios clásicos, la cronología, 
la jerarquía y la especialidad, principios que se analizarán más adelante.  
 
La doctrina constitucional y nuestra Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional determinan, un cuarto criterio que también es aplicable para la 
solución de las antinomias normativas, el de la competencia, criterio que para el profesor 
italiano Riccardo Guasttini, no resulta ser más que una derivación del principio de 
jerarquía o principio jerárquico. 
 
En contraste, la segunda postura está relacionada con la prevención de las antinomias 
normativas, la cual presenta dos formas de interpretación para evitarlas: la interpretación 
adecuadora y la interpretación restrictiva.  
 
Por interpretación adecuadora se entiende a la invocación de las normas superiores en la 
adaptación de los significados de las disposiciones normativas de rango inferior, el mejor 
ejemplo es aquel en el que todas las normas infraconstitucionales y de menor valor 
jerárquico que el constitucional, deben adecuarse a los preceptos establecidos en la Ley 




Esta forma jerárquica de respetar el texto constitucional, adecuando cualquier 
significado de los textos normativos a su integralidad, tiene su fundamento en un camino 
de doble vía por el cual transita el legislador, la primera basada en la presunción de que 
éste (legislador) respeta la Constitución de la República, interpretación adecuadora que 
permite mantener la validez de los textos normativos y la segunda que el legislador respeta 
los principios generales del derecho, de tal manera que, las normas válidas en un 
ordenamiento jurídico también son vigentes. 
 
En tal virtud, estas dos formas de interpretación adecuadora, cumplen el rol de evitar el 
surgimiento de conflictos normativos entre normas jerárquicamente distintas o entre las 
normas con los principios generales del Derecho.  
 
En palabras del profesor Guastini,  (1997, Op. Cit., P. 438) la técnica interpretativa 
adecuadora de prevención de las antinomias es la ―interpretación que adapta, que adecúa, 
el significado de una disposición a un principio o a una norma de rango superior 
(previamente identificados), de modo que se evite el surgimiento de conflictos.‖ 
 
A manera de ejemplo, se determina que un mismo texto prescriptivo permite dos formas 
de interpretaciones contradictorias entre ellas, “A” y “B”, la primera de ellas (“A”) se 
adecúa a los parámetros normativos jerárquicamente superiores, es decir, se ha evitado el 
surgimiento de una antinomia normativa; mientras que la segunda forma de interpretación, 
esto es “B”, plantea un razonamiento incompatible con dichos parámetros, que 
inevitablemente conducen a que la antinomia se produzca. 
 
La segunda técnica interpretativa de prevención de las antinomias, es la interpretación 
restrictiva, la misma que  (Guastini, 1997, Op. Cit. P. 439) ―tiene el efecto de excluir del 
campo de aplicación de una cierta norma un determinado supuesto de hecho que, 
interpretado diversamente entraría en ese campo.‖ En otras palabras, la interpretación 
restrictiva es aquella que limita el sentido otorgado a las palabras contenidas en una norma, 
por cuanto no se ajustan a lo que el legislador quiso expresar.  
 
Esta forma interpretativa de prevenir las antinomias, restringe el significado de un 
documento prescriptivo al separar varios supuestos de hecho de su campo de aplicación, 
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analizando la verdadera voluntad de la ley, que interpretados literalmente, tendrían otras 
significaciones y se ajustarían de otra manera a los preceptos.  
 
De esta suerte, una norma puede restringirse por dos explicaciones; en primer lugar, que 
un intérprete pretenda orientar un presupuesto fáctico a la esfera decidora de un norma 
diferente con la finalidad de satisfacer su propia comprensión y sentido de la justicia; y, en 
segundo lugar, que suceda lo contrario, que el intérprete intente excluir esos presupuestos 
fácticos de la esfera de aplicación de aquella norma, porque de no hacerlo se produciría de 
manera inevitable un conflicto normativo. 
 
Por otro lado, es menester considerar siempre que la aplicación de una Constitución en 
la realidad socio-política y jurídica ecuatoriana, no puede ser entendida como la simple 
administración de justicia con fundamento en la idea montesquiana de que el juez es “boca 
de la ley” y que por ello debe ser obediente al texto constitucional velando por su 
aplicabilidad literal. 
 
O a su vez, que el juez, tiene que acudir a los dogmas originalistas del constituyente o 
creador de la constitución para poder aplicar las disposiciones constitucionales; porque 
sucede entonces que ―resulta un contrasentido asumir una posición jurídica de 
autorrestricción judicial, toda vez que la realización efectiva de la dignidad humana y la 
justiciabilidad real de los derechos depende en mucho del compromiso activo de los 
encargados de administrar justicia.‖ (Montaña Pinto, 2012, P. 197). 
 
En otras palabras, el juez constitucional no debe autorrestringirse en su labor de 
intérprete, por el contrario, ―ante la insuficiencia de estas reglas debe asumir una actitud 
creativa y políticamente comprometida con la realización material de la justicia, estilo 
donde el activismo judicial y la interpretación dinámica de la Constitución son esenciales 
para crear las subreglas necesarias para traducir los principios constitucionales en una 
política judicial emancipadora e implicada con los más débiles.‖ (Ibídem). 
 
En último término, los mecanismos tradicionales de solución de las antinomias aunque 
importantes, ya no resultan ser suficientes en el nuevo contexto jurídico; puesto que, en la 
actualidad se atribuye mayores aportaciones al sistema jurídico, desde la actividad de la 
interpretación constitucional del derecho y para ello se requiere de la aplicación de los 
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principios de interpretación constitucional, en especial, el principio la  ponderación, que 
será analizado más adelante. 
 




El vocablo interpretar según la definición de la Real Academia Española es explicar o 
declarar el sentido de algo y principalmente el de un texto. 
 
El Diccionario Jurídico Elemental de Guillermo Cabanellas, define a la interpretación 
como la acción o efecto de interpretar; esto es, la declaración, explicación o aclaración del 
sentido de una cosa o de un texto incompleto, obscuro o dudoso. 
 
En la ciencia del Derecho, la interpretación esta entendida como la actividad por la cual, 
se establece un significado taxativo de ese “algo” de lo que el Derecho está constituido de 
manera precisada y aclarada. 
 
El profesor italiano Gustavo Zagrebelsky, menciona que la interpretación constitucional 
―es un proceso intelectivo, a través del cual, partiendo de fórmulas lingüísticas contenidas 
en el enunciado, se llega a un contenido normativo; esto es, se pasa de los significantes 
(enunciados) a los significados (normas)‖ (Contreras Matus, 2005, P. 3). 
 
Las sociedades de origen latino, han incorporado las reglas de convivencia y los pactos 
sociales, jurídicos y políticos acordados en textos escritos conocidos como normas 
jurídicas, las cuales están revestidas de características materiales y formales distintas de las 
demás normas (sociales, religiosas, morales, etc.).  
 
De esta suerte, el derecho actual –me refiero al derecho escrito– está constituido por 
textos, cuya aplicabilidad depende en gran medida de la actividad de la interpretación; a 
diferencia de lo que ocurre en los sistemas jurídicos anglosajones, en donde las normas 




Ahora bien, la forma de comprender e interpretar el derecho escrito no es un modelo 
unificado, al contrario, la interpretación de los enunciados normativos adoptan diferentes 
posturas con las cuales se pretende buscar el verdadero sentido de las normas. El profesor 
español Juan García Amado,
23
  (2004, P. 35) explica que el Derecho es analizado en la 
doctrina jurídica por tres teorías de la interpretación: lingüística, intencionalista y 
axiológica. 
 
La primera concepción defiende la postura de que los enunciados lingüísticos de alguna 
manera coinciden con sus significados; para ésta teoría, la interpretación es entendida 
como el descubrimiento del sentido semántico de dichos enunciados jurídicos, que en 
definitiva, no se distinguen de los demás enunciados utilizados en el lenguaje común y por 
esta razón, la tesis lingüística presenta problemas de indeterminación que van en doble vía: 
la ambigüedad y la vaguedad. 
 
El intérprete que se fundamente en esta teoría, no puede rebasar más allá de los límites 
que el sentido gramatical de las palabras le otorgue, por ello solo puede elegir las 
interpretaciones probables que el mismo enunciado le permita, ya que por ejemplo, si un 
juez aplica una norma con un significado que se ha extralimitado en sus posibles 
interpretaciones, éste incurriría en un papel de legislador y estaría creando una nueva 
norma, más no interpretándola.  
 
Para las concepciones intencionalistas, explica el profesor español García Amado, las 
disposiciones tienen que ser interpretadas a la luz de la voluntad de los creadores de la ley, 
de los legitimados para dictar las normas jurídicas, quienes utilizan los documentos 
jurídicos únicamente como el medio para encontrar la intención que persigue aquellas 
normas. 
 
En este sentido, la interpretación para la teoría intencionalista se origina en la pretensión 
que tiene el intérprete por descubrir la voluntad del legislador, por lo tanto, esta concepción 
va más allá de la simple búsqueda del contenido semántico de los textos normativos 
tratando más bien de conocer lo que el legislador quiso decir al dictar el documento 
jurídico. 
                                                 
23
 Catedrático español de Filosofía del Derecho de la Universidad de León. 
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Esta teoría se articula íntimamente con las tesis norteamericanas que defienden a la 
interpretación jurídica, en tanto teoría originalista, cuya significación radica de manera 
esencial en la postura de que la interpretación de la constitución americana tiene que 
adecuarse a la voluntad de sus creadores, los únicos que revestidos de la verdadera 
legitimidad del pueblo. 
 
 De este modo, se entiende que para la teoría intencionalista, es la voluntad legislativa la 
que prevalece sobre la judicial y no lo contrario, a tal punto que el juez se ve limitado a 
incorporar su propio criterio en la interpretación jurídica, ya que en base a esta concepción, 
el juez mal haría en reemplazar la voluntad de legislador por la suya, pues su rol de 
juzgador carece de legitimidad. 
 
Se aprecia que la tesis intencionalista justifica la autoridad del legislativo en virtud de la 
legitimidad, fundamento con el cual se defienden las posturas legalistas, al punto de 
sostener que las normas deben aplicarse, tomando en consideración únicamente la 
intención legislativa y no los criterios judiciales o sociales. 
 
Una de las dificultades que encierra la teoría intencionalista, es el ejercicio de la 
actividad interpretativa sobre los documentos jurídicos antiguos, en donde el intérprete 
tiene que descifrar la intención de décadas e inclusive siglos que tenía el legislador, ya que 
las condiciones socio-políticos y culturales de aquella época se ven desfasadas al momento 
de la realizar la interpretación de aquellos textos en las épocas actuales. 
 
De igual manera, este tipo de teoría, hasta antes de la Segunda Guerra Mundial, 
revelaba de manera fehaciente, que la interpretación de los documentos normativos a partir 
de la voluntad del legislador, producían una extrema reverencia a los modelos estatales 
legalistas y conducían a la conformación de regímenes autoritarios y totalitarios en los 
cuales, solo la autoridad con legitimidad podía dictar las normas jurídicas y el Derecho 
solo podía ser interpretado a la luz de la voluntad de ese legitimado; un claro ejemplo de 
ello, fue la Alemania nazi, que encontró su razón de ser, en el Estado legocéntrico y en el 
ordenamiento jurídico adecuado integralmente a éste. 
 
Sin duda alguna se malentendió el concepto de la legitimación; y, aquellas posturas 
legocéntricas fueron superadas con la instauración de los nuevos sistemas constitucionales, 
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en donde la legitimación de los creadores de las normas jurídicas esta vez se constituye en 
el fundamento de la representación y la democracia. 
 
Finalmente, el profesor español García Amado, sostiene que la tercera concepción de la 
actividad interpretativa es la axiológica, en donde los documentos jurídicos se interpretan 
sobre el fundamento de un sistema de valores. En esta concepción el intérprete, a 
diferencia de lo que ocurre en las anteriores, no incurre en subjetividades, sino que más 
bien adecúa su labor al contenido de las normas jurídicas en un sentido valorativo objetivo 
que busca la verdadera razón de ésta (la norma). 
 
El intérprete aborda los contenidos lingüísticos y enunciados jurídicos, comprende sus 
estructuras semánticas pero no se detiene allí, su actividad recién empieza con los análisis 
que efectúa sobre los alcances axiológicos de la norma, pues estos valores se constituyen 
en el pilar jurídico e histórico que le da sentido al acto legislativo y al sistema jurídico. 
 
Los contenidos valorativos que resultan de la interpretación axiológica de los 
documentos normativos, son significados que buscan el sentido histórico de los actos 
dictados por el legislador, en tanto persigue solucionar de la mejor manera posible los 
problemas propios de la dinámica social; es decir, el intérprete al realizar su labor mediante 
la actividad intelectiva de la interceptación, tiene que indagar sobre el fin de la norma, al 
cual responde desde su misma creación. 
 
Ésta teoría, según el profesor español García Amado, permite que el análisis puramente 
literal o la búsqueda de la intencionalidad del legislador al crear la norma, ya no se 
constituyen en el eje central para la interpretación, sino que más bien, el intérprete bajo las 
concepciones axiológicas persigue un fin, que se concreta en la solución de los conflictos 
sociales, que en definitiva es para lo cual se crean las normas jurídicas. 
 
Las soluciones a los conflictos de intereses suscitados entre los miembros de una 
sociedad, no se proporcionan de manera indistinta; por el contrario, tienen que adecuarse a 
un sistema de valores que se ha establecido en el ordenamiento jurídico y que están 
relacionados con la misma razón de ser del Derecho y la justicia. Así, los valores que 
entran a ser analizados, se van ubicando en la construcción de las soluciones, según las 
directrices que proporcionan cada una de las ramas del derecho. 
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Ahora bien, cada una de las tres anteriores concepciones interpretativas, implican, como 
lo aclara el profesor García Amado, una mirada diferente de los contenidos 
constitucionales; en este sentido, la norma jurídica suprema en nuestro ordenamiento 
jurídico, la Constitución, es vista, desde de la teoría positivista o lingüística, como un 
conjunto de enunciados lingüísticos que responden a procesos históricos de luchas sociales 
y políticas, mediante las cuales, se ha reivindicado los anhelos de una mejor patria y por 
ello se constituye en la norma de mayor jerarquía, ya que sus enunciados son el resultado 
de las demandas de las organizaciones sociales y políticas. 
 
Por otro lado, la teoría del análisis de la voluntad o intencionalista, considera a la 
Constitución como la expresión de una voluntad suprema y por esta razón sus enunciados 
van más allá de una apreciación cuantitativa del número de sus disposiciones; se constituye 
en la norma invencible dentro del ordenamiento jurídico, por contener la voluntad de sus 
creadores expresadas en palabras sin quedarse en esa interpretación literal.  
 
En contraste con las anteriores, la constitución es comprendida por la teoría sustancial o 
axiológica, como un conjunto de valores sobre el cual se erige todo el sistema jurídico, es 
decir, estos elementos axiológicos son la esencia de las esperanzas del pueblo, del poder 
soberano, que es anterior a todo documento normativo y al que tienen que adecuarse las 
acciones e intenciones del desarrollo jurídico.  
 
Por ello, el intérprete tiene que hacer labor de manera regresiva, en otras palabras, a 
partir del análisis de los enunciados constitucionales, busca los valores incorporados en el 
texto constitucional por su creador o creadores. 
 
Sin embargo, es preciso indicar que las interpretaciones posibles dentro de ese mundo 
jurídico de posibilidades, no pueden caer en la adecuación de significados a causa la 
indeterminación constitucional, es decir, el intérprete no puede fijar argumentos que a su 
parecer la constitución aparentemente manifiesta, ni tampoco puede interpretar 
significados que no estén expresamente señalados en el texto constitucional. 
 
Todo  ello, porque estas doctrinas axiológicas contienen elementos idealistas muy 
fuertes, que miran a los contenidos constitucionales, no como una simple verdad 
lingüística, gramatical o literal, ni tampoco como la exclusiva legitimidad de la voluntad 
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legislativa, sino más bien, como un conjunto de condiciones valorativas que coadyuvan a 
la mejor solución de los conflictos de intereses sociales y que van más allá de la intención 
del creador de la norma jurídica, pues siempre se procura tener en consideración la tutela 
de la justicia. 
 
Sin embargo, considero que en una sociedad jurídica como la ecuatoriana y en la cual, 
se han adoptado muchos de los criterios que propugna el Neoconstitucionalismo, estas 
teorías axiológicas constituyen su obnubilación jurídica, pues los decidores de la verdad y 
la justicia tienen que hacer su labor sobre argumentos que inclusive pueden discrepar de 
los valores establecidos en el texto constitucional y sobre los cuales, aún no tienen una 
capacitación adecuada para hacerlo. 
 
La indeterminación del texto constitucional y las disposiciones genéricas sobre 
principios, valores y fines que persigue el Estado, tienen que ordenarse en una discusión 
jurídica que permita excluir todas aquellas respuestas que son injustas, por ello, estas 
condiciones para el profesor español Juan García Amado (2004, Op. Cit., P. 72) “se 
traduce en un mayor margen de legítima libertad interpretativa (…)‖ y, en este sentido, 
“los guardianes de la Constitución son guardianes del orden debido, que puede no coincidir 
con el orden expresamente estipulado. La Constitución, y el ordenamiento positivo todo, se 
hacen dúctiles en nombre de la firmeza de los valores rígidos.” (Ibídem). 
 
Este proceso de indagación del sentido de un texto normativo, se constituye 
indudablemente, en el giro copernicano de las nuevas concepciones jurídicas del derecho, 
que son producto de un proceso histórico relacionado directamente con los grandes hitos y 
tragedias de la humanidad, como lo fueron las dos guerras mundiales y las dictaduras que 
sufrió nuestra América Latina por tantas décadas. En este sentido, la interpretación 
constitucional, en el mundo jurídico contemporáneo, opera sobre aquellas disposiciones 
que no están del todo claras.  
 
En el Ecuador, la interpretación de los textos constitucionales estaba dada en función de 
los atribuciones otorgadas en la Carta Política de 1998, al único intérprete de las leyes –
sean ordinarias u orgánicas– el diputado (legislador del anterior Congreso Nacional) a 
52 
 





Pero, la labor de intérprete que tenía el diputado, se desplegaba también con el carácter 
obligatorio sobre los contenidos constitucionales;
25
 manteniendo así, un sistema de control 
mixto de la constitucionalidad que imposibilitaba al legítimo guardián de la constitución 
cumplir con su función. De ahí que el Estado Social de Derecho en el que vivíamos, dotaba 
al parlamento de un notable poder, que convertía al legislador en juez y a la ley en la única 
fuente del Derecho. 
 
El subterfugio a este problema del Estado legocéntrico fueron los aportes teóricos del 
neoconstitucionalismo, que contribuyeron al cambio de paradigma estatal y jurídico, 
acogido en el proceso constituyente de Montecristi del 2008, en el cual se adoptaron las 
nuevas concepciones constitucionales a través de las cuales, se defiende la postura de que 
en todo sistema jurídico debe existir un órgano jurisdiccional que proteja las disposiciones 
de la Ley Suprema del Estado. 
 
En este sentido, el artículo 427 de la Constitución ecuatoriana vigente, recoge la 
disposiciones  establece que las normas constitucionales se interpretarán en forma literal y 
ajustándose integralmente a la Constitución; en caso de duda, se interpretan en el sentido 
más favorable para la plena vigencia de los derechos y que mejor respete la voluntad del 
constituyente, y de acuerdo con los principios generales de la interpretación constitucional. 
 
La disposición del artículo 427 del texto constitucional, establece en un primer 
momento, que el intérprete debe realizar su labor ciñéndose a las parámetros de la 
                                                 
24
 Artículo 130, numeral 5 de la Constitución Política de la República del Ecuador de 1998, Decreto 
Legislativo No. 000. Publicada en el Registro Oficial No. 1 de 11 de Agosto de 1998. (Actuales Artículos 
120 número 6 y 133 de la Constitución de la República del Ecuador del 2008.) 
25
 El Artículo 284 de la Carta Política de 1998 establecía que en caso de duda sobre el alcance de las normas 
contenidas del texto constitucional, el Congreso Nacional podía interpretarlas de un modo generalmente 
obligatorio. De igual manera, las mismas personas u organismos que tenían la iniciativa para presentar 
proyectos de reforma, podían presentar proyectos de interpretación constitucional, sujetándose al mismo 
trámite establecido para la expedición de las leyes. La aprobación de las interpretaciones constitucionales, 
eran aprobadas con el voto favorable de las dos terceras partes de los integrantes del Congreso Nacional. 
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concepción gramatical o literal; y, cuando durante la labor interpretativa se generen dudas, 
se puede efectuar una interpretación intencionalista o finalista. Entonces, es plausible 
afirmar que el artículo en mención, determina gradualmente, la forma en la que debe 
proceder el intérprete.  
 
Sin embargo, es importante señalar que la forma de interpretación literal debe respetar 
sobre todo la integralidad del texto constitucional; por ello, dicha labor interpretativa de la 
Constitución, debe ir más allá de la simple interpretación gramatical. 
 
A tales efectos, el órgano competente que salvaguarda los contenidos del texto 
constitucional y vela por su cumplimiento es la Corte Constitucional, que de conformidad 
con el artículo 429 de la Constitución del 2008, es el máximo órgano de control, 
interpretación constitucional y de administración de justicia en esta materia, que como se 
verá más adelante, es la entidad encargada de ejercer el control de la constitucionalidad. 
 
Ciertamente, uno de los cambios sustanciales que se observa en el nuevo paradigma 
estatal es que aquella labor de intérprete –constitucional– que anteriormente ostentaba la 
función legislativa,
26
 le corresponde en la actualidad, a la Corte Constitucional,
27
 órgano 
encargado de conservar la supremacía, la integridad de la Constitución ecuatoriana, a 
través del ejercicio del control de la constitucionalidad, verbigracia lo prescrito en el 
número 1 del Artículo 436 del texto fundamental que establece que la Corte 
Constitucional, es la máxima instancia de interpretación, a través de sus dictámenes y 
sentencias, tanto del texto fundamental como de los tratados internacionales de derechos 
humanos que hayan sido ratificados por el país. 
 
Esto significa que el trabajo de la Corte Constitucional, no debe quedarse en un simple 
método gramatical previsto por su mismo contenido; por el contrario, se vuelve imperativo, 
que su labor se ajuste a serias reflexiones jurídico-interpretativas, muchas veces complejas, 
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 Ibídem. Artículo 130.- El Congreso Nacional tendrá los siguientes deberes y atribuciones: 4. Reformar la 
Constitución e interpretarla de manera generalmente obligatoria. 
27
Artículo 429 de la Constitución de la República del Ecuador. Publicada en el Registro Oficial No. 449 de 




pero que son necesarias en nuestro sistema jurídico, pues es la forma correcta con la que se 
garantiza la plena vigencia de los derechos fundamentales de los ecuatorianos. 
 
2.1.2.2. CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD. 
 
Como ya se advirtió en apartados anteriores, el artículo 429 del texto constitucional 
establece que es la Corte Constitucional, el máximo órgano de control, interpretación 
constitucional y de administración de justicia en esta materia. Pero, ¿cuáles son los 
alcances del “control” que ejerce la Corte Constitucional? 
 
En el nuevo paradigma estatal, es imperativo que todos los ciudadanos y 
principalmente, los funcionarios del Estado, cumplan y hagan cumplir las disposiciones 
establecidas en el texto constitucional, lo cual se traduce en que las entidades estatales al 
realizar su labor, tienen que observar las disposiciones de la Constitución. Por ello, es 
preciso hacer una distinción entre las actividades de control que realizan las instituciones 
del Estado y aquellas que cumple la Corte Constitucional.   
 
Para los fines académicos, se puede señalar que instituciones como el Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social, la Defensoría del Pueblo, la Contraloría General 
del Estado y las superintendencias, por citar varios ejemplos, ejercen funciones de control 
constitucional, pues revisan y supervisan que las actuaciones de los funcionarios, 
organismos y dependencias bajo su vigilancia, cumplan la norma constitucional y las 
disposiciones de los cuerpos legales. 
 
Sin embargo, este control se diferencia de aquel que ejerce la Corte Constitucional, en 
cuanto éste último tiene que resolver los problemas de Derecho que se susciten entre sus 
disposiciones y aquellas de carácter infraconstitucional, determinando la validez jurídica 
de la norma, la total o parcial inaplicabilidad de la misma o su eventual expulsión del 
ordenamiento jurídico por inconstitucional; es decir, resolviendo los problemas de Derecho 
a través del ejercicio del control de la constitucionalidad de las normas jurídicas. 
 
Mientras que las demás instituciones públicas, ejercen un control que se encarga de la 
revisión y supervisión de las actividades de los funcionarios y de los bienes y servicios del 
55 
 
sector público, procurando que cada actuación sea emanada y cumplida conforme a los 
contenidos constitucionales; el control de la constitucionalidad que ejerce exclusiva y 
excluyentemente la Corte Constitucional, invalida a todas aquellas normas jerárquicamente 
inferiores que no guarden conformidad con la Constitución. 
 
En este sentido, el control de la constitucionalidad se fundamenta en el principio de la 
adecuación constitucional, esto es, la sujeción por parte de las normas infraconstitucionales 
a la norma suprema, realizando exhaustivos análisis sobre la coherencia de cualquier 
documento jurídico, sea éste nacional o internacional y que tenga pretensiones de 
integrarse al ordenamiento jurídico. 
 
Las facultades y atribuciones que tienen los jueces de la Corte Constitucional, transitan 
en un camino de doble vía; el primer criterio, es que ejercen el control de 
constitucionalidad de las normas, inclusive expulsando del ordenamiento jurídico a 
aquellas normas que no sean coherentes con el sentido integral del texto fundamental, 
declarando su inconstitucionalidad y expidiendo normas que subsanen las vulneraciones de 
los Derechos Humanos causados por las omisiones de los funcionarios del Estado; es decir, 
tienen libertad para configurar y desarrollar la normativa jurídica a partir de la 
interpretación constitucional. 
 
El segundo criterio, es que las sentencias expedidas por la Corte Constitucional respecto 
de las acciones de garantías jurisdiccionales, constituyen jurisprudencia vinculante, esta 
idea implica que los jueces del máximo órgano de control de la constitucionalidad tienen 
que salvaguardar en forma cuidadosa y en todo momento los contenidos de la 
Constitución, priorizando por encima del simple texto escrito, la razón de ser del Derecho, 
la justicia; cuando el texto supremo no brinde en forma clara las soluciones a los 
problemas concretos, ya sea por las contradicciones o las lagunas entre las distintas 
disposiciones constitucionales. 
 
Esta breve explicación sobre el control de la constitucionalidad es necesaria, puesto que 
las atribuciones fijadas a cada una de las funciones del Estado, así como, a la Corte 
Constitucional, permiten que el desarrollo normativo sea progresivo, justo y plenamente 




Es así que, el control de la constitucionalidad, lo ejerce únicamente los jueces de la 
Corte Constitucional, encargados de custodiar que el ordenamiento jurídico sea coherente 
con las disposiciones establecidas en el texto supremo y en tal virtud, este órgano se 
constituye en el guardián de la Constitución; por tanto, los demás funcionarios y 
empleados del poder público, tienen que cumplir y hacer cumplir las disposiciones 
constitucionales, en el ámbito de sus competencias, que obviamente, son distintas de 
aquellas determinadas para la Corte Constitucional. 
 
El control de constitucionalidad nace como un límite al poder de las “mayorías”, es 
decir, como un elemento jurídico contramayoritario que observa que las decisiones 
jurídicas y políticas de los gobernantes, estén enmarcadas dentro de las disposiciones 
constitucionales; y así, está concebido en el moderno Derecho Constitucional. Ahora bien, 
cuando se habla de control de la constitucionalidad, tenemos que hacer referencia a los 
modelos europeo y americano.   
 
En primer lugar, el origen del control de constitucionalidad, se atribuye a la invención 
de la revisión judicial o judicial review en el sistema jurídico estadounidense, cuando en el 
año de 1803 el recién nombrado juez de paz, William Marbury plantea una demanda en 
contra del secretario de Estado, James Madison, por no haber sellado ni entregado su 
nombramiento, a pesar de que había sido ratificado en el cargo, pidiéndole al juez de la 
causa que emita una orden de mandamus para que el gobierno le haga llegar su 
nombramiento. 
 
El referido juez que conoció la demanda es John Marshall, quien cambió la visión de lo 
que debe ser una Constitución dentro de un sistema jurídico, logró acoplar el poder judicial 
que era el más debilitado de los poderes en Norteamérica, con la supremacía de la 
constitución, a partir de una de las preguntas que formula en la famosa sentencia dictada en 
el caso Marbury versus Madison  (Carbonell, M. 2006, P. 6) , sosteniendo que: 
 
 ―…la autorización que se le da a la Suprema Corte mediante la ley que establece los 
tribunales judiciales de los Estados Unidos, para expedir mandamus a los funcionarios 
públicos, aparentemente no está basada en la Constitución; y surge la pregunta de si una 




El juez Marshall intenta explicar y descubrir si en realidad existe conformidad entre la 
constitución norteamericana y la ley regulatoria de las competencias de la Corte para 
expedir el mandamus; y, su decisión, sin duda, se constituyó en el surgimiento del control 
de constitucionalidad, pues demuestra el grado de constitucionalización en el que ya se 
encontraba los Estados Unidos. 
 
Si bien es cierto, no existía de manera expresa en la Carta Magna de los Estados Unidos 
de Norteamérica, una disposición que faculte a la Corte Suprema de Justicia ejercer 
funciones de control de constitucionalidad; fueron más bien, los criterios jurisprudenciales 
que, a partir de la interpretación de los artículos seis (6), número 2; y, tres (3) de la 
Constitución estadounidense, que se protege y desarrolla la legitimidad del control de 
constitucionalidad por la función judicial.  
 
De esta suerte, en el fallo expedido por el juez Marshall en el caso Marbury vs. 
Madison, como ya se dijo, se inventa por primera vez, en el sistema jurídico 
norteamericano, el control difuso de constitucionalidad, reconociendo para cualquier juez 
de un sistema jurídico, la competencia para conocer las posibles contradicciones de una 
disposición normativa con el texto de la Constitución, en la tramitación de un caso 
concreto y en la determinación de la inaplicabilidad de aquella norma constitucional en 
dicho caso concreto. 
 
Este dictamen emitido por cualquier juez dentro de un sistema de justicia, en un caso 
concreto, no genera efectos erga omnes o efectos generales, esto es, la norma definida por 
inconstitucional no se aplica en el caso concreto, pero tampoco puede ser expulsada del 
ordenamiento jurídico por dicha razón; pues esta atribución, le corresponde únicamente al 
máximo órgano de control de la constitucionalidad. 
 
En referencia al sistema norteamericano,  (Aguirre Castro, 2013, P. 295) ―(…) este tipo 
de control de constitucionalidad tiene como base la posibilidad, en manos de todos los 
juzgadores del país, de inaplicar una disposición en un proceso judicial en particular, 
mientras que por excepción, la Corte Suprema de Justicia puede declarar la 
inconstitucionalidad de una norma dentro de un proceso de su conocimiento. En el primer 
caso, solo se genera efectos para el caso en análisis —inter partes—, y en el segundo caso, 
los efectos de dicha declaratoria son generales, erga omnes.‖ 
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Por otro lado, el modelo de control de la constitucionalidad europeo o continental, es 
aquel que propugna la idea de instaurar en un ordenamiento jurídico, un órgano 
tribunalicio jurisdiccional que no pertenezca a la Función Judicial y que se encargue de 
revisar la conformidad de todas las actuaciones sean públicas o privadas, al marco 
constitucional. 
 
La aparición del modelo europeo de control de la constitucionalidad, se le atribuye al 
jurista Hans Kelsen, quien planteó la creación de un ―Tribunal Constitucional‖, como se le 
ha denominado desde que se expidió la Constitución austríaca (proyectada por Kelsen) en 
1920‖  (Rodríguez, 2012, P. 771)  y que surge como un órgano de contrapeso a los abusos 
del poder judicial (jueces).  
 
Más adelante, la crítica más fuerte que planteaban los franceses al modelo 
norteamericano, era que dicho sistema de control constitucional era muy elitista y 
favorecía el status quo de sus jueces; aquello no podía permitirse en Francia, en donde los 
jueces del ancien régime eran corruptos y partidarios de los regímenes monárquicos y 
despóticos, es decir, no existía una separación independiente y absoluta entre el Poder 
Ejecutivo y el Poder Judicial. 
 
El profesor Kelsen  (Higton, 2010, P. 109) sostenía ―que la función del tribunal 
constitucional no es una función política sino judicial, como la de cualquier otro tribunal 
(…). El Tribunal Constitucional no enjuicia hechos concretos sino que se limita a 
controlar la compatibilidad entre dos normas igualmente abstractas –la constitución y la 
ley– eliminando la norma incompatible con la norma suprema (…).‖ 
 
Es así que de acuerdo al modelo kelseniano, la actividad constitucional se concentra en 
una Corte o Tribunal Constitucional, que es el encargado de revisar y generar Derecho con 
un efecto erga omnes y a su vez, intenta limitar los excesos que pueden producirse por las 
demás funciones estatales. De ahí que a este modelo también se lo denomine modelo 
concentrado de control constitucional. 
 
Las primeras formas de control de la constitucionalidad en el Ecuador se pueden 
avizorar además con la creación del principio de legalidad en la Carta Política de 1851, 
cuando se encargó al Consejo de Estado, “velar sobre la observancia de la Constitución y 
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de las leyes, dirigiendo al Poder Ejecutivo, bajo su responsabilidad, en caso de omisión, 
las reclamaciones correspondientes hasta por segunda vez; y dar cuenta a la Asamblea 
Nacional en su próxima reunión.”28 
 
En la Constitución política de 1869, la labor de declarar la conformidad de las leyes con 
el texto supremo, corresponde a la Corte Suprema de Justicia, a pedido de la función 
ejecutiva, quien examina la inconstitucionalidad de éstas; en este sentido, el artículo 43 del 
referido texto constitucional manifiesta que cuando ―(…) ejecutivo sostuviere que el 
proyecto es contrario a la Constitución, lo pasará a la Corte Suprema, la cual se limitará 
a declarar si es o no contrario (…).‖29 
 
Igual espíritu del control de la constitucionalidad se mantiene en las posteriores 
constituciones, especialmente en la Carta Política Constitucional de 1929, en la cual se 
encarga al Consejo de Estado o a su vez a la función legislativa, efectuar el análisis de la 
inconstitucionalidad o no de los proyectos de ley; pero era la Corte Suprema de Justicia la 




En 1945, la carta política de ese año, crea el Tribunal De Garantías Constitucionales, 
como un órgano encargado de ―velar por el cumplimiento de la Constitución y las leyes, en 
especial de las garantías constitucionales, excitando para ello al Presidente de la 
República y a los demás funcionarios y autoridades del Poder Público‖31  
 
Sin embargo, en las siguientes disposiciones de la constitución de 1945, se manifestaba 
que el Tribunal de Garantías Constitucionales podía formular observaciones respecto de 
aquellas normas, sean éstas decretos, reglamentos, acuerdos, resoluciones y leyes, que a su 
consideración contengan elementos de inconstitucionalidad e inclusive podía suspender la 
vigencia de un precepto legal que se tenga por inconstitucional.  
 
                                                 
28
 Artículo 82, numeral 1 de la Constitución Política del Ecuador de 25 de febrero de 1851. 
29
 Artículo 43 de la Constitución Política del Ecuador de 11 de agosto de 1869. 
30
 Artículo 67 de la Constitución Política del Ecuador de 26 de marzo de 1929. 
31
 Artículo 160, numeral 1 de la Constitución Política del Ecuador de 6 de marzo de 1945. 
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Sin embargo, estas observaciones tenían que ser necesariamente presentadas al 
Congreso Nacional, para que sea éste órgano el que en última instancia, dictamine y 
resuelva sobre la inconstitucionalidad o ilegalidad alegadas. 
 
De lo anterior se colige, que las atribuciones otorgadas al nuevo regente de las garantías 
constitucionales, únicamente le facultaba para establecer consideraciones sobre la 
constitucionalidad o no de la normativa jurídica ecuatoriana, más no declararla, pues este 
control de la constitucional estaba determinado para la Función Legislativa. 
 
La vida jurídica del Tribunal De Garantías Constitucionales fue realmente efímera y se 
vio fragmentada por la promulgación de la Constitución del 31 de diciembre de 1946. Su 
reaparecimiento en el ordenamiento jurídico ecuatoriano esta dado en la carta política de 
1967, permaneciendo vigente en la posterior carta política de 1979.  
 
Sin embargo, la principal dificultad que tenía el Tribunal De Garantías Constitucionales, 
era la carencia de facultades para ejercer de manera definitiva el control de la 
constitucionalidad, ya que sus criterios y dictámenes en última instancia, estaban 
sometidos a la consideración del Congreso Nacional. 
 
A estas dificultades, se sumaba el hecho de que en la Constitución Política de 1979, se 
establecía que los integrantes del Tribunal de Garantías Constitucionales,
32
 a más de los 
especialistas en Derecho, como el Presidente Corte Suprema de Justicia o el Procurador 
General, eran ciudadanos que debían cumplir requisitos mínimos, tales como, ser 
ecuatorianos por nacimiento, estar en goce de los derechos de ciudadanía y tener por lo 
menos, 25 años de edad. De ahí que, las resoluciones dictadas por dicho órgano tenían un 
                                                 
32
 El artículo 140 de la Constitución Política de 1979 establecía que el Tribunal de Garantías Constitucionales 
con jurisdicción nacional y sede en Quito, lo integran: 1. tres miembros elegidos por la Cámara Nacional de 
Representantes; 2. el Presidente de la Corte Suprema de Justicia; 3. el Procurador General; 4. el Presidente 
del Tribunal Supremo Electoral; 5. un representante del Presidente de la República; 6. un representante de los 
trabajadores; 7. un representante de las cámaras de producción; y, 8. dos representantes por la ciudadanía, 
elegidos por sendos colegios electorales: uno integrado por los alcaldes cantonales y otro por los prefectos 
provinciales. Los miembros indicados en los números 5, 6, 7 y 8 deben ser ecuatorianos por nacimiento, estar 
en goce de los derechos de ciudadanía y tener, por lo menos, 25 años de edad; los mismos y los indicados y 
en el número 1, son designados para el período de un año y pueden ser reelegidos. Los demás son miembros 
natos del Tribunal.  
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carácter político y no técnico, dando como resultado la expedición de criterios jurídicos de 
baja calidad. 
 
Es en la anterior Constitución Política de 1998, que se reconoce al Tribunal 
Constitucional, facultades para conocer y resolver las demandas de inconstitucionalidad, a 
partir de cuya declaratoria de inconstitucionalidad y ejecutoria, se dejaba sin efecto la 
disposición o el acto declarado inconstitucional, sin que se pueda en ningún caso 
interponer un recurso.
33
 Sin embargo, el Tribunal Constitucional no ejercía en lo absoluto 
el control de la constitucionalidad, puesto que el mismo artículo 278 del texto político 
anterior, establecía que las providencias de la Función Judicial no eran susceptibles de 
control por parte del órgano constitucional.   
 
En el último proceso constituyente se subsanaron estas nociones que debilitaban la 
institucionalidad del control de constitucionalidad; en tal virtud, actualmente el artículo 
429 del texto constitucional vigente, establece que el control de constitucionalidad de las 
normas, lo ejerce exclusiva y excluyentemente la Corte Constitucional, que se erige como 
el guardián de la constitución del 2008. 
 
 Por otro lado, parecería ser que el control difuso que ejercen los jueces en general, tiene 
su fundamento en el artículo 428 del texto constitucional ecuatoriano, al examinar la 
conformidad y coherencia de las disposiciones normativas de cualquier documento jurídico 
con la Constitución o a los instrumentos internacionales. 
 
Sin embargo, la atribución que ejercen los jueces en general, al examinar los casos y la 
sujeción de las normas infraconstitucionales al texto supremo y a los tratados 
internacionales de derechos humanos que establezcan derechos más favorables se ve 
limitada, cuando el texto del mismo artículo 428 determina que el juez tiene que suspender 
la tramitación de la causa y remitir en consulta el expediente a la Corte Constitucional, 
quien resolverá sobre la constitucionalidad de la norma. 
 
Al parecer el control difuso de la constitucionalidad, no se vería limitado sino más bien 
extinto del ordenamiento jurídico ecuatoriano, ya que si el juez a quo ni aplica ni deja de 
                                                 
33
 Artículo 278 de la Constitución Política del Ecuador de 11 de agosto de 1998. 
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aplicar la norma por no existir existe sujeción al texto constitucional y paraliza la 
tramitación del proceso, para esperar el pronunciamiento de la Corte Constitucional, es éste 
último órgano quien ejerce el control de la constitucionalidad, a través del control 
concentrado de constitucionalidad con efecto erga omnes.  
 
En un país como el nuestro, este es el mecanismo más idóneo para salvaguardar el texto 
supremo, ya que no sólo se resguarda la certeza jurídica sino también la aplicación 
uniforme de las normas constitucionales. 
 
En definitiva, considero que el control de la constitucionalidad es indispensable para 
asegurar el orden social, político y jurídico de un país; pues éste elemento configurativo de 
la democracia y fundamental en un Estado que asegure el principio de la seguridad 
jurídica, a pesar de sus múltiples detractores, encuentra su razón de ser, no sólo en la teoría 
de los principios que se conecta con la interpretación de los derechos constitucionales, sino 
también con la representación argumentativa, labor que le corresponde a la Corte 
Constitucional, guardián del texto supremo y por ello, defensor de los derechos de los 
ciudadanos. 
 
2.1.2.3. LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL. 
 
El Estado moderno replanteó su estructura, proponiendo un nuevo modelo en el cual, 
todos los poderes se someten a un documento normativo que es jerárquicamente superior, 
que salvaguarda los derechos fundamentales y que compele tanto a las autoridades como a 
los ciudadanos a cumplirlos y garantizarlos, previendo para ello sanciones en caso de 
inobservancia de sus disposiciones.  
  
Así nace el nuevo concepto de Constitución, entendida como norma jurídica, pero con 
éste, también surge la necesidad de crear una instancia que garantice el cumplimiento del 
contenido normativo constitucional a través de un órgano especializado en la materia y que 
este fuera de la jurisdicción ordinaria. 
 
En este sentido, entiéndase por jurisdicción constitucional al órgano institucionalmente 
creado para velar por el mantenimiento, vigencia y protección de la Constitución de la 
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República, que en el caso ecuatoriano es la Corte Constitucional, erigida como el máximo 
órgano de control, interpretación y de administración de justicia en materia constitucional. 
 
Para el profesor argentino Néstor Pedro Sagüés
34
  ( 2004, P. 1): 
 
 ―el desarrollo progresivo de la jurisdicción constitucional en América Latina –en el 
sentido conceptualmente restringido de contar con tribunales especializados en el control 
de constitucionalidad- es un fenómeno complejo e interesante. Dentro de los múltiples 
problemas que atraviesa en esta temática el subcontinente, elegimos cuatro que quizá sean 
los más llamativos: los retos del cambio, de la legitimación, de la convivencia y de la 
supremacía.” 
 
El profesor Sagüés, manifiesta que las cortes o tribunales constitucionales, enfrentan 
retos de cambios que resultan ser, en muchos de los casos latinoamericanos, muy 
complejos, debido a que estos órganos que teóricamente se constituyen en protectores de la 
democracia,  tienen que enfrentarse a la aceptación del poder político, a la madurez 
institucional de los países en los cuales pretende instalarse y sobre todo tiene que enfrentar 
la posibilidad de adquirir una independencia absoluta sin el sometimiento u obediencia a 
cualquier autoridad política u económica. 
 
El reto del cambio en el ejercicio de la jurisdicción constitucional en el Ecuador, ha sido 
sin lugar a dudas, novedoso e interesante, puesto que el actual paradigma de Estado 
ecuatoriano permite que los jueces de la jurisdicción ordinaria, también sean jueces 
constitucionales, cuando conocen de las acciones constitucionales de protección, habeas 
data, habeas corpus, por citar varios ejemplos; y, esta manera de activar la jurisdicción 
constitucional contribuye a la protección de los derechos fundamentales por parte de los 
administradores de justicia en general y no solo por la Corte Constitucional. 
 
La creación de la Corte Constitucional en el 2008, fue un agigantado paso en materia de 
jurisdicción constitucional, puesto que a pesar de la poca madurez e inestabilidad política 
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en la que vivíamos hace no más de seis años, se logró evidenciar la necesidad de generar 
profundos cambios en la estructura estatal ecuatoriana; la participación de los 
movimientos, organizaciones sociales y de los ciudadanos en general, fue importante en 
aquella transición del Estado legocéntrico al Estado constitucional de derechos y justicia. 
 
Otro de los retos a los que se enfrentan las cortes y tribunales constitucionales es el de la 
legitimidad, elemento que para el profesor Néstor Sagüés transita en un camino de doble 
vía ―una legitimación política, y de otra funcional, u operativa‖ (Ibídem, P. 4); en cuanto 
a la legitimación política de la jurisdicción constitucional, manifiesta que es preciso que 
estos órganos constitucionales logren independencia e imparcialidad de cualquier autoridad 
o poder público o privado, cosa muy difícil en nuestro continente que ―no es un terreno 
muy fértil para el desarrollo de tales cualidades, principalmente por la primacía, en el 
ámbito sociológico, de las lealtades personales y partidistas sobre las institucionales.‖ 
(Sagüés, Op. cit, P. 4). 
 
Estas dificultades generalmente se asocian a la obediencia de los jueces 
constitucionales, hacia las instancias o autoridades seleccionadoras de sus cargos o más 
bien, de sus personas, que se ven comprometidas a inclinar la balanza de la justicia por la 
conservación de sus puestos antes que a la defensa y promoción de los derechos 
fundamentales y garantías de sus ciudadanos, respondiendo obviamente a intereses nada 
legítimos.  
 
Según el profesor Sagüés, contribuyen a estas dolencias endémicas de la justicia, los 
mecanismos falaces de selección de los jueces integrantes de las cortes y tribunales 
constitucionales que casi siempre se armonizan perfectamente  con los procedimientos de 
remoción a través de los juicios políticos o los conocidos impeachment, esto configura ―un 
mecanismo genial según el cual los órganos teóricamente ―controlados‖ (Poder Ejecutivo 
y Legislativo, y junto a ellos, los partidos políticos), designan y remueven a los entes 
―controlantes‖ de los primeros, hecho que algunas veces importa una verdadera 
incoherencia.‖ (Ibídem). 
 
Actualmente, en el Ecuador suceden cambios estructurales profundos,  principalmente 
en el fortalecimiento de la institucionalidad, así pues la forma en la que se designan a los 
jueces de la Corte Constitucional, encuentra su fundamento en el mandato constituyente 
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del 2008 y conforme al artículo 434 del texto constitucional que fue aprobado por el 
pueblo ecuatoriano, los miembros de la Corte Constitucional son designados por una 
comisión calificadora integrada por dos personas de las funciones Legislativa, Ejecutiva y 
de Transparencia y Control Social y, dicha selección se realiza a través de concursos 
públicos, con veeduría e impugnación ciudadana. 
 
El actual procedimiento de remoción de los jueces del órgano constitucional 
ecuatoriano, es diferente al establecido en el texto político de 1998,
35
 así en el artículo 431 
de la constitución vigente se establece que los miembros de la Corte Constitucional no 
están sujetos a juicio político ni tampoco son removidos por sus seleccionadores y su 
destitución es decidida por los mismos integrantes de la Corte Constitucional.  
 
Esta disposición contribuye para que la primera Corte Constitucional, logre 
independencia absoluta de las funciones estatales y de cualquier autoridad o poder público, 
al menos teóricamente; puesto que, este un resultado que sólo se podrá apreciar con el 
transcurso de varios años y durante los cuales se podrá distinguir la efectividad o no de su 
labor de guardián de la actual Constitución.  
 
Los períodos cortos en el ejercicio de la jurisdicción constitucional tampoco son 
beneficiosos para los sistemas jurídicos y democráticos ya que como lo sostiene el profesor 
Sagüés no permiten mayor estabilidad jurisdiccional ni  independencia de los órganos 
constitucionales. En el caso ecuatoriano, los jueces del Tribunal Constitucional duraban en 
funciones cuatro años según las disposiciones de la carta política anterior
36
; a diferencia de 
los jueces de la nueva Corte Constitucional que desempeñan sus funciones durante un 




Por otro lado, respecto de los inconvenientes con la legitimidad funcional de una Corte 
Constitucional, es que estos se ven reflejados en la capacidad que tiene dicho órgano para 
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tramitar y resolver los casos que llegan a su conocimiento, esto es, la operatividad con la 
que actúa frente al número de trámites ingresados; porque generalmente en Latinoamérica, 
según lo analiza el profesor Néstor Sagüés, es frecuente que un tribunal o sala 
constitucional, tramite una cantidad de expedientes no acorde con la capacidad que tiene 
para hacerlo. 
 
En este sentido, ―la legitimidad funcional de la magistratura constitucional se conecta 
asimismo con la provisión de las partidas presupuestarias y de recursos humanos 
suficientes para cumplir su cometido, y un adecuado código o ley procesal constitucional”; 
(Sagüés, Op. cit, P. 8) el primer problema, durante los últimos cinco años ha sido 
paulatinamente resuelto, porque se ha renovado la infraestructura y el recurso humano y 
financiero del ámbito judicial.  
 
En segundo lugar, la expedición de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional, disminuyó en el Ecuador estos inconvenientes de aglomeración de 
causas, al determinar claramente cuáles son las acciones constitucionales que tiene que 
conocer la Corte Constitucional y cuáles son los plazos legales para hacerlo; y, asimismo, 
el texto constitucional establece que todas las sentencias que han sido dictadas por el juez a 
quo y se han ejecutoriado deben ser remitidas a la Corte Constitucional para el desarrollo 
de su jurisprudencia
38
; delimitándose entonces la coexistencia entre los casos que deben ser 
conocidos por la Corte Constitucional y el mayor control de la constitucionalidad, que 
contribuye al fortalecimiento de la institucionalidad de la jurisdicción constitucional.  
 
Sin embargo, son varios los profesionales del Derecho que no han entendido todavía el 
momento histórico-jurídico en el que vivimos y presentan en muchos de los casos, 
incorrectamente estas acciones constitucionales, perjudicando no solo al sistema de 
administración de justicia, sino también a los derechos constitucionales de los ciudadanos 
que se ven aún más vulnerados por la mala práctica profesional del abogado. 
 
El profesor Sagüés advierte que otro de los problemas a los que se enfrenta la 
legitimidad funcional es la inapropiada atención cuidadosa de los casos. En el caso 
ecuatoriano la Corte Constitucional ha resuelto esta dificultad y a efectos de no agotar 
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recursos humanos ni financieros, considera varios parámetros que sirven de argumento 
para la selección de los casos que tienen relevancia constitucional, a saber: gravedad del 
asunto, novedad  del caso, inexistencia de precedente judicial referente al problema 
jurídico, cambio de precedente judicial, incumplimiento de precedente (sentencias y 




Estas condiciones de selección de los casos coadyuvan a que no se sature la Corte 
Constitucional, en torno a la tramitación de los mismos y que realice una mejor labor 
protectora de la justicia, de los derechos fundamentales y de la constitución y en definitiva 
del sistema jurídico ecuatoriano democrático, decidiendo aquellos casos que 
verdaderamente tienen relevancia nacional y constitucional. 
 
En Latinoamérica, el reto de la convivencia de la jurisdicción constitucional, para el 
profesor Sagüés, es grave, debido a que muchos países mantienen un sistema en el que la 
constitucionalidad es controlada por un régimen híbrido, en un control que converge en la 
revisión por parte de la jurisdicción constitucional especializada y también de la justicia 
ordinaria. 
 
En Ecuador, si bien es cierto, los jueces ordinarios están obligados a hacer una revisión 
de la normativa jurídica a fin de que los documentos normativos al ser aplicados no 
contraríen los preceptos constitucionales ni vulneren los derechos fundamentales; no es 
menos cierto que, éstos jueces no tienen la facultad de declarar la inconstitucionalidad de 
cualquier norma válida y vigente dentro del ordenamiento jurídico ecuatoriano que a su 
criterio sea considerada inconstitucional; porque como ya se analizó en apartados 
anteriores, esta labor le corresponde al juez del órgano supremo constitucional, a quien se 





Con esto no se quiere decir, como es señalado por el profesor Sagüés, que exista un 
control dual o hibrido de la jurisdicción constitucional en nuestro país, por el contrario, la 
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revisión de la constitucionalidad es un mecanismo de control concentrado que se deposita 
exclusiva y excluyentemente en la Corte Constitucional.  
 
La revisión que hacen los jueces ordinarios aunque no ingresa en los terrenos de 
decisión del órgano supremo constitucional, es fundamental en el ordenamiento jurídico 
ecuatoriano, puesto que su labor está dirigida a proteger los derechos fundamentales de los 
ciudadanos en los casos particulares, inter partes y que no causan mayor conmoción 
nacional, pero que, para el Estado garantista y constitucional de derechos y justicia, 
resultan ser también muy importantes. 
 
Finalmente, Sagüés plantea que la jurisdicción constitucional latinoamericana se 
enfrenta al reto de su propia supremacía, dentro de un ordenamiento jurídico, ya que: 
 
 ―el problema se presenta en particular en un puñado de constituciones que habilitan al 
Congreso para interpretar a la Constitución, con resultados vinculantes para todos. Esto 
provoca el dilema de definir quién es el intérprete final o supremo de la Constitución: ¿la 
Sala o Corte Constitucional, o el Poder Legislativo?” (Sagüés, Op. cit, P. 11). 
 
El constituyente de Montecristi, avizorando estas dificultades que por varios años 
aquejó y limitó a la estructura judicial ecuatoriana
41
, replanteó estas facultades 
constitucionales, excluyendo al legislador (diputado) de realizar tan compleja y delicada 
labor, otorgándole al juez de la Corte Constitucional el papel de máximo intérprete de la 
constitución (artículo 429 del texto constitucional vigente). 
 
La supremacía de la jurisdicción constitucional se vincula estrechamente a la idea 
kelseniana de una estratificación de las normas existentes en un ordenamiento jurídico, 
plenamente jerarquizadas en la conocida pirámide jurídica, en cuyo vértice se encuentra la 
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norma de normas y a la que deben someterse todas las demás, desapareciendo inclusive 




Para ello era menester la institucionalización de uno de los mecanismos de defensa de 
los contenidos constitucionales, como es la instauración de la actual Corte Constitucional, 
que ya no responde a intereses partidistas a través de los cuales, se repartían las 
magistraturas tribunalicias y por la misma razón, los jueces se veían “atados” a sus 
designatarios; por el contrario, en la actualidad teóricamente, responde a un mandato 
constitucional otorgado por el pueblo soberano para que se constituye en un órgano que 
salvaguarde la armonía jurídica constitucional y la existencia de la democracia. 
 
2.1.2.4. MÉTODOS DE INTERPRETACIÓN CLÁSICOS O TRADICIONALES DE 
SOLUCIÓN DE ANTINOMIAS. 
 
Etimológicamente, la palabra método proviene del latín methŏdus que significa el 
camino o la vía que lleva hacia una determinada meta o destino. 
 
El Diccionario de la Real Academia Española plantea varias acepciones del término 
método, de las cuales, se ha escogido dos, para los fines académicos de la presente 
investigación. En primer lugar, se señala que la palabra método es el modo de decir o hacer 
con orden y, la segunda acepción es que método es el modo de obrar o proceder, hábito o 
costumbre que cada uno tiene y observa. 
 
El Diccionario Jurídico de Guillermo Cabanellas establece que método es el modo de 
hacer o manera de decir según un orden conveniente para la claridad y comprensión de lo 
que se exponga o para la eficacia y sencillez de lo que se realice. 
 
Para el profesor español Juan Antonio García Amado, ―los métodos de interpretación 
son un componente central de la metodología jurídica práctica‖  (García Amado, 2004, P. 
62) toda vez que coadyuvan a la búsqueda de los mejores procedimientos y caminos que 
                                                 
42
 Artículos 424 y 425 de la Constitución de la República del Ecuador del 2008. 
70 
 
permiten alcanzar las metas esperadas, por ello, es que los métodos de interpretación son 
importantes para el Derecho, en especial, para el Derecho Constitucional.  
 
Los métodos de interpretación permiten distinguir criterios, reflexiones y fórmulas que 
dirigen de manera imparcial, objetiva y equitativa a la obtención de adecuadas 
valoraciones e interpretaciones; por esta razón, el profesor García Amado señala que: 
 
 ―tanto en la doctrina sobre los métodos interpretativos como en la práctica 
interpretativa de los dogmáticos y jueces hay un gran acuerdo sobre los métodos válidos 
de interpretación jurídica (…), en lo básico se reconducen a los llamados literal o 
gramatical, sistemático, subjetivo y teleológico.‖ (Ibídem). 
 
Estos métodos señalados por el profesor español García Amado, son considerados 
admisibles en la interpretación jurídica, precisamente por la objetividad e imparcialidad 
que aportan al análisis de los presupuestos fácticos; ya que su fundamento está dado por la 
generalidad de los criterios que brindan a las soluciones jurídicas y a través de los cuales, 
se pretende desestimar todas aquellas maneras subjetivas de interpretación.  
 
En otras palabras, son admisibles en la metodología interpretativa ―porque se estima 
que sirven a los valores básicos que justifican el derecho y su práctica.‖ (García Amado, 
Op. Cit. P. 64) 
 
En la actualidad, las maneras en las que se resuelven los problemas jurídicos, siempre o 
casi siempre demandan un grado de seria reflexión y ejercicio intelectivo-argumentativo; 
puesto que, las nuevas aportaciones jurídico-constitucionales incorporaron en los sistemas 
jurídicos nuevas lecturas de los problemas jurídicos, en tanto se tratan de derechos 
fundamentales; se exige entonces, a los administradores de justicia velar por la integridad e 
integralidad de la constitución y el respeto de los derechos y garantías de sus ciudadanos. 
 
No obstante, los métodos planteados por el profesor García Amado, son importantes 
para la teoría del Derecho en general, porque determinan procedimientos que difieren de la 
técnica preponderante en el Estado Legocéntrico, la subsunción; que no es que sea 
desaprobada en la presente investigación, por el contrario, considero que su existencia en 
el Derecho Público es relevante, porque los preceptos establecidos en cualquier documento 
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normativo, tienen que ser cumplidos y el Derecho Constitucional no difiere de otra rama de 
la ciencia jurídica, toda vez que contiene elementos objetivos, subjetivos y consecuencias 
para aquellas acciones u omisiones de los ciudadanos que han inobservado o vulnerado 
dichas disposiciones.  
 
Ahora bien, los métodos específicos que se analizarán en este capítulo, son los que 
tradicionalmente los doctrinarios y juristas han planteado y defendido generalizadamente, 
para solucionar los problemas que surgen por las contradicciones normativas dentro de un 
ordenamiento jurídico. El profesor Riccardo Guastini menciona tres métodos clásicos 
aplicables a solucionar las antinomias normativas: (Guastini, 1997, P. 438). 
 
 Criterio cronológico (lex posterior derogat legi priori), lo que significa que la 
norma posterior abroga a la anterior. 
 Criterio jerárquico (lex superior derogat legi inferiori), es decir, la norma 
superior prevalece a la de rango inferior, y en tal sentido, invalida a la última. 
 Criterio de especialidad (lex specialis derogat legi generali), significa que la 
norma especial deroga a la norma general. 
 
La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional ha adoptado 
estas formas ordinarias de interpretar las incompatibilidades jurídicas, es decir, ha 
determinado en su contenido, varias reglas de solución de contradicciones entre las 
distintas normas jurídicas que permiten su resolución a través de los criterios de la 
competencia, jerarquía, especialidad y de la temporalidad o cronología. 
 
La regla de jerarquía (lex superior derogat legi inferiori), es fácilmente explicable, su 
aplicabilidad depende de condiciones de validez superior de una norma jurídica, esto es, 
que frente a la expedición de un documento normativo que claramente contradice las 
disposiciones contenidas en otro, formal y materialmente superior, el ordenamiento 
jurídico en virtud del principio jerárquico invalida al primero. 
 
El profesor italiano Riccardo Guastini, sostiene que el principio jerárquico es aplicable 
cuando ―en caso de conflictos entre normas provenientes de fuentes jerárquicamente 
ordenadas (o sea, dispuestas en grados diversos en la jerarquía de las fuentes), la norma 
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jerárquicamente inferior debe considerarse inválida (y por tanto no debe aplicarse).‖ 
(Guastini, Op. Cit. P. 439). 
 
A manera de ejemplo, se presupone que en el Ecuador se promulga una ley orgánica, en 
la cual se establece como un “derecho”, que la acción constitucional de protección puede 
ser presentada, únicamente, por los profesionales del derecho contradiciendo a las 
disposiciones consagradas en la constitución vigente (Artículo 86 número 1); pese a que, 
las normas jurídicas de carácter orgánico como se conoce, son superiores a las demás 
normas que no son orgánicas ergo se hallan subordinadas, indudablemente el sistema 
jurídico, en virtud de la coherencia normativa y del principio de la jerarquía, declara 
inválida a aquella norma por ser inconstitucional y en este sentido, los jueces y 
administradores de justicia no pueden ni deben aplicarla.  
 
Ahora bien, en nuestro país, los jueces ordinarios pueden detectar disposiciones que no 
se ajusten a los contenidos del texto supremo; pero éstos per se no pueden invalidarlas, por 
el contrario, tienen que remitir en consulta esta inconformidad de la norma acusada de 
inconstitucional, para que sea la Corte Constitucional, que en uso de sus facultades y 
atribuciones otorgadas por mandato soberano y en virtud del control de la 
constitucionalidad la declare inconstitucional y sea expulsada del ordenamiento jurídico.  
 
El criterio cronológico (lex posterior derogat legi priori), es aplicable cuando ante un 
―conflicto entre normas provenientes de fuentes jerárquicamente equiparadas (o sea, 
dispuestas sobre el mismo plano en la jerarquía de las fuentes) y provistas de la misma 
esfera de competencia, la norma provenientes de la fuente anterior en el tiempo debe 
considerarse abrogada (y por tanto debe ser desaplicada).‖ (Guastini, Op. Cit. P. 441). 
 
El profesor Guastini, menciona que la norma expedida con anterioridad a otra, para los 
efectos de la aplicación del principio de la cronología, se considera abrogada, esto es, que 
la norma se anula de manera total del ordenamiento jurídico. En este sentido, se entiende 
que la aplicación de esta regla, por la cual, una norma posterior abroga a la anterior, tiene 
que ver con el elemento de la temporalidad de las normas, en la que siempre triunfará de 
manera indiscutible, la norma que ha sido promulgada con posterioridad, a pesar de que 




La regla de la competencia, tiene que ver con el conflicto que se produce entre dos 
normas jurídicas que regulan el mismo ámbito, pero una de estas normas es inaplicable, 
porque ha invadido el ámbito de competencias que la otra regula constitucional y 
legítimamente. Respecto de este criterio, el profesor Riccardo Guastini considera que este 
principio no es más que derivación del criterio de la jerarquía. 
 
Por ello explica Guastini (Op. Cit. P. 440). que para ser aplicado tienen que concurrir 
varias circunstancias:  
 
―a) Que se produzca un conflicto entre normas provenientes de fuentes de tipo diverso; 
b) que entre las dos fuentes en cuestión no exista una relación jerárquica (por estar 
dispuestas sobre el mismo plano en la jerarquía de las fuentes); c) que las relaciones entre 
las dos fuentes reguladas por normas jerárquicamente superiores a ellas, atribuyendo (…) 
a cada una de ellas una diversa esfera material de competencia, de modo que cada una de 
las dos fuentes tenga la competencia exclusiva para regular cierta materia.‖  
 
En el Ecuador, el texto constitucional vigente ha definido claramente las competencias 
otorgadas a cada una de las autoridades, principalmente las competencias exclusivas y 
concurrentes transferidas a los gobiernos autónomos descentralizados, a fin de que no se 
produzcan controversias, desavenencias e ilegitimidad en el ejercicio de las competencias, 
entre los distintos niveles seccionales autónomos y que puedan trabajar aunadamente en el 
desarrollo del país y la efectivización del buen vivir. 
 
Sin embargo, si las controversias se presentaren entre dos autoridades que reclamen 
para sí, el ejercicio de determinadas competencias por considerarlas válidas, legales y 
legítimas; salvo que sean competencias concurrentes, siempre se resolverá en favor de 
aquellos actos emanados de las autoridades que ejercen sus competencias con fundamento 
en el texto supremo. 
 
Finalmente, el criterio de la especialidad es aplicable cuando se contraponen dos normas 
que tienen el mismo ámbito de validez, sin embargo, una de ellas regula de manera 
específica un determinado sector o grupo; en estos casos, la ley especial se impone siempre 
por encima de la general, restringiendo a ésta última en cuanto a su aplicación, ergo, 
produciendo su derogatoria. 
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Al respecto de la aplicabilidad de este criterio el profesor español Luis Prieto Sanchís,
43
 
señala que el principio de la especialidad, es aquel que ordena la derogación de la ley 
general en presencia de la especial  (Prieto Sanchís, 2008, P. 86); ya que como lo explica el 
mencionado jurista en casos de contradicciones entre N1 que es una norma general y N2 
que es una norma especial, los administradores de justicia deben optar por la aplicación de 
la segunda norma, la norma especial.  
 
Conforme con lo establecido en el inciso primero del Artículo 425 de la constitución 
vigente, las leyes especiales no se hallan expresamente contempladas en la actual 
estructura jurídica; lo cual difiere de lo contenido en el texto constitucional de 1998, que a 
pesar de no establecer en forma expresa su existencia, en varios artículos se establece que 
las leyes especiales son necesarias para el desenvolvimiento de determinados sectores en el 
Ecuador
44
, no obstante, éstas normas no podían prevalecer, a título de leyes especiales, por 




En palabras del profesor español Luis Prieto Sanchís (Prieto Sanchís, Op. Cit., P. 87), se 
sostiene que lógicamente, los criterios de la competencia, jerarquía y de la cronología ―se 
muestran inservibles, cuando la antinomia se produce dentro de un mismo documento 
legislativo, pues todos sus preceptos son perfectamente coetáneos y gozan del mismo nivel 
jerárquico. En tales casos, sólo resulta procedente observar el criterio de especialidad, 
concibiendo la norma especial como una excepción a la disciplina prevista por la norma 
general.‖ 
 
Esto significa que las dificultades y limitaciones que presentan los criterios o reglas de 
interpretación ordinarias, resultan insuficientes al momento de resolver contradicciones 
normativas surgidas entre disposiciones pertenecientes al mismo cuerpo normativo, que 
tienen el mismo ámbito de validez y el mismo valor jerárquico, como por ejemplo, las 
antinomias normativas que se han encontrado en el texto constitucional. 
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 Catedrático español de Filosofía del Derecho en la Universidad de Castilla-La Mancha. 
44
 En el artículo 65 de la Constitución Política de 1998, se estableció el reconocimiento de la autonomía 
económica y administrativa de la Casa de la Cultura Ecuatoriana, a través de una ley especial. 
45
 En el artículo 143 ibídem, se estableció que ninguna ley ordinaria podía modificar una ley orgánica ni 
prevalecer sobre ella, ni siquiera a título de ley especial. 
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2.1.2.5. MÉTODOS DE INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL 
CONTEMPLADOS EN LA LEY ORGÁNICA DE GARANTÍAS 
JURISDICCIONALES Y CONTROL CONSTITUCIONAL. 
 
El Artículo 3 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, 
establece que las normas constitucionales se deben interpretar en el sentido que más se 
ajuste a la integralidad de la Constitución, en casos de duda, el texto constitucional debe 
ser interpretado en el sentido más favorable para la plena vigencia de los derechos 
fundamentales y en el respeto a la voluntad del constituyente. 
 
Para tales efectos, en el referido cuerpo legal se considera varios métodos y reglas de 
interpretación jurídica constitucional y ordinaria con los cuales se busca resolver los 
problemas jurídicos, pudiendo el intérprete utilizar uno o varios de aquellos métodos a fin 
de encontrar las soluciones más justas. 
 
Los métodos de interpretación constitucionales y ordinarios establecidos en el artículo 3 
de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucionales son los 
siguientes: Reglas de solución de antinomias, principio de proporcionalidad, la 
ponderación, la interpretación evolutiva o dinámica, la interpretación sistemática, la 
interpretación teleológica, la interpretación literal y otros métodos de interpretación de las 
normas jurídicas, tales como, los principios generales del derecho y la equidad, el principio 
de unidad, el principio de concordancia práctica, el principio de la eficacia integradora, el 
principio de fuerza normativa y el de la adaptación. 
 
El primero de estos métodos, ya fue analizado en el acápite anterior del presente trabajo 
investigativo y que se refiere a la aplicación de las reglas de solución de antinomias, con 
las cuales, se resuelven las contradicciones o antinomias normativas, a través de la 
utilización de los criterios de la competencia, el principio de la jerarquía, de la 
temporalidad o cronología y de la especialidad. 
 
Sin embargo, como ya se advirtió en el parágrafo anterior, estos métodos son aplicables 
únicamente en aquellas controversias jurídicas que se originen a partir del cumplimiento de 
ciertas condiciones; por el contrario, cuando las contradicciones normativas se producen en 
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un documento normativo, de igual nivel jerárquico y con el mismo ámbito de validez, la 
doctrina jurídica se ha preocupado por aportar a los sistemas jurídicos, los métodos 
intelectivos que coadyuven a la búsqueda de las soluciones más razonables y justas. 
 
En este sentido, cuando los criterios de solución de antinomias no resultan satisfactorios 
en la solución de los problemas jurídicos, la interpretación constitucional ha señalado que 
el principio de proporcionalidad, es aplicable ante la existencia de contradicciones entre 
principios o normas.  
 
La ley de la materia establece que se debe verificar que la medida en cuestión proteja un 
fin constitucionalmente válido, que sea idónea y necesaria, tomando en consideración la 
existencia de un debido equilibrio entre la protección y la restricción constitucional.  
 
Respecto del principio de proporcionalidad, el profesor colombiano Carlos Bernal 
Pulido,
46
  (2008, P. 133) citando al profesor Robert Alexy afirma que: 
 
 ―la aplicación del principio de proporcionalidad parte del supuesto de que la libertad 
y los demás derechos fundamentales deben ser interpretados de manera amplia, como 
principios que ordenan que su objeto se realice en la mayor medida posible, de acuerdo 
con las posibilidades fácticas y jurídicas que jueguen en sentido contrario.‖ 
 
Además  Bernal Pulido, (Op. Cit., P. 134)  manifiesta  que: 
 
 ―la aplicación del principio de proporcionalidad implica admitir que los derechos 
fundamentales tienen dos contenidos: un contenido prima facie y un contenido definitivo. 
El contenido prima facie se compone de todas las facultades que pueden ser adscritas al 
derecho cuando es interpretado de manera amplia.‖ 
 
Por ello, es que el principio de proporcionalidad tiene por finalidad establecer y ejercer 
un control de los elementos o medidas que en exceso puedan imponerse a una determinada 
                                                 
46
 Profesor colombiano de Derecho Constitucional y de Filosofía del Derecho, Investigador del Instituto de 
Estudios Constitucionales Carlos Restrepo de la Universidad Externado de Colombia y Profesor asistente de 
Filosofía del Derecho en la Universidad de la Florida en Gainesville, Estados Unidos). 
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persona, observando si estos son constitucionalmente válidos y razonables. La excesividad 
solo puede ser verificada a través de la concreción, más no, desde una posición abstracta, 
esto es, que se determina desde que realmente ocurre la afectación de los derechos 
fundamentales. 
 
El jurista alemán Robert Alexy, manifiesta que el principio de proporcionalidad es uno 
de los elementos de los cuales hace uso el derecho constitucional para efectivizar en la 
mayor medida de lo posible la realización de los derechos fundamentales; a tales efectos, 
está comprendido de tres subprincipios  (Alexy, 2009, P. 8):  
 
―los subprincipios de adecuación (Geeignetheit), necesidad (Erforderlichkeit) y 
proporcionalidad en sentido estricto; todos estos subprincipios expresan la idea de 
optimización. Los derechos fundamentales son mandatos de optimización, como tales son 
normas de principio que ordenan la realización de algo en la más alta medida, 
relativamente a las posibilidades materiales y jurídicas.‖ 
 
El principio de la proporcionalidad se ha establecido, no solo como una medida 
restrictiva de las disposiciones legislativas en general, sino que además cumple una 
función limitadora en el reconocimiento de los derechos fundamentales, a fin de evitar las 
afectaciones de los otros derechos, ante la realización de las distintas conductas humanas 
en el ejercicio de estos. 
 
Con la delimitación de los elementos jurídicos y de los derechos fundamentales, se 
pretende evitar la excesividad, la presencia de la arbitrariedad y la ilegitimidad de las 
conductas humanas, toda vez que el principio de proporcionalidad, como lo explica el 
profesor español Ignacio Villaverde Menéndez,
47
  (Villaverde Menéndez, 2008, P. 182) 
―es la técnica a través de la cual se realiza el mandato de optimización que contiene todo 
derecho fundamental y el principio de efecto recíproco‖; sin que se tenga a tales 
limitaciones como meras prohibiciones o restricciones autoritarias. 
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 Catedrático de la materia de Derecho Constitucional en la Universidad de Oviedo en España. Secretario 
General y Vicerrector de la Universidad de Oviedo y Director de la Cátedra Extraordinaria Fundación Ortega 
y Gasset en la Universidad asturiana y Director de la Asesoría Jurídica del Ayuntamiento de Gijón. 
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El principio de la proporcionalidad, conlleva en un primer momento la ―exigencia de 
idoneidad o adecuación de la medida limitativa concreta al fin perseguido con el límite 
impuesto al derecho fundamental,‖  (Villaverde Menéndez,Op. Cit. P. 183) puesto que las 
restricciones constitucionalmente válidas y legítimas buscan alcanzar la realización de los 
objetivos reales que persigue todo derecho fundamental. 
 
A la luz de esta idea, el elemento de la adecuación o idoneidad permite precisar la 
proporcionalidad de toda medida y de todo derecho; por esta razón, el jurista (Villaverde 
Menéndez,Op. Cit. P. 184) manifiesta que este elemento permite: 
 
 ―limitar el derecho fundamental como única forma para alcanzar un determinado 
propósito, el cual debe ser, además, constitucionalmente licito. Esa medida restrictiva solo 
es válida si es también funcionalmente idónea; esto es, aquella medida restrictiva en efecto 
sirve para limitar el derecho por la razón que justifica la existencia del límite.‖  
 
En el juicio de la proporcionalidad también se avizora la presencia del elemento de la 
necesidad o mínima intervención, en el cual, se hace imprescindible la idea de que sea esa 
medida y no otra, la que tiene que establecerse en la obtención de los mejores escenarios, 
que permiten solucionar los problemas jurídicos; es decir, que aquellos límites impuestos a 
los derechos fundamentales a más de ser legítimos, como lo explica el profesor Ignacio 
Villaverde, deben ser necesarios, en el sentido de que no deben existir otros medios que 
permitan alcanzar los fines que persiguen dichas limitaciones. (Villaverde Menéndez,Op. 
Cit. P. 184) 
 
El profesor Ignacio Villaverde, explica además que: 
 
 “la medida restrictiva no sólo debe ser idónea material y funcionalmente para limitar 
el derecho en razón de su fundamento; además, de entre las posibles maneras de imponer 
la medida restrictiva, sólo cabe elegir la forma o el medio que resulte menos gravosa para 
alcanzar aquella finalidad.‖ (Ibídem, P. 184) 
 
El tercer elemento integrador del juicio de la proporcionalidad es el subprincipio de la 
proporcionalidad en sentido estricto, que tiene por finalidad, según lo manifiesta el 
profesor Villaverde, realizar un balance equiparador entre los límites que se imponen al 
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derecho fundamental y la protección a los bienes jurídicos concretos que pretende 
garantizarse, evitando aquellas situaciones hipotéticas, ideales o presuntivas. (Villaverde 




Para el profesor Ignacio Villaverde, el criterio de la proporcionalidad en sentido 
estricto, implica que las limitaciones a los derechos fundamentales son compensadas ante 
la existencia real y efectiva de daños o de riesgos de lesión, concretos y actuales hacia 
estos derechos o bienes jurídicos protegidos, así la medida adoptada no resulte arbitraria ni 
excesiva. 
 
El principio de proporcionalidad se constituye entonces, en un elemento fundamental en 
la protección del ejercicio pleno de los derechos fundamentales, atendiendo a priori las 
posibles vulneraciones de éstos y estableciendo para ello límites que son indispensables 
para su protección; de tal manera que, ante el detrimento de los bienes jurídicos que 
pretende protegerse con dicha limitación, este deba ser verificado de forma concreta.  
 
A tales efectos, “el derecho fundamental debe ser limitado en lo estrictamente 
necesario para asegurar la protección de aquellos otros derechos, bienes o intereses que 
lo limitan. Por tanto, el daño a estos últimos debe ser real o un riesgo cierto, y mayor que 
el que sufrirían si el derecho fundamental no se limitase.” (Villaverde Menéndez,Op. Cit. 
P. 185). 
 
La ley de la materia establece que los problemas jurídicos, también se resuelven a través 
de la interpretación evolutiva o dinámica, que establece que las normas deben entenderse a 
partir de las cambiantes situaciones que ellas regulan, con el objeto de no hacerlas 
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 En este sentido, el profesor Ignacio Villaverde Menéndez sostiene que es menester ―la necesidad de 
probar que el daño de estos últimos era real y efectivo, y no sólo una sospecha o presunción (por lo que no 
son admisibles medidas preventivas si carecen de habilitación legal), es decir, que hubo un riesgo cierto y 
actual y no tan sólo un riesgo futuro e hipo- tético de lesión del bien o derecho que se desea proteger con el 
límite impuesto al derecho fundamental. Y, una vez probada la realidad del riesgo, que los sacrificios entre 
bienes están compensados respecto del objeto perseguido.‖ 
49
 Artículo 3 número 4 de la Ley Orgánica de garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
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Esta técnica interpretativa obtiene su fundamento en las circunstancias inherentes de 
cada sociedad, cambiantes, sujetas a variaciones constantes, que deben ser entendidas e 
interpretadas a la luz de los escenarios y contextos actuales para poder satisfacer las 
necesidades de las personas. De esta idea se deprende que el intérprete al hacer su labor, 
tiene que emprender en acciones tendientes a actualizar sus significados, que resultan 
diferentes indudablemente, de aquellos que históricamente se hubieran interpretado. 
 
En este contexto, el profesor italiano Riccardo Guastini  (1999, P. 50) explica que 
―puede llamarse evolutiva a la interpretación que, rechazando o, en todo caso, 
apartándose de anteriores interpretaciones consolidadas, atribuye a un texto normativo un 
significado nuevo, distinto del que históricamente había asumido.‖ 
 
La interpretación evolutiva se constituye en un paradigma de progreso para las 
sociedades y los sistemas jurídicos, puesto que garantiza a los ciudadanos, al menos 
teóricamente, que los intérpretes judiciales apliquen las normas jurídicas siempre en favor 
de las personas y de sus Derechos Humanos, atendiendo la integralidad garantista del texto 
supremo y respetando la estrecha relación con el principio establecido en el artículo 427 de 
la Constitución vigente. 
 
La interpretación sistemática por su parte, conforme lo establecido en la ley de la 
materia, está dada en función de una lectura desde el contexto general del texto normativo, 





Esta forma de interpretación pretende atender la integralidad del nuevo ordenamiento 
jurídico ecuatoriano, que se fundamenta en un paradigma constitucional diferente de aquel 
establecido en 1998, innovador y más garantista, a través del que, se pretende expulsar 
aquellas confusiones que una sola disposición pudiera generar si se la aplica e interpreta de 
manera aislada. 
 
En otras palabras, a través de la técnica interpretativa sistemática  (Anchondo Paredes, 
2012, P. 42) , ―el intérprete debe atribuir a una norma, cuyo significado sea dudoso, un 
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 Artículo 3 número 5 de la Ley Orgánica de garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
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sentido congruente con las prescripciones que establecen otras normas del sistema. Por lo 
tanto, al juez corresponde justificar el vínculo sistémico que existe entre la norma a la que 
atribuye significado y las del sistema que la circundan.‖ 
 
 En tal virtud, el intérprete tiene que armonizar la aplicación de determinadas 
disposiciones en los casos concretos con el conjunto normativo, en especial, con el que 
establece el texto constitucional, respetando sus instituciones, objetivos comunes y 
estratégicos, fines y programas políticos que en aquel se consagran. 
 
Por otro lado, la interpretación teleológica,
51
 desde el punto de vista semántico,  
consiste en la realización de los fines que persigue todo texto normativo; es preciso 
recalcar, que el intérprete tiene que obligatoriamente recurrir a las disposiciones 
normativas que la constitución determina en su contenido garantista y que permita la 
consecución del fin último: el buen vivir o Sumak Kawsay. 
 
La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional determina que, 
cuando el sentido de la norma es claro, se atenderá su tenor literal
52
, lo que significa que, el 
intérprete debe hacer una lectura de los enunciados lingüísticos plasmados en el documento 
jurídico que el legislador, constituyente o creador de la norma ha establecido. 
 
Finalmente, el referido cuerpo legal establece que la interpretación de las normas 
jurídicas, en los casos en los que fuere necesario, debe considerar los principios generales 
del derecho y la equidad, los principios de unidad, concordancia práctica, eficacia 




2.1.2.6. PRINCIPIO DE PONDERACIÓN. 
 
En primer lugar, es preciso señalar que ponderar proviene del latín ponderāre para cuyo 
término el diccionario de la Real Academia Española ha atribuido las acepciones de 
determinar el peso de algo, contrapesar, equilibrar.  
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 Artículo 3 número 6 Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales  y Control Constitucional.  
52
 Artículo 3 número 7 Ibídem.  
53
 Artículo 3 número 8 ibídem.  
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La palabra ponderación, por su parte, proviene del latín ponderatĭo y ōnis, que según lo 
ha conceptualizado el mencionado diccionario, significa la acción de pesar algo o la 
compensación o equilibrio entre dos pesos. 
 
La ponderación se encuentra determinada en el Artículo 3 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, como una técnica a través de la cual, 
se busca establecer una relación de preferencia entre los principios y las normas 
(entendiendo que el legislador quiso referirse seguramente a las reglas) atendiendo los 
elementos del caso concreto, a fin de precisar la decisión correcta y más justa.  
 
Es por ello, que la referida disposición manifiesta que, cuanto mayor sea el grado de la 
no satisfacción o de afectación de un derecho o principio, tanto mayor tiene que ser la 




El jurista más destacado en la explicación del principio de la ponderación, es el profesor 
alemán Robert Alexy, para quien es preciso, ante el surgimiento de las controversias 
normativas del tipo principios, que los intérpretes y jueces efectúen un balance entre 
aquellos principios que entran en colisión y que deben ser resueltas a la luz de las nuevas 
lecturas constitucionales, garantizando la efectivización del Estado constitucional de 
derechos y justicia, en el que ya no es posible resolver los problemas jurídicos mediante 
simples ejercicios subsuntivos. 
 
Todo ello, por cuanto en el nuevo paradigma de Estado se considera que: 
 
 ―los valores o principios iusfundamentales no valen únicamente para la relación entre 
el Estado y el ciudadano, sino mucho más allá de eso, ―para todos los ámbitos del 
derecho‖. Esto lleva a un ―efecto de irradiación (Ausstrahlungswirkung)‖ de los derechos 
fundamentales sobre todo el sistema jurídico; los derechos fundamentales se vuelven 
ubicuos.‖  (Alexy, 2009, P. 6) 
 
A simple vista, podría parecer que la solución a todas las injusticias se encuentran 
cobijadas por la técnica de la ponderación; sin embargo, es preciso advertir cuáles son las 
                                                 
54
 Artículo 3 número 8 ibídem. 
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limitaciones que ella misma debe imponerse a fin de no hundirse en la esfera de las 
arbitrariedades e inequidades.  
 
En primer lugar, es necesario tener en cuenta, que la ponderación es uno de los criterios 
que conforman el principio de la proporcionalidad, en tal virtud, su razón de ser está dada 
en función de la definición de parámetros que permiten garantizar el ejercicio efectivo de 
los derechos fundamentales, sin incurrir en los excesos a los que las libertades y derechos 
se ven expuestos si no son controlados en su justa y razonable medida.  
 
En segundo lugar, la aplicación de la técnica de la ponderación únicamente podrá darse, 
según el criterio del profesor de Kiel, en aquellos casos en los que colisionen los principios 
no las reglas, puesto que para ésta último conflicto existe el criterio de la subsunción. 
 
Ahora bien, no es que el juez se vea sometido a administrar justicia en una encrucijada 
sin salida, porque no se trata de que confronte ambos modelos; su labor como defensor de 
los derechos, las garantías y la justicia es determinar, a partir de la reflexión de qué 
controversia normativa se trata, cuál es el mejor mecanismo que coadyuva a encontrar una 
justa solución dentro de los parámetros de la racionalidad. 
 
Como ya se analizó en parágrafos anteriores, las reglas son mandatos definitivos que 
tienen o no, que cumplirse; no existen alternativas adicionales para dichos mandatos y 
cuando dos reglas se ven ante una situación de conflicto, según lo manifiesta el profesor 
Robert Alexy, tienen que solucionarse introduciendo una cláusula de excepción en una de 
las reglas a través de la cual se elimina el conflicto o a su vez, invalidando una de las dos 
reglas en conflicto. 
 
Lo que significa que un conflicto entre reglas se soluciona de dos maneras: o bien 
expulsando del ordenamiento jurídico a una de las disposiciones que no cumple con su 
finalidad misma, que es la de resolver los problemas jurídicos o, a su vez, definiendo 
excepciones a la norma del tipo regla, a fin de que se vuelva aplicable a través de la 
justificación de su aplicación. 
 
La ponderación tiene gran importancia en el actual escenario constitucional ecuatoriano, 
les dota a los jueces de atribuciones para realizar análisis a través de la argumentación 
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jurídica que propicia el fortalecimiento de un mayor activismo judicial y, como ya se vio, 
es uno de los pilares sobre el cual se halla cimentado el nuevo constitucionalismo 
latinoamericano. 
 
El profesor de Kiel sostiene que, cuando colisionan dos principios, el intérprete no 
invalida el principio, ni le introduce una excepción, como sucede en el caso del conflicto 
de reglas, en el que la validez es necesaria para solucionar las controversias normativas; 
por el contrario, ante la colisión concreta de principios inevitablemente uno de los dos 
tendrá que ceder, a través de la atribución de un peso específico. 
 
Mediante la técnica de la ponderación, en definitiva, lo que se realiza es un ejercicio de 
balanceo entre dos derechos que están en conflicto, sin embargo, es menester precisar que 
este método no puede ser utilizado indiscriminadamente sin respetar ciertos lineamientos 
teórico-jurídicos que son necesarios para su justa aplicación. 
 
Los jueces y administradores de justicia, en su calidad de intérpretes del texto 
constitucional, al hacer uso del criterio de la ponderación tienen que evitar caer en 
antitecnicismos jurídicos, a través de la utilización de ejercicios hermenéuticos que son 
aplicados por otros métodos de interpretación. 
 
Se debe entender que la ponderación, parte de la idea de que, una constitución esboza 
un modelo de Estado y por ello un sistema jurídico, superior, garantista y más respetuoso 
de los derechos constitucionales, entendiendo que los derechos están en permanente 
movimiento, porque responden a dinámicas sociales, es decir, que no son estáticas y 
eventualmente el ejercicio de un derecho podría invadir las esferas de otro derecho. 
 
En otras palabras, la ponderación se fundamenta en los principios que rigen un sistema 
dinámico de valores o axiología móvil, toda vez que, los derechos están en un constante 
movimiento. 
 
De la idea anterior se desprende entonces, que la ponderación solo puede ser aplicada 
cuando realmente colisionan los derechos, es decir, cuando se presentan casos concretos y 
específicos; sólo en estos casos reales y no abstractos o hipotéticos, cabe que la actividad 
judicial realice un acto de interpretación y aplique los criterios de la ponderación. 
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Lo anotado responde a un argumento muy válido en la doctrina y en la vida jurídica real 
y práctica toda, ya que el legislador, constituyente o creador de la norma realiza ejercicios 
interpretativos de carácter abstracto al momento de formular las hipótesis y atribuir un 
peso a cada derecho. 
 
El profesor alemán Robert Alexy, es quien determina, a través de la fórmula del peso, la 
solución a las colisiones entre derechos; de manera que, cuando en la praxis se enfrentan 
dos derechos concretos, el intérprete atendiendo a los elementos fácticos de cada caso, 
establece cocientes numéricos a los derechos en conflicto, acudiendo a las matemáticas. 
 
Ahora bien, como ya se dijo, todos los derechos tienen un peso abstracto y uno 
concreto, el primero es atribuido por el constituyente, legislador o creador de la norma; 
mientras que el segundo, es atribuido por el juez o intérprete a partir de los elementos de 
cada caso conocido y concreto. 
 
Tomando en consideración que el artículo 11 de la Constitución ecuatoriana vigente, 
establece que todos los derechos son iguales y de igual jerarquía, es más complejo atribuir 
mayor peso a un derecho que a otro; como sucede por ejemplo, en el texto constitucional 
colombiano, en el que existe un catálogo de derechos fundamentales a los cuales el 
legislador les ha otorgado mayor peso que a otros derechos. 
 
Este otorgamiento de un peso igualitario a todos los derechos, conforme lo establecido 
en el artículo 11 de la constitución ecuatoriana, al parecer descompone la estructura 
generacionista de los mismos; sin embargo, el constituyente de Montecristi, a pesar de 
aquella disposición constitucional y atendiendo el nuevo paradigma de Estado 
constitucional de derechos y justicia que planteó en el artículo 1 del texto supremo, 
atribuye un peso mayor abstracto a los derechos que pertenecen a las personas de los 
grupos de atención prioritaria. 
 
La fórmula alexiana del peso, consiste en atribuir cocientes numéricos a los derechos 
que colisionan entre sí y cuyo resultado de la ponderación, según lo manifiesta el profesor 
alemán Alexy  (Alexy, Derechos fundamentales, ponderación y racionalidad, 2009, P. 9) 




―en el primero debe constatarse el grado de incumplimiento o perjuicio de un 
principio. A él debe seguir en un segundo paso la comprobación de la importancia de la 
realización del principio contrario. En un tercer paso finalmente debe averiguarse si la 
importancia de la realización del principio contrario justifica el perjuicio o 
incumplimiento del otro.‖  
 
En palabras del profesor español José Juan Moreso
55
  (Moreso, 2009) la técnica 
alexiana de la ponderación a través de la fórmula del peso, divide ―al grado de afección a 
un derecho determinado en tres rangos: leve, medio y grave‖ (P. 228), que deben ser 
verificados únicamente cuando se presenta una colisión concreta de derechos. 
 
Bajo la explicación del positivista inclusivo español Juan José Moreso, la colisión de los 
derechos se soluciona a través de: 
 
 ―la fórmula más simple, el peso concreto de un principio ―Pi‖ que colisiona con otro 
principio ―Pj‖, es decir, ―Wi,j‖, es el cociente que resulta de dividir la intensidad de la 
interferencia en el primer principio (Ii) por la intensidad de la hipotética interferencia 
sobre el segundo principio bajo el supuesto de que se omitiera la interferencia con el 
primero (Ij). Esta es, entonces, la fórmula: Wi,j = Ii / Ij‖ (Ibídem). 
 
Ahora bien, es imperioso que se tenga en cuenta que la ponderación se realiza entre 
símiles concretos, puesto que no cabe interpretación entre elementos jurídicos contrarios y 
abstractos, por ejemplo entre reglas y principios o entre valores y reglas, ya que estos usos 
antitécnicos vulnerarían la esencia misma de la técnica ponderativa que busca equilibrar y 
sopesar los excesos de un determinado derecho que se ha ejercido en detrimento de otro. 
 
En virtud de que los derechos constitucionales se expresan a través de tres categorías 
normativas (valores, principios y reglas), la técnica de la ponderación entonces, se utiliza 
entre categorías jurídicas semejantes, esto es, valor-valor, principio-principio y regla-regla. 
De esta manera, se descarta la posibilidad de que el intérprete puede caer en la brecha de la 
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 Jurista español y catedrático de las Universidades Autónoma de Barcelona; la de Gerona y la Universitat 
Pompeu Fabra, en ésta última siendo elegido como rector. Nombrado como doctor honoris causa por la 
Universidad de Valparaíso de Chile. 
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discrecionalidad, al efectuar ejercicios hermenéuticos equivocados con categorías jurídicas 
opuestas. 
 
 El uso de la técnica de la ponderación, puede ser explicado a través del siguiente 
ejemplo:  
 
Una persona con discapacidad es demandada por su ex esposa; la pareja dentro del 
matrimonio, tuvo un hijo de 9 años. La demanda es presentada para que el ex marido pague 
las pensiones alimenticias, que de conformidad con lo establecido en el artículo 66, 
número 29, letra c) del texto constitucional, se constituye en una regla específica a través 
de la cual, la carta supremo determina que si una persona demandada para el pago de 
pensiones alimenticias no lo hace, tiene que ser privada de la libertad. 
 
Ahora bien, en un modelo de Estado de corte positivista, toda disposición que tenga la 
condición de regla tiene que ser cumplida. No obstante, el paradigma de estado ecuatoriano 
exhorta a los intérpretes y administradores de justicia, a velar por el respeto y 
cumplimiento de los derechos y garantías constitucionales, procurando que en todo 
momento, la justicia sea el eje central de las decisiones judiciales que se tomen. 
 
Así la técnica ponderativa, en un primer momento, identifica los derechos 
constitucionales que son objeto de controversia. El ejemplo expuesto en líneas anteriores y 
utilizándose la técnica de la ponderación, se ejemplificaría de la siguiente manera:  
 
 Derecho # 1: La constitución garantiza que todos los niños, niñas y adolescentes 
tienen derecho a la protección integral, a percibir alimentos, a recibir una atención 
prioritaria y preferente, especializada e inmediata de conformidad con los artículos 
35, 44, 45 y 46 del texto constitucional. 
 
 Derecho # 2: La constitución ecuatoriana ha establecido que las personas con 
discapacidad (en el ejemplo, el padre del menor) tienen derechos constitucionales 
fundamentales, por cuanto el Estado y el constituyente de Montecristi del 2008, han 
determinado que sus derechos corresponden a los grupos de atención prioritaria, 





Como ya quedó planteado en parágrafos anteriores, todos los derechos tienen un 
derecho abstracto y un peso concreto. Una vez que se han identificado los derechos que 
colisionan entre sí, es preciso determinar o buscar el peso abstracto de los mismos, para 
realizar este ejercicio, se atribuye un cociente numérico de acuerdo al grado de afectación 
del derecho constitucional. 
 
Ahora bien, el grado de afectación, según la fórmula alexiana del peso, está dada de la 
siguiente manera: 
 
- Leve o mínimo (1) 
- Medio    (2) 
- Alto o fuerte  (3) 
 
Como se observa, se han asignado cocientes numéricos a los distintos grados de 
afectación de los derechos, a fin de realizar el ejercicio hermenéutico dentro del presente 
ejemplo. 
 
En este sentido, como los niños, niñas y adolescentes gozan de la protección que el 
Estado otorga a los grupos de atención prioritaria, los derechos de este grupo se 
constituyen en derechos fundamentales y, en tal virtud, el constituyente ha otorgado un 
mayor peso abstracto a estos grupos; en el caso del ejemplo, se atribuye al derecho # 1, el 
cociente numérico de 3, así tenemos:  
 
Peso abstracto del derecho 1. P1: 3 
 
Las personas con discapacidad también gozan de la atención prioritaria que otorga el 
Estado Ecuatoriano a los grupos e atención prioritaria, se entiende entonces, que el peso 
abstracto dado por el constituyente de Montecristi del 2008 es atribuido por el cociente 
numérico de 3. 
 




Es menester tomar en consideración que es el intérprete, el que condiciona la técnica 
interpretativa de la ponderación, atribuyendo los cocientes numéricos dentro del margen de 
la razonabilidad y atendiendo el peso abstracto otorgado por el constituyente y el grado de 
afectación. 
 
En el presente ejemplo, ya se ha determinado cual es el peso abstracto de los dos 
derechos en colisión. El segundo momento, es determinar cuál es el peso concreto; este 
ejercicio se efectúa tomando en consideración los elementos fácticos que condicionan cada 
caso y cada derecho, conocidos y concretos, ubicando las distintas variables de la realidad. 
Para los fines académicos de la presente investigación, se especifican las siguientes 
variables: 
 
- Derecho a la Salud 
- Derecho a la Dignidad  
- Derecho a la Vida  
 
El intérprete puede aportar todas las variables que considere necesarias, dependiendo de 
la complejidad de los casos concretos. En el presente ejemplo se considerarán tres 
variables. 
 
Primera variable: derecho a la salud. 
 
V1: En el caso concreto, el administrador de justicia e intérprete tiene que solicitar a los 
médicos especialistas, a través de una visita in situ, la verificación de la salud del menor; 
de dicho examen se determina que el menor tenía que acudir en forma periódica a las 
revisiones médicas, por una afección cardíaca. 
 
Adicionalmente, también se determinó que el menor es beneficiario de un estipendio 
económico, que es otorgado por una fundación que brinda ayuda humanitaria a los 
menores de edad.  
 
De las circunstancias fácticas se establece que el grado de afectación concreto al 




V2: El intérprete, a fin de sopesar de manera racional los derechos en colisión, realiza la 
misma diligencia con el demandado, es decir, se solicitó la realización de exámenes 
médicos, luego de lo cual, se determinó a través de los correspondientes certificados 
médicos que el ex esposo demandado tiene una discapacidad del 50% y adicionalmente a 
ello, es víctima de una enfermedad degenerativa de la estructura ósea. 
 
De las circunstancias fácticas se establece que el grado de afectación concreto al 
derecho de la salud del padre discapacitado demandado es de 3. 
 
Segunda variable: derecho a la dignidad. 
 
V1: El intérprete realiza una visita a situ de la vivienda del menor a fin de determinar 
sus condiciones socio-económicas; de la visita se verifica que el menor vive con su madre, 
en condiciones de pobreza y colabora en actividades laborales que le permiten obtener 
pequeños ingresos para subsistir.  
 
De las circunstancias fácticas se establece que el grado de afectación concreto al 
derecho a la dignidad del menor es de 3. 
 
V2: En el caso del ejemplo, el administrador de justicia e intérprete realiza una visita in 
situ a la vivienda del padre discapacitado; de la que se verifica que vive con sus padres, ya 
de la tercera edad, en condiciones de pobreza extrema, no tiene alcantarillado, agua 
potable, ni caminos o carreteras de acceso a su vivienda (no existe vialidad). 
 
De las circunstancias fácticas se establece que el grado de afectación concreto al 
derecho a la dignidad del padre discapacitado es de 3. 
 
Tercera variable: derecho a la vida. 
 
V1: Finalmente, de la visita in situ a la vivienda del menor, también se demostró que el 





De las circunstancias fácticas se establece que el grado de afectación concreto al 
derecho a la vida del menor es mínimo, en cocientes numéricos es de 1. 
 
V2: De la misma manera, el intérprete verifica luego de la visita in situ a la vivienda del 
padre discapacitado, que para subsistir y colaborar con los gastos que comparte con sus 
padres en su hogar, tiene que vender caramelos y periódicos en las calles y eventualmente 
en los buses, de tal manera, que para satisfacer sus necesidades básicas, pone en riesgo su 
vida. 
 
De las circunstancias fácticas se establece que el grado de afectación concreto al 
derecho a la vida del padre discapacitado es de 3. 
 
Se suma el peso concreto otorgado por el intérprete a cada una de las variables, teniendo 
la siguiente operación: 
 
Grado de afectación a los derechos del menor: 
 
V1 (Salud) + V1 (Dignidad) + V1 (Vida) = Peso concreto del derecho del menor (PC1) 
 
3 + 3 + 1 = 7 
Grado de afectación a los derechos del padre discapacitado: 
 
V2 (Salud) + V2 (Dignidad) + V2 (Vida) = Peso concreto del derecho garantizado a las personas con 
discapacidad (PC2) 
 
3 + 3 + 3 = 9 
 
La última etapa de la técnica de la ponderación es sumar el peso abstracto y el peso 
concreto del derecho 1 frente al derecho 2. Así tenemos: 
 
P1 + PC1 = D1       3 + 7 = 10 




De los resultados el derecho con mayor peso abstracto y concreto es el garantizado al 
padre discapacitado, de tal manera que, la técnica de la ponderación, una vez que ha 
sopesado ambos derechos en colisión, se ha determinado que el derecho del menor tiene 
que ser sacrificado por el derecho del padre discapacitado. 
 
 
2.1.3. TRANSFORMACIÓN CONSTITUCIONAL: EL PROCESO 
CONSTITUYENTE DE MONTECRISTI DEL 2008. 
 
2.1.3.1. MARCO HISTÓRICO. 
 
Para los fines académicos de la presente investigación, brevemente, se intentará 
sintetizar los episodios más relevantes que marcaron la historia política de nuestro país y a 
través de los cuales, se entenderá que el proceso constituyente del 2008, llevado a cabo en 
Montecristi, fue el resultado de las arduas luchas que se venían potenciando varias décadas 
atrás.  
 
El Ecuador desde los albores republicanos estuvo marcado por profundas inequidades 
en cuanto al reconocimiento de los derechos fundamentales, que surgían 
fundamentalmente de la disputa económica entre terratenientes y hacendados de la sierra 
frente a los sectores importadores y exportadores de la costa -principalmente de Guayaquil- 
y de la disputa política entre conservadores y liberales.  
 
La marcada regionalización que existía en la nueva república, impidió articular y 
vincular sólidamente los ejes económicos y políticos a nivel nacional; en palabras del 
historiador ecuatoriano Enrique Ayala Mora
56
  (2008, P. 27): 
 
 ―cuando nació el Ecuador, como hemos visto, la economía del país estaba 
profundamente regionalizada. Predominaban varias formaciones económico-sociales 
regionales precariamente relacionadas entre sí, merced a la existencia de un Estado 
central y unas relaciones de intercambio muy débiles.‖ 
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Lo que particulariza al Ecuador “independiente” desde que se constituyó en república, 
es la permanente inestabilidad política en la que se vio sumida desde su nacimiento. La 
“estabilidad” política, siempre intermitente –y me refiero a la permanencia del gobernante 
en el poder por el período constitucional establecido– tuvo presencia en algunos regímenes 
que no conocieron ni reconocieron el respeto a los derechos humanos; por el contrario, 
hubo mucho de tinte dictatorial, inhumano, excluyente y represivo en los mandatos del 
General venezolano Juan José Flores y décadas más tarde en el régimen despótico del Dr. 
Gabriel García Moreno. 
 
De manera irónica, la idea de democracia no era compatible con la idea de participación 
política de todos los miembros de la sociedad ecuatoriana en los asuntos públicos. La 
dictadura, la exclusión y la represión eran las características más frecuentes en el gobierno 
y en la administración del Estado. 
 
A la muerte del tirano Gabriel García Moreno, se produjeron varios conflictos entre los 
grupos latifundistas de la sierra y la oligarquía guayaquileña en la cual se iba consolidando 
un grupo burgués de exportadores y banqueros y, que se disputaban el poder y el control 
sobre el mercado y la economía nacional; estos acontecimientos condujeron a que se 
promuevan dictaduras en la segunda mitad del siglo XIX con tintes liberales, dispuestas a 
enfrentarse principalmente a la Iglesia. 
 
En el último quinquenio del siglo XIX estallaron, principalmente en la costa, las 
revueltas de los sectores sociales campesinos que reivindicaban y reclamaban una profunda 
transformación en el Estado ecuatoriano.  
 
El principal promotor de este cambio radical fue el General Eloy Alfaro “el Viejo 
Luchador”, que con sus ideas transformó el país con la propuesta de implementación de un 
proyecto liberal, que: 
 
 ―consolidó su control sobre amplias esferas que estaban en manos de la Iglesia. La 
educación oficial, el Registro Civil, la regulación del contrato matrimonial, la 
beneficencia, etc., fueron violentamente arrebatadas de manos clericales y confiadas a una 
nueva burocracia secular. Del mismo modo, la Iglesia fue despojada de una buena parte 
de sus latifundios, mediante la Ley de Manos Muertas.‖ (Ibídem. P. 27) 
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La revolución alfarista no pudo sostenerse y su principal líder fue asesinado, pero la 
incipiente burguesía liberal que se había apoderado de las instituciones y de la 
administración del Estado, empezó a pugnar para participar también en el poder.  
 
Una vez más se agudizaron los conflictos de índole ideológica y política, entre la Iglesia 
y los conservadores por un lado y la nueva clase burguesa junto a los sectores liberales por 
otro; a los cuales, también se sumaron las demandas de un nuevo actor social y político que 
reclamaba una serie de derechos, éste era la clase trabajadora y obrera  (Ayala Mora, 
2008), que se vio fortalecida por los pensamientos progresistas de Carlos Marx y Federico 
Engels, quienes planteaban a los trabajadores constituirse en un movimiento internacional 
que les permita consolidar la unidad y la lucha por la instauración de la nación obrera. 
 
El Ecuador durante el siglo pasado, mantuvo la inestabilidad política, evidenciada con 
los derrocamientos, dictaduras militares, caudillismo, servilismo a los intereses extranjeros 
y populismo; y, que promovió el nacimiento y diversificación de las organizaciones y 
movimientos sociales con pensamiento de izquierda. 
 
Pero la crisis no solo se manifestaba a nivel político sino también económico; porque el 
modelo agroexportador se vio agotado y en su lugar se posicionó un recurso natural no 
renovable que diversificó la economía del país: el petróleo (recurso también llamado oro 
negro) con el cual, se independizó la economía ecuatoriana que hasta aquel momento era 
estrictamente agrícola, potenció y dinamizó los nuevos sectores industriales y productivos 
del país.  
 
Este escenario en el cual, el Estado se convierte en el principal artífice de la nueva 
concepción de desarrollo estuvo a cargo de gobiernos militares que no expresaron 
intensamente como en el resto de América del Sur, sentimientos de exterminio y represión. 
 
La dictadura militar que existió antes de 1979, al contrario de lo que se pudiera entender 
que sucede en todo régimen despótico y dictatorial, tuvo circunstancias “sui géneris” en 
relación con otros regímenes dictatoriales que vivieron los demás países de América 
Latina. Este gobierno militar e irónicamente (en virtud del modelo estatal) de corte 
progresista fue el del general Guillermo Rodríguez Lara, quien aportó para la historia del 
Ecuador nuevos criterios de desarrollo nacional, que, acompañados del nuevo recurso 
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natural no renovable dinamizador de la economía, logró que el Estado adquiera un papel 
protagónico. 
 
Asimismo, durante el último régimen dictatorial bajo la dirección de la jefatura de facto 
conformada por un triunvirato militar, se produjeron dos acontecimientos importantes que 
trazaron el camino de retorno a la democracia, estos eventos fueron la expedición de una 
Constitución bastante progresista para la época y la convocatoria a un proceso electoral en 
el que se transformó el paradigma estatal ecuatoriano. 
 
El retorno a la democracia en 1979 con la victoria del abogado y político Jaime Roldós 
Aguilera, generó ingentes expectativas en los ecuatorianos que anhelaban la construcción 
de un nuevo Ecuador. Con la implementación de una nueva forma de Estado y de gobierno 
se pretendió cambiar la visión autoritaria y dictatorial en la forma de conducir el destino 
del país y cuya forma de organización política e institucional, permitiese que el poder 
radique soberanamente en el pueblo y no en las juntas o triunviratos militares. 
 
Sin embargo, la democracia no se reduce a la simple y equivocada idea de que ella 
misma, se consolida únicamente, en la participación de todo ciudadano facultado para 
hacerlo en los procesos electorales; la idea de vivir efectivamente la democracia va más 
allá, elegir a los gobernantes no es el fin que persigue esta forma de gobierno, porque las 
elecciones se constituyen sólo en una parte de la construcción de los verdaderos procesos 
participativos. 
 
La participación democrática se construye en cada una de las instancias sociales, 
políticas e institucionales en general, de forma cotidiana, con responsabilidad y conciencia 
(principalmente política) al momento de tomar decisiones y ejercer plenamente cada uno 
de los derechos y garantías que se consagran en la constitución, sin que haya ningún tipo 
de restricción para ello y que además, esta idea pueda vivir armónicamente con la 
concepción colectiva en el ejercicio de la democracia por parte de los demás miembros de 
la sociedad. 
 
De ahí que la democracia, para la concepción ferrajoliana tiene doble importancia en el 
mundo actual y de manera especial, en el nuevo paradigma de Estado constitucional; por 
un lado se observa una legitimación formal, que tiene relación con el aspecto 
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procedimental que se legitima en todo gobierno democrático, esto es, en la forma en cómo 
se toman las decisiones políticas; sin embargo, esta idea de democracia vista desde una 
perspectiva aislada, no cumple un propósito garantista en un modelo de estado 
constitucional, tiene que necesariamente complementarse con la dimensión sustancial de la 
democracia, que le permita garantizar los derechos fundamentales -en el caso ecuatoriano 
los derechos constitucionales- de sus ciudadanos. 
 
El triunfo de Jaime Roldós Aguilera duró muy poco, pues en 1981 murió en un trágico 
accidente aéreo y, asumió el poder el vicepresidente democratacristiano  Osvaldo Hurtado.  
 
La nueva constitución, de alguna manera, intentó aportar criterios de estabilidad al 
manejo político y fortalecimiento de la gobernabilidad de este país, que se vieron 
reflejados  en los siguientes mandatos presidenciales, que fueron convocados a través de 
elecciones democráticas. 
 
Durante el siguiente período de mandato de 1984 a 1988, asumió el cargo de Presidente 
de la República, el socialcristiano León Febres Cordero; quien gobernó con medidas 
económicas neoliberales por un lado, con las cuales se favorecieron a los grandes grupos 
industriales y exportadores del país, así como también la banca privada y represivas por 
otro, con las que, legalmente gobernaba y cometía múltiples y reiteradas violaciones a los 
Derechos Humanos, en su lucha contra una incipiente subversión. 
 
Tanto la alternabilidad como la renovación en los mandatos presidenciales contribuyen 
al fortalecimiento de la democracia; sin embargo, las medidas políticas y económicas, poco 
serias y entregadas a los intereses neoliberales, que fueron adoptadas por los siguientes 
mandatarios, durante las décadas de los años ochenta y noventa, provocaron que el país se 
sumerja en una profunda crisis de gobernabilidad. 
 
Le sucedieron en el poder a Febres Cordero, el socialdemócrata de la Izquierda 
Democrática (ID), Rodrigo Borja Cevallos (1988-1992), el socialcristiano (PSC) Sixto 
Durán Ballén (1992-1996) y el populista del  Partido Roldosista Ecuatoriano (PRE), 
Abdalá Bucaram (1996-1997), quienes plantearon en sus propuestas de campaña una serie 
de medidas que coadyuvarían al replanteamiento socio-económico y de reducción de 
precios, que no fueron cumplidas. 
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La especulación, los reajustes económicos y financieros –siempre vinculados a 
beneficiar a los grupos de poder, banqueros, empresarios y grandes exportadores–, el 
desinterés, la paralización de una integral reforma agraria, la desatención a los sectores 
populares, a los trabajadores, a los pueblos y nacionalidades, los paquetazos económicos y 
el alza de precios, que vivieron los ecuatorianos durante la década de los noventa 
provocaron que las organizaciones y movimientos sociales reestructuren sus bases y 
replanteen sus demandas, esta vez apuntando a participar de manera efectiva en las 
decisiones públicas. 
 
En 1996, el pueblo ecuatoriano cansado de la ineficiencia del Estado y de la corrupción 
imperante a nivel institucional, se levantó y decidió derrocar al denominado “loco” Abdalá 
Bucarám; los movimientos sociales jugaron un papel trascendental en este momento 
histórico del Ecuador, principalmente el movimiento indígena.  
 
La reacción del Congreso Nacional frente a la inestabilidad social y política fue declarar 
“incapaz mental” al presidente Bucarám; cuya declaratoria encontró un fundamento 
forzado en la Carta Política de 1978, en la que se establecía que el Presidente de la 
República cesaba en sus funciones y dejaba vacante el cargo por incapacidad física o 




Sin embargo, la ambigüedad del texto político de aquel entonces (1978), no establecía 
de manera categórica, que el sucesor inmediato sea el vicepresidente de la república; sino 
que más bien, el artículo 76 de la Constitución Política de 1978, determinaba que en caso 
de falta temporal o definitiva del Presidente de la República, le subrogarán: a) el 
Vicepresidente de la República; b) el Presidente de la Cámara Nacional de Representantes; 
y, e) el Presidente de la Corte Suprema de Justicia. 
 
El Congreso ante la falta de una norma clara y precisa, pero además, evidenciando 
inmadurez, manipulación y cálculo político, interpretaron la constitución, llegando a la 
conclusión de que era el Presidente de la Cámara Nacional de Representantes, Fabián 
Alarcón (1997 - 1998), quien debía asumir la Presidencia de la República, conforme lo 
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señalado en el artículo 76 literal b) del texto constitucional y no la vicepresidenta 
constitucional Rosalía Arteaga, quien estuvo en el cargo presidencial por unas horas. 
 
En 1998 se reunió en una Asamblea Constituyente que reformó la Carta Política de 
1978. Con la nueva reforma constitucional empezó a gobernar el democratacristiano (DP) 
Jamil Mahuad (1998 - 2000), quien ganó los comicios de 1998 a través de votación 
ciudadana.  
 
La nueva Constitución representó un cambio importante en el reconocimiento de los 
derechos humanos  (Ayala Mora, 2008, P. 40)
58
; sin embargo, a pesar de ello, aquel texto 
constitucional estuvo marcado con tintes neoliberales, que favorecieron a los mismos 
grupos de siempre, principalmente a la banca privada.  
 
El profesor ecuatoriano Enrique Ayala Mora  (Op. Cit. P. 40) señala que ―con mayoría 
de derecha, la Asamblea consagró una tendencia de corte privatista a la relación Estado-
economía y limitó la representación política.‖ 
 
 En materia de justicia, la Carta Política de 1998, establece la existencia de un juez 
especializado en el ámbito constitucional, encargado de salvaguardar que el ordenamiento 
jurídico ecuatoriano guarde conformidad con el contenido del texto constitucional, éste 
juez era el Tribunal Constitucional
59
. Asimismo, la constitución del 98 crea la garantía 
constitucional de la acción de amparo y establece un procedimiento rígido de reforma 
constitucional. 
 
Las medidas económicas y financieras adoptadas por Jamil Mahuad agudizaron la crisis 
económica, ya que prefirió salvaguardar los intereses de los banqueros, decretando en 
1999, la congelación de los depósitos de los ecuatorianos en los diferentes bancos. El 
Feriado Bancario provocó la muerte de miles de personas y, la emigración de otros 
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 El historiador Enrique Ayala Mora en su obra “Resumen de Historia del Ecuador”. manifiesta que la 
Asamblea Nacional de 1998, recogió las demandas de reconocimiento de la diversidad del país, de los 
derechos indígenas, de las mujeres, niños y de otros sectores sociales; amplió la ciudadanía a todos los 
ecuatorianos; reformó el Congreso, la educación y el régimen seccional, entre otros puntos. 
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 Capítulo 2 “Del Tribunal Constitucional”, del Título XIII “De la Supremacía, del Control y de la Reforma 
de la Constitución”, de la Constitución Política de la República del Ecuador de 1998.  
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millones, que se vieron obligadas a marcharse a otros países, principalmente a Europa por 
la crisis en la que estaba sumida el país. 
 
El presidente Jamil Mahuad  (Ayala Mora, Op. Cit. P. 41): 
 
 ―frente al descontrol económico y una inflación que llegó a más de 20.000 sucres por 
dólar, para evitar su caída, por presión de poderosos intereses decretó la ―dolarización‖ 
de la economía nacional, sin estudios técnicos ni preparación. Se levantó una vigorosa 
reacción nacional.‖ 
 
El ingreso del Ecuador a la dolarización provocó la indignación a nivel nacional y en 
diciembre de 1999 se levantaron las organizaciones sociales, el movimiento indígena y las 
fuerzas armadas, que salieron a las calles dispuestos a derrocar del cargo presidencial a 
Jamil Mahuad.  
 
Fue así que el 21 de enero del 2000, un grupo de militares encargados del resguardo de 
la casa legislativa permitieron la toma indígena del congreso y de manera inmediata, se 
autoproclamó una junta interina militar e indígena, que duró unas pocas horas en el poder. 
 
La cúpula militar tras presiones internacionales apoyaron la sucesión constitucional del 
vicepresidente Gustavo Noboa Bejarano, quien una vez posesionado procuró establecer 
políticas tendientes a disminuir la crisis económica y la inflación; pero a pesar, de la 
inconformidad nacional mantuvo la dolarización (Ayala Mora, 2008). Asimismo renegoció 
la deuda externa del país y, promovió la construcción del oleoducto de crudos pesados 
(OCP).  
 
Noboa terminó el período constitucional restante y en el año 2002 se convocó a nuevas 
elecciones, en las que ganó con el 54% de la voluntad popular, el coronel Lucio Gutiérrez, 
quien se presentó a los comicios con su propio partido político (Partido Sociedad Patriótica 
- PSP) contando además, con el apoyo de Pachakutik y del Movimiento Popular 
Democrático (MPD).  
 
Lucio Gutiérrez desde el primer momento en que inició su gobierno manifestó ser el 
mejor aliado de Estados Unidos y, empeñó al país al suscribir la decimotercera Carta de 
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Intención con el Fondo Monetario Internacional (FMI), garantizando únicamente el pago 
de la deuda externa y mal distribuyendo el resto de ingresos económicos. Estas decisiones 
entreguistas poco a poco empezaron a decepcionar a los sectores sociales de izquierda y a 
la ciudadanía en general.  
 
A la mala administración de los recursos del Estado, se sumaban los casos de 
corrupción que involucraban a sus familiares y a funcionarios de su gobierno en asuntos de 
malversación de los fondos públicos, abuso del poder y de un nepotismo galopante en el 
sector público. 
 
De manera contradictoria con la ideología izquierdista que propugnaba, separó del 
gobierno al MPD y a Pachakutik, de quienes recibió el apoyo en las elecciones en las que 
resultó triunfador y además en su desesperación por mantenerse en el poder estableció 
alianzas con el PSC, PRE y PRIAN.  
 
Con estas alianzas “estratégicas” el 08 de diciembre del 2003 y con el voto de la nueva 
mayoría progobiernista, declaró disuelta a la Corte Suprema de Justicia, a fin de poder 
ofrecer indultos en favor de varios políticos acusados de corrupción, entre ellos, Abdalá 
Bucarám. 
 
Las negociaciones políticas entre el régimen, los roldosistas y el Prian ubicaron en la 
presidencia de la Corte Nacional de Justicia a Guillermo Castro Dager, quien  a pocos días 
de ocupar el máximo cargo en la función judicial, dictó una providencia en la que anulaba 
los juicios que se sustanciaban en contra de varios acusados de corrupción y que se 
encontraban fuera del país; de esta manera regresaron al país, Alberto Dahik y Abdalá 
Bucarám. 
 
Es así que, en abril del 2005 estalló la rebelión de los “forajidos” y el descontento social 
no aguantó más, la falta de seriedad del Ejecutivo y salió a las calles; el saldo de la revuelta 
fue la muerte de una persona y decenas de heridos que fueron reprimidos por las fuerzas 
policiales que habían sido ordenadas por el Presidente Gutiérrez; esta decisión produjo que 
las Fuerzas Armadas le dieran la espalda y le retiraran su apoyo y pese a los ofrecimientos 
de cambiar al Ecuador o morir en el intento, Gutiérrez precipitó su huida y abandonó la 
presidencia de la república.  
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Le sucedió en el cargo el 20 de abril del 2005, el vicepresidente Alfredo Palacio, quien 
ofreció refundar el país y convocar a una Asamblea Constituyente; sin embargo, su débil 
poder político le impidió cumplir sus promesas. Pero ―realizó algunas reformas petroleras 
que reivindicaron para el Ecuador el control de sus recursos naturales. Su política 
exterior fue digna y su postura frente al conflicto colombiano fue firme, pero no logró 
detener las intromisiones en la frontera.‖ (Ayala Mora, 2008) 
 
La clara inestabilidad política del país se agravó en la última década del siglo pasado, a 
tal punto que el Ecuador, entre 1990 y 2000 tuvo siete presidentes de la república, cada uno 
de diferente orientación "ideológica". El clamor popular, confiando en la propuesta del 
joven candidato Rafael Correa de una reforma integral del Estado, combatiendo 
principalmente el modelo económico neoliberal, le dio el triunfo en las votaciones 
electorales de 26 de noviembre de 2006. 
 
El gobierno del Presidente de la República, que se presentó a las elecciones sin 
candidatos a diputados, se inició con grandes expectativas el 15 de enero de 2007; y, una 
vez posesionado, firmó el Decreto Ejecutivo No. 2, publicado en el  Registro Oficial No. 8 
de 25 de enero de 2007; a través del cual estableció que el Tribunal Supremo Electoral del 
Ecuador, debía convocar a una consulta popular y amparándose en el artículo 104 número 
2 del texto constitucional de 1998, le planteó a la ciudadanía para que responda “SI” o 
“NO” la siguiente pregunta: 
 
¿Aprueba usted que se convoque e instale una Asamblea Constituyente con plenos 
poderes, de conformidad con el Estatuto Electoral que se adjunta, para que transforme el 




La convocatoria a consulta popular trajo consigo una serie de opositores 
acontecimientos provenientes del Congreso Nacional, quienes a fin de caotizar la 
presentación de las candidaturas a la Asamblea Constituyente de Plenos Poderes, reformó 
el texto del estatuto de elección, instalación y funcionamiento de la Asamblea 
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 Convocatoria a Consulta Popular Nacional, aprobada por el Pleno del Tribunal Supremo Electoral, en 




Constituyente; este hecho hizo que el 28 de febrero de 2007, el Presidente de la República, 
Rafael Correa, reformule el Estatuto Electoral y a través de Decreto Ejecutivo No. 148, 
determinó que los partidos y movimientos políticos debían presentar el 1% de firmas de 
respaldo para presentarse a los comicios electorales. 
 
A inicios de marzo de 2007, el Tribunal Supremo Electoral resolvió que el 15 de abril 
del mismo año, se efectuaría la Consulta Popular; sin embargo, dicha resolución provocó el 
descontento de los diputados quienes reclamaron que el decreto ejecutivo tenía que ser 
previamente revisado y debatido por la Función Legislativa. 
 
De esta manera, la oposición en el Congreso Nacional, mediante Resolución No. 28-
053, de 6 de marzo del 2007, declara la pérdida de calidad de representante del Vocal del 
Partido Sociedad Patriótica, Jorge Acosta, ante el Tribunal Supremo Electoral por haber 
incumplido con los mandatos constitucional y político asignados y mediante Resolución 
No. R-28-054, de la misma fecha, principaliza al Vocal Suplente, ingeniero Alejandro 
Cepeda Estupiñán, en reemplazo del doctor Jorge Acosta. 
 
La destitución inconstitucional del cargo de presidente del Tribunal Supremo Electoral, 
produjo que dicho organismo resolviera destituir a 57 diputados de sus cargos que habían 
votado a favor de las Resoluciones No. 28-053 y No. R-28-054, de 6 de marzo del 2007.  
 
En este contexto, una vez que fueron destituidos los congresistas que se oponían al 
clamor del pueblo, se hizo realidad la convocatoria a Consulta Popular el 15 de abril del 
2007; y, para ello, el Ejecutivo con el apoyo de la fuerza pública, respaldó la decisión de 
Tribunal Supremo Electoral 
 
El resultado de la consulta popular fue un arrollador y contundente “SI”, que obtuvo el 
apoyo mayoritario del 81,7 % de los electores ecuatorianos
61
. Con dicha aprobación se 
convocó a elecciones de asambleístas constituyentes que se instalaron en Ciudad Alfaro, 
Montecristi, provincia de Manabí, el 30 de noviembre de 2007. 
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 Resultados oficiales de la Consulta Popular del 15 de abril del 2007, publicados por el Tribunal Supremo 
Electoral en la Página Web: https://app.cne.gob.ec/Resultados2007/ 
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La Asamblea Constituyente de Montecristi, luego de 18 meses terminó de redactar la 
nueva constitución a finales de octubre del 2008 y dicho texto fue entregado al Tribunal 
Supremo Electoral para que convoque a un referéndum de aprobación del nuevo texto 
constitucional. El 28 de septiembre de 2008, el 63,93% de los ecuatorianos aprobó la 




A partir de la promulgación de la nueva Constitución, el país ha vivido cambios 
profundos, desde la misma reestructuración del Estado, propendiendo siempre al 
fortalecimiento de la institucionalidad pública, hasta el mejoramiento de los niveles de 
gobernabilidad y estabilidad política, así como, la implementación de un modelo 
económico socio-incluyente que permite el desarrollo integral de los sectores más 
abandonados.  
 
Las políticas económicas adoptadas por el Economista Rafael Correa, desde hace varios 
años, han hecho que el Ecuador superé la crisis que sufrió a finales del siglo pasado y lo 
ubiquen como uno de los países con el mejor comportamiento económico a nivel 
latinoamericano.  
 
2.1.3.2. EL RECONOCIMIENTO Y LA INCORPORACIÓN DE NUEVOS 
ELEMENTOS EN EL TEXTO FUNDAMENTAL DEL 2008. 
 
La nueva Constitución del 2008 que fue aprobada en las urnas por la mayoría de 
ecuatorianos, incorporó en su contenido una buena parte de neoconstitucionalismo, esto es, 
nuevas teorías de carácter constitucional que fueron planteadas principalmente en Europa.  
 
No obstante, con el transcurso de los últimos años, se ha podido entender que en 
realidad, la nueva Constitución ha ido apuntando al fortalecimiento y desarrollo teórico de 
un nuevo constitucionalismo latinoamericano. De tal manera, que la Constitución de 
Montecristi, se configuró en una de las más progresistas a nivel latinoamericano y mundial, 
por ejemplo, al reconocer derechos innovadores para la naturaleza que no se habían 
planteado antes, en ningún lugar del mundo. 
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El reconocimiento constitucional de los derechos de la naturaleza, trae consigo dos 
aspectos, por un lado, el acceso real y democrático de los recursos de la naturaleza para 
todos los ecuatorianos y por otro, dicho reconocimiento asegura la implementación de 
programas, políticas públicas e instancias que garantizan la protección para este innovador 
titular de derechos. 
 
La necesidad de reconocer a la naturaleza la condición jurídica de ser un sujeto de 
derechos, era necesaria y urgente en el Estado Ecuatoriano, debido a la irresponsabilidad 
con la que los gobernantes venían administrando sus recursos, a través del otorgamiento de 
concesiones injustas e inequitativas que sólo beneficiaban a las grandes transnacionales. 
 
A la explotación petrolera irresponsable, efectuada por las grandes empresas 
multinacionales, que causaron mucho daño a la naturaleza y a los pueblos y nacionalidades 
de la Amazonía; se suma también, la devastación de la selva y de los grandes bosques 
ecuatorianos por parte de las empresas madereras y la presencia de los mineros ilegales. 
 
De ahí que, en el nuevo texto constitucional, el asambleísta constituyente de Montecristi 
haya incorporado que la naturaleza tiene derecho a que se la respete de manera integral, 
tanto a su existencia como a los procesos de regeneración de sus ciclos vitales, funciones y 
fases evolutivos; pudiendo cualquier persona, comunidad, pueblo o nacionalidad exigir a la 
autoridad pública el cumplimiento de los derechos de la naturaleza.  
 
En la actualidad, es imperativo por mandato constitucional, que el Estado Ecuatoriano 
aplique y adopte medidas que prevengan y de ser el caso, restrinjan las actividades que 
conduzcan a la extinción de las especies naturales, destruyan los ecosistemas o alteren los 
ciclos naturales; es obligación de éste (del Estado Ecuatoriano), velar por la conservación y 
restauración de la naturaleza, a través de la eliminación y mitigación de aquellas 
consecuencias ambientales nocivas. 
 
En cuanto a los Derechos Humanos, es preciso señalar que, son parte fundamental en la 
cuantificación del desarrollo de la democracia en toda sociedad; en el caso ecuatoriano, el 
constituyente de Montecristi ha querido que los derechos sean constitucionales y unos 
cuantos sean fundamentales, como por ejemplo, el derecho de las personas de los grupos 
de atención prioritaria, en el sentido de que, éstos últimos tienen un valor abstracto 
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superior al de los demás y por ende, pertenecen a un catálogo de derechos fundamentales 
con el cual se pretende proteger de manera integral los mismos. 
 
De igual manera, la constitución ecuatoriana no apunta a revisar únicamente los 
derechos de primera generación o los derechos políticos o los derechos de libertad, de 
manera aislada; el texto constitucional vigente exige a todos, principalmente, a los 
administradores de justicia y a todo servidor público que haga una revisión e interpretación 
integral de sus disposiciones, a fin de que siempre se favorezca a la plena vigencia de los 
derechos, aplicando inclusive para ello, los derechos y garantías en forma directa e 
inmediata. 
 
Asimismo, se reconoció a un Estado constitucional de derechos y justicia,
63
 dejando 
atrás al Estado de Derecho o al Estado Social de Derecho, que concebía por fundamental la 
existencia de la ley para la gobernabilidad y dirección de un país; este giro copernicano en 
la nueva concepción del ―Estado constitucional: la constitución determina el contenido de 
la ley, el acceso y el ejercicio de la autoridad y la estructura de poder‖ (Ávila Santamaría, 
2008, P. 22). 
 
Si bien es cierto, en la Constitución Política de 1998, ya se establece que el texto 
constitucional no es más una simple carta programática o política sino una norma jurídica y 
―las normas constitucionales están investidas de plena eficacia, que es la característica de 
las normas jurídicas y su no observancia ha de movilizar los mecanismos propios de 
coacción, o sea, de cumplimiento forzado‖  (Barroso, 2008, P. 7) en el texto constitucional 
vigente se mantiene dicha característica. 
 
De igual manera, en la nueva Constitución se mantienen los derechos reconocidos en la 
Carta Política de 1998 y se amplía el catálogo de derechos, acogiendo las demandas de 
otros sectores sociales; por ejemplo el reconocimiento del pueblo montubio y el 
reconocimiento al vínculo de hecho estable y monogámico entre dos personas. 
 
Lo que en la Carta Política de 1998, se constituyera como el reconocimiento a los 
pueblos indígenas de ejercer funciones de justicia, a fin de solucionar conflictos internos 
                                                 
63
 Artículo 1 de la Constitución de la República de 2008. 
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conforme a sus costumbres o derecho consuetudinario
64
; en la Constitución de Montecristi 
del 2008
65
, se institucionaliza la jurisdicción indígena, garantizando a través de la norma 
constitucional, que las decisiones emitidas por esta jurisdicción sean respetadas por las 
instituciones y por las autoridades públicas; sin embargo esta decisión política se convierte 
en una gran contradictor del principio de la unidad jurisdiccional, como se verá más 
adelante. 
 
Por otra parte, se institucionalizó también, la participación de los ciudadanos a través 
del reconocimiento de una quinta función del Estado; a fin de que el pueblo como el 
mandante y primer fiscalizador del poder público, participe y haga ejercicio de sus 
derechos mediante la utilización de los diversos mecanismos de control social en los 
asuntos de interés público, con responsabilidad, transparencia y equidad.  
 
La institucionalización de la quinta función del Estado, la Función de Transparencia y 
Control Social, no garantiza una real y verdadera participación ciudadana, ya que si bien es 
cierto, se ha establecido en la norma suprema y en la norma infraconstitucional que los 
ciudadanos participen, a través de los diferentes mecanismos de participación y control 
social, sus observaciones y decisiones son de carácter discrecional para la autoridad, de tal 
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 El inciso tercero del artículo 191 de la Constitución Política de 1998, establecía que las autoridades de los 
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2.2. FUNDAMENTACIÓN JURÍDICA. 
 
2.2.1. ANÁLISIS DE TRES ANTINOMIAS NORMATIVAS CONTENIDAS EN EL 
TEXTO FUNDAMENTAL ECUATORIANO DEL 2008 Y PLANTEAMIENTO DE 
SOLUCIONES APLICABLES. 
 
En el proceso constituyente de Montecristi, convergieron los anhelos de las 
organizaciones, movimientos sociales y de la sociedad civil en general, de construir un 
nuevo y mejor país; la activa participación de muchos ecuatorianos en la redacción del 
texto constitucional hizo posible que la Constitución del 2008 sea una de las más 
progresistas a nivel latinoamericano y mundial. 
 
El jurista español Luis Prieto Sanchís,  (Prieto Sanchís, 2008, p. 86) profesor de la 
Universidad de Castilla-La Mancha (España), manifiesta que: 
 
 ―las antinomias son muy frecuentes en cualquier Derecho, y es comprensible que así 
suceda, pues si bien solemos operar con la ficción de la coherencia del orden jurídico, 
como si éste tuviera su origen en un sujeto único y omnisciente –ficción seguramente 
conectada a la de la personificación del Estado– lo cierto es que ese conjunto de normas 
que llamamos Derecho positivo es el fruto de actos de producción normativa sucesivos en 
el tiempo y que responden además a intereses e ideologías heterogéneas.‖ 
 
Es normal que en la Constitución del 2008 existan varias normas y varios derechos que 
se contrapongan entre sí, ya que por un lado cada título constitucional fue trabajado por 
una mesa diferente en la redacción del texto supremo y por otro lado, el constituyente de 
Montecristi recogió las demandas de los diversos sectores y grupos sociales y que al 
momento de ser ejercitadas estas demandas o derechos no siempre resultan ser compatibles 
entre sí. 
 
Por ejemplo, el derecho a libertad de expresión y el derecho a la honra, por naturaleza 
son derechos incompatibles, el primero siempre va encontrar su limitación en el derecho a 
la honra; puesto que, toda persona puede expresar lo que desee, pero debe tener cuidado 
que dicho ejercicio del derecho a la libertad de expresión no se exceda e invada el campo 
de protección del otro derecho y lo vulnere. 
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 Es preciso señalar, que el análisis efectuado en esta investigación, aborda única y 
exclusivamente el contenido de la Constitución de Montecristi, vigente desde el 20 de 
octubre del 2008, en el cual, se han observado varias antinomias normativas, que para los 
fines académicos del presente trabajo investigativo, se han escogido tres, que a 
continuación se plantean: 
 
2.2.1.1. Antinomia Normativa No. 1: Contradicción al principio de la unidad 
jurisdiccional. 
 
El número 3 del artículo 168 de la Constitución del 2008, establece que la 
administración de justicia, en el cumplimiento de sus deberes y en el ejercicio de sus 
atribuciones, debe aplicar el principio de la unidad jurisdiccional, esto es, que ninguna 
autoridad de las demás funciones estatales pueden desempeñar funciones de administración 
de justicia ordinaria, salvo aquellas potestades jurisdiccionales reconocidas por la 
Constitución; como por ejemplo, las otorgadas a la jurisdicción indígena. 
 
El reconocimiento al ejercicio de las funciones de justicia para los pueblos y 
nacionalidades indígenas, constó por primera vez, en la Carta Política de 1998
66
, como un 
mecanismo de solución de sus conflictos internos, a  través de las prácticas de sus 
costumbres y derecho consuetudinario. 
 
En la actual Carta Política del 2008, el constituyente de Montecristi constitucionaliza la 
justicia indígena y ratifica dicho reconocimiento, otorgando funciones jurisdiccionales a 
las autoridades de los pueblos y nacionalidades indígenas.  
 
De manera textual, el artículo 171 de la Constitución manifiesta que:  
 
―las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas ejercerán 
funciones jurisdiccionales, con base en sus tradiciones ancestrales y su derecho propio, 
dentro de su ámbito territorial, con garantía de participación y decisión de las mujeres. 
Las autoridades aplicarán normas y procedimientos propios para la solución de sus 
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 Disposición que constaba en el inciso tercero del artículo 191 de la Constitución Política de 1998 
109 
 
conflictos internos, y que no sean contrarios a la Constitución y a los derechos humanos 
reconocidos en instrumentos internacionales. 
 
El Estado garantizará que las decisiones de la jurisdicción indígena sean respetadas 
por las instituciones y autoridades públicas. Dichas decisiones estarán sujetas al control 
de constitucionalidad. La ley establecerá los mecanismos de coordinación y cooperación 
entre la jurisdicción indígena y la jurisdicción ordinaria.‖ 
 
El artículo referido de la Constitución vigente, en igual sentido que la anterior Carta 
Política, garantiza la aplicación de normas y procedimientos propios de los pueblos y 
nacionalidades indígenas para la solución de sus conflictos internos; función jurisdiccional 
que tiene como una única limitación, el respeto irrestricto a las normas constitucionales y a 
las disposiciones establecidas en los instrumentos internacionales de derechos humanos. 
 
Esta disposición constitucional (Art. 171) establece además que, la institucionalidad 
ecuatoriana, debe respetar las decisiones que se emitan desde la jurisdicción indígena; y, 
para tales efectos, se deben establecer mecanismos legales de coordinación y cooperación 
entre ambas jurisdicciones (indígena y ordinaria); mandato constitucional que todavía no 
ha sido cumplido. 
 
La lectura jurídica que puede realizarse de las disposiciones de los artículos 168 y 171 
de la Constitución vigente es que existe, de manera simultánea, dos formas de ejercer 
funciones de jurisdicción en el nuevo paradigma constitucional ecuatoriano, contradiciendo 
con ello, lo determinado por el principio de la unidad jurisdiccional. 
 
Pero además, la misma disposición del artículo 171, señala que las decisiones de la 
jurisdicción indígena están sometidas al control de constitucionalidad, que como se verá 
más adelante, lo ejerce exclusiva y excluyentemente la Corte Constitucional, máxima 
instancia de interpretación de la Constitución, de los tratados internacionales de derechos 
humanos ratificados por el Estado Ecuatoriano, a través de sus dictámenes y sentencias, 
que son de carácter vinculante para todo el sistema de justicia en el Ecuador. 
 
Una vez más, ambas disposiciones entran en contradicción, ya que como lo establece el 
jurista ecuatoriano Juan Montaña Pinto  (Desafíos constitucionales. La Constitución 
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ecuatoriana del 2008 en perspectiva. Artículo sobre “La Función Judicial y la justicia 
indígena en la nueva Constitución ecuatoriana”, 2008. P. 201), el principio de la unidad 
jurisdiccional ―al estar anclado en una concepción monista del derecho, desconoce, en la 
práctica, la realidad jurídica ecuatoriana, que es plural y pluralista.‖ 
 
Lo que significa que, no se podría reconocer la existencia efectiva del principio de 
unidad jurisdiccional, cuando el nuevo Estado constitucional de derechos, como lo es el 
Ecuador, se reconoce además, como un Estado intercultural y plurinacional. 
 
De igual forma, este criterio es plenamente justificable, ya que si se reconoce el 
pluralismo, desde los puntos de vista cultural, político, organizativo y además se reconoce 
a las autoridades indígenas, el ejercicio de funciones jurisdiccionales, es razonable que la 
constitución, como norma suprema, también reconozca el pluralismo jurídico; sin 
embargo, esta concepción contradice a lo establecido por el principio de la unidad 
jurisdiccional y con la propia realidad que vive el Ecuador. 
 
La pretensión jurídica de vincular ambas jurisdicciones es bastante compleja, porque las 
formas de solución de conflictos, de cada uno de los pueblos y nacionalidades indígenas, 
son diferentes entre sí y la complejidad se vuelve mayor, cuando por mandato 
constitucional se pretende anclar dichas diferencias a una más grande, la jurisdicción 
ordinaria. 
 
Parafraseando al jurista ecuatoriano Juan Montaña, el constituyente de Montecristi del 
2008, olvidó en este punto importante para el sistema de justicia ecuatoriano, las nuevas 
vertientes del Derecho Constitucional y del nuevo constitucionalismo latinoamericano que 
relativizan la aplicación del principio de la unidad jurisdiccional. 
 
Pero además, esta indiferencia se hizo, ―atentando directamente contra el proceso 
político y la realidad jurídica ecuatoriana, que nos muestra que existen no solo diferentes 
jurisdicciones, sino distintas justicias y sistemas de derecho.‖ (Ibídem, P. 202). 
 
En el artículo 168 de la Carta Suprema del Ecuador vigente, el constituyente declara la 
presencia en el sistema de justicia ecuatoriano, del principio de la unidad jurisdiccional e 
intenta que, dicha declaración coexista armónicamente, con la establecida en el artículo 
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171 del texto constitucional, disposición en la cual, de manera tácita se reconoce el 
pluralismo jurídico. 
 
La consideración que se tiene al respecto es que, ambas disposiciones están revestidas 
del carácter de normas-principios, es decir, de normas téticas, que le atribuyen al Estado 
ecuatoriano la capacidad de optimizar, en la mayor medida de lo posible, las circunstancias 
jurídicas que le permitan armonizar la convivencia de ambas administraciones de justicia, 
sin que se afecte el respeto mutuo. 
 
La integralidad del texto constitucional, se fundamenta en la maximización de sus 
mandatos, siempre propendiendo a garantizar los derechos y principios que se consagran 
en el mismo; la colisión normativa de las disposiciones que se mencionan en el parágrafo 
anterior, se resuelven a través de la ponderación, que en la presente investigación, inclina 
la balanza hacia el reconocimiento de un principio de pluralidad jurídica. 
 
Ahora bien, es preciso tener muy en cuenta, que el reconocimiento del pluralismo 
jurídico, por parte del legislador ecuatoriano, en un texto infraconstitucional o inclusive en 
la misma Carta Suprema, no configura ni constituye una obligación para los pueblos y 
nacionalidades de nuestro país, porque la justicia indígena existe y es una realidad que ha 
existido desde antes de la aparición de la justicia ordinaria y su vigencia, determina la 
efectividad de la misma. 
 
Sin embargo, el reconocimiento de un Estado pluralista y por ende, del pluralismo 
jurídico, si se constituye en una obligación para el sistema de justicia ordinario, al cual le 
impone, convivir armónicamente con el anterior, respetando las prácticas y mecanismos de 
solución ancestrales de nuestros pueblos y nacionalidades. 
 
Por otro lado, el mencionado jurista ecuatoriano Juan Montaña, nos enseña que el 
reconocimiento del principio de la unidad jurisdiccional, se lo hizo con la intención de 
eliminar aquellos fueros y tribunales especiales, que también administraban justicia en el 
Ecuador, de manera simultánea, a la justicia ordinaria, así tenemos, a la justicia militar y 




En este sentido, el cuarto inciso del artículo 160 de la constitución vigente establece 
que: 
 
 ―los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional serán juzgados por los 
órganos de la Función Judicial; en el caso de delitos cometidos dentro de su misión 
específica, serán juzgados por salas especializadas en materia militar y policial, 
pertenecientes a la misma Función Judicial. Las infracciones disciplinarias serán 
juzgadas por los órganos competentes establecidos en la ley.‖ 
 
Sin embargo, la anterior disposición constitucional no guarda conformidad con lo 
establecido en el inciso primero del artículo 188 del texto constitucional, en el que se 
señala categóricamente que: 
 
 ―en aplicación del principio de unidad jurisdiccional, los miembros de las Fuerzas 
Armadas y de la Policía Nacional serán juzgados por la justicia ordinaria. Las faltas de 
carácter disciplinario o administrativo serán sometidas a sus propias normas de 
procedimiento.‖  
 
Las disposiciones revisadas e interpretadas de manera aislada, resultan ser poco 
inteligibles; sin embargo, la antinomia normativa se produce cuando se revisan ambos 
artículos de la constitución vigente. 
 
Se puede afirmar entonces, que una vez más, existe contradicción en la reconocimiento 
del principio de la unidad jurisdiccional, cuando se establece en una de las disposiciones 
(Art. 160) que en casos de infracciones de los miembros de la fuerza pública, dentro de su 
misión específica, sean sancionados por salas especializadas y en el artículo posterior (Art. 
188) se determine expresamente que los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía 
Nacional deben ser juzgados por la justicia ordinaria.  
 
Las normas contenidas en los artículos 160 y 188 de la Constitución, están revestidas 
del carácter de normas-reglas, esto es, que ordenan el cumplimiento de algo concreto, que 
en la presente explicación, es que los miembros de la fuerza pública, en caso del 
cometimiento de infracciones, deben ser sancionados, en el primer caso, por salas 
especializadas y en el otro, por la justicia ordinaria. 
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Para una mejor explicación, se planteará el siguiente ejemplo: Un militar que en el 
ejercicio de su actividad, comete una infracción que se encuentra tipificado en un código 
penal militar como un delito de función, es detenido e inmediatamente puesto a órdenes de 
un juez ordinario, a fin de que sea procesado y sancionado. 
 
De acuerdo al artículo 160 de la Constitución vigente, el juez ordinario estaría 
vulnerando los derechos del militar detenido, así como, arrogándose las competencias 
constitucionales determinadas en el artículo 188 del texto constitucional; tomando en 
consideración que, para que se configure un delito militar, es menester que se cumpla con 
tres ratio legis:  
 
1.- Rationae materiae, que sea un delito tipificado como tal, en las leyes penales 
militares de fondo,  
2.- Rationae personae, que el delito haya sido cometido por un militar en servicio activo 
y, 
3.- Rationae funcionae, que haya sido cometido en ejercicio de sus funciones o 
actividades militares. 
 
Es innegable entonces, que las disposiciones no son compatibles, complementarias ni 
jerárquicas, están superpuestas una a la otra, de tal forma, que entran en conflicto al ser 
aplicadas. 
 
Por otro lado, si el sistema judicial adopta que la administración de justicia se haga por 
especialidad, como lo señala el artículo 160 de la Constitución vigente, la norma 
establecida en el artículo 188 ibídem, simplemente sería inaplicable y lo más razonable, 
sería que ésta última norma, esto es, el artículo 188 del texto constitucional, sea reformado 
o expulsado definitivamente del ordenamiento jurídico ecuatoriano. 
 
2.2.1.2. Antinomia Normativa No. 2: Iniciativa para la modificación de la división 
político-administrativa del Ecuador.  
 
La segunda antinomia que se analizará en la presente investigación, nace de la 
contradicción constitucional, que existe entre varios artículos de la Constitución vigente, 
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respecto de la iniciativa para llevar a cabo procesos modificatorios y de división político 
administrativa del territorio ecuatoriano. 
 
El artículo 135 del texto constitucional del 2008, determina de manera categórica que: 
 
 ―sólo la Presidenta o Presidente de la República podrá presentar proyectos de ley que 
creen, modifiquen o supriman impuestos, aumenten el gasto público o modifiquen la 
división político administrativa del país.‖  
 
Sin embargo, el artículo 245 ibídem manifiesta que: 
 
“la iniciativa para la conformación de una región autónoma corresponderá a los 
gobiernos provinciales, los que elaborarán un proyecto de ley de regionalización que 
propondrá la conformación territorial de la nueva región, así como un proyecto de 
estatuto de autonomía regional. (…)‖ 
 
En el mismo sentido, el artículo 247 del texto constitucional, determina que: 
 
 ―(…) Los cantones interesados en formar un distrito metropolitano seguirán el mismo 
procedimiento establecido para la conformación de las regiones. Sus concejos cantonales 
elaborarán una propuesta que contenga un proyecto de ley y un proyecto de estatuto de 
autonomía del distrito metropolitano (…)‖ 
 
Técnicamente, tanto la conformación de una región autónoma como la de un distrito 
metropolitano, implica necesariamente, iniciar procesos de modificación del territorio 
nacional, facultad que de conformidad con lo establecido en el artículo 135 de la 
Constitución del 2008, le corresponde únicamente al Presidente de la República. 
 
Según el procedimiento constitucional establecido en el artículo 245 de la Carta Política 
del Ecuador, la iniciativa para la conformación de una región autónoma es facultad de los 
gobiernos autónomos descentralizados a nivel provincial, que son los encargados de 
elaborar el proyecto de ley de regionalización y el proyecto de estatuto de autonomía 
regional. En similar sentido, el texto constitucional establece en el artículo 247, que un 
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distrito metropolitano puede ser formado, a partir del interés que tengan en ello, varios 
cantones. 
 
Las normas constitucionales señaladas en los artículos 245 y 247, dan a entender más 
bien, que tanto los gobiernos autónomos provinciales como los cantones, respectivamente; 
una vez que hayan tomado la decisión de integrarse, deben presentar, tanto el proyecto de 
ley de conformación de la región autónoma o distrito metropolitano, según sea el caso, a la 
Asamblea Nacional, para que esta se pronuncie, a favor o en contra, en un plazo máximo 
de ciento veinte días; así, como, el proyecto de estatuto ante la Corte Constitucional para 
que dentro de un plazo máximo de cuarenta y cinco días, aquella verifique la conformidad 
con el texto constitucional. 
 
Sin embargo, la misma norma constitucional, no establece en forma clara, o más bien, 
no determina taxativamente, que en los procesos de conformación de las regiones 
autónomas, debe intervenir el Presidente de la República, como única autoridad a la cual, 
la Carta Política del 2008, le ha otorgado la atribución privativa de presentar proyectos de 
ley que modifiquen la división político administrativa del país. 
 
La consideración técnica de la división político administrativa del Ecuador, comporta la 
organización interna del territorio ecuatoriano, criterio que es necesario para lograr un 
ordenamiento de las atribuciones, facultades y actividades políticas, económicas y 
administrativas que se desarrollan en cada gobierno autónomo descentralizado. 
 
Dicha organización interna a su vez, se consigue a través de los mecanismos de fusión, 
modificación y creación de nuevas circunscripciones territoriales; siempre y cuando, estas 
formas de organización territorial no impliquen escisión, separación o reducción del 
territorio ecuatoriano.  
 
Más allá de que el artículo 135 de la Carta Magna sea categórico, al señalar que, sólo el 
Presidente puede presentar proyectos de ley para modificar la división político 
administrativa del país; hasta la presente fecha, las regiones no han sido configuradas, 
desde los mismos gobiernos autónomos descentralizados provinciales, como 




La adopción de esta forma de descentralización regional, tiene por objeto acelerar el 
desarrollo, principalmente, social y económico, de manera equilibrada y equitativa en todo 
el Ecuador, estableciendo centros económicos que contribuyan al desarrollo nacional; no 
obstante, esta integración regional lleva consigo grandes dosis de voluntad política, entre 
las provincias que pretendan integrarse y que, desde el punto de vista práctico, resulta 
difícil de implementar. 
 
Por otro lado, un Estado realmente democrático, intenta recoger de la mejor y más 
amplia manera, las demandas de sus ciudadanos; este es el caso, de la actual Constitución 
que recoge los conceptos de la Carta Política de 1998 y permite a los pueblos y 
nacionalidades, integrarse en la organización político administrativa del Ecuador, como 
una circunscripción territorial indígena o circunscripción territorial especial amazónica. 
 
Es menester entonces, precisar que los procesos de conformación de las conocidas CTI 
o CTEA, tampoco son parte de las atribuciones privativas del Presidente de la República; 
puesto que, el texto constitucional ecuatoriano ha establecido que las parroquias, cantones 
o provincias conformados mayoritariamente por comunidades, pueblos o nacionalidades 
indígenas, afroecuatorianos, montubios o ancestrales pueden adoptar este régimen de 





Ahora bien, la adopción de este tipo régimen especial descentralizado ha causado y no 
pocas controversias, debido a lo complejo de la situación; puesto que, hasta cierto punto, 
implica desordenar el régimen descentralizado existente. Eso de alguna manera explica, el 
por qué, hasta la presente fecha, no existe ni una sola CTI o CTEA conformada.  
 
La revisión de los artículos mencionados, nos ha permitido deducir, que este tipo de 
antinomia es vista desde un plano interno o abstracto, ocasionando entonces, un problema 
de superposición entre normas constitucionales, que siempre van a enfrentarse una con 
otra. 
 
                                                 
67
 Artículo 257 de la Constitución de la República del Ecuador del 2008. 
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Pero, estos conflictos no son irresolubles, dentro del ordenamiento jurídico ecuatoriano, 
pueden convivir armónicamente y dicha convivencia, está fundamentada a partir de una 
lectura integral de la constitución, que se encamina a proteger la integridad del territorio 
nacional, los criterios de organización territorial y de desarrollo, a través del ejercicio de 
una autonomía que no afecta la unidad nacional ni propende a la secesión territorial. 
 
En este punto, la Constitución vigente brinda una orientación razonable para llevar a 
cabo nuevos procesos de configuraciones territoriales; puesto que, dicha lectura 
constitucional integral, permite proteger y promover la declaración constitucional de que la 
organización del territorio del Estado ecuatoriano, está cimentada sobre los principios de la 
unidad nacional y de la autonomía; elementos  de un orden constitutivo-jurídico 
ecuatoriano, que no se contradice sino que más bien, permite controlar de forma 
planificada, las futuras distribuciones territoriales en el Ecuador y a ese camino, es a donde 
se dirige el artículo 135 del texto constitucional. 
 
De tal manera que, la convivencia y complementariedad de las disposiciones 
constitucionales señaladas anteriormente, han permitido que el legislador ecuatoriano las 
reformule y ordene, en el ámbito legal, estableciendo en el Código Orgánico de 
Ordenamiento Territorial, Autonomías y Descentralización (COOTAD), procedimientos 
que exigen a los gobiernos autónomos descentralizados de los niveles cantonales y 
provinciales, presentar sus proyectos de conformación de distrito o región, 
respectivamente, al Presidente de la República. 
 
Finalmente, en cuanto a la conformación de los regímenes especiales como son las 
circunscripciones territoriales indígenas y especiales amazónicas, es menester advertir, que 
aunque la ley de la materia (COOTAD) no ha determinado la participación de la Corte 
Constitucional en la revisión de los procesos de conformación de las mismas, considero 
que dicho organismo juega un papel trascendente en la aplicación del control 
constitucional, porque los conflictos que en el futuro puedan generarse por no existir 
claridad en los procedimientos establecidos en los textos normativos, deben ser 




2.2.1.3. Antinomia Normativa No. 3: Explotación de recursos en zonas ancestrales e 
intangibles. 
 
Finalmente, la tercera antinomia, aborda un tema de controversia política y jurídica 
actual; partiendo de lo establecido en el penúltimo inciso del artículo 57 y el artículo 407 
de la Constitución de la República del 2008. 
 
Así tenemos que, en el penúltimo inciso de artículo 57 de la Carta Política vigente, se 
establece que: 
 
 ―los territorios de los pueblos en aislamiento voluntario son de posesión ancestral 
irreductible e intangible y en ellos estará vedada todo tipo de actividad extractiva. El 
Estado adoptará medidas para garantizar sus vidas, hacer respetar su autodeterminación 
y voluntad de permanecer en aislamiento, y precautelar la observancia de sus derechos. 
La violación de estos derechos constituirá delito de etnocidio, que será tipificado por la 
ley.‖  
 
Por otro lado, el artículo 407 ibídem, manifiesta que: 
 
 ―se prohíbe la actividad extractiva de recursos no renovables en las áreas protegidas y 
en zonas declaradas como intangibles, incluida la explotación forestal. Excepcionalmente 
dichos recursos se podrán explotar a petición fundamentada de la Presidencia de la 
República y previa declaratoria de interés nacional por parte de la Asamblea Nacional, 
que, de estimarlo conveniente, podrá convocar a consulta popular.‖ 
 
La primera norma señalada, prohíbe de manera terminante, realizar todo de tipo de 
actividad extractiva en los territorios ancestrales, que son además considerados 
irreductibles e intangibles, conceptos filosófico-jurídicos que tienen por finalidad, 
establecer un marco del más alto nivel jurídico, encaminado a proteger las vidas y los 
derechos de las personas, pueblos y nacionalidades que habitan en dichos territorios. 
 
Este fue el caso de la controversial decisión política, jurídica y económica, que hace 
unos meses se llevó a cabo en el Ecuador, por el planteamiento desde la Función Ejecutiva 
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para obtener la declaratoria de interés nacional para la explotación de los Bloques 31 y 43 
que se encuentran dentro del Parque Nacional Yasuní, fundamentándose en el artículo 407 
del texto constitucional. 
 
La Iniciativa Yasuní-ITT que proponía al mundo conservar el petróleo bajo tierra, no 
tuvo los resultados favorables previstos, a pesar de que la propuesta también pretendía 
contener los 400 millones de toneladas de CO2, que se expulsarían a la atmósfera del 
planeta como consecuencia de la explotación y así contribuir a la reducción del cambio 
climático y a la protección del ambiente. 
 
El Presidente de la Republica señaló que la propuesta Yasuní-ITT estuvo adelantada a 
su tiempo y que no logró los resultados esperados por la doble moral de las grandes 
potencias y su indolencia para asumir su responsabilidad, precisamente por ser quienes 
más contaminan el planeta. 
 
Sin embargo, más allá de que la Comunidad Internacional nos “haya fallado” y que no 
haya prestado atención a las propuestas de conservación y preservación ambiental que 
planteó y exigió el Ecuador a través de la Iniciativa Yasuní-ITT y simultáneamente 
también, al justo interés que tenemos como un país digno, independiente y soberano, de 
salir del subdesarrollo en el que nos encontramos; la Constitución del 2008 es categórica al 
establecer que la explotación de los recursos naturales, de cualquier tipo, no está permitida 
en aquellas zonas donde están ubicados nuestros pueblos ancestrales. 
 
Es así que, desde el punto de vista abstracto, la lectura de ambas normas, nos permite 
vislumbrar la existencia de una contradicción constitucional ya que, dichos preceptos a 
pesar de que se encaminan a proteger el territorio de nuestros pueblos ancestrales y a 
declarar su irreductibilidad e intangibilidad, a través de la prohibición de ejecutar 
actividades extractivas que alteren dichos territorios; en el artículo 407 de la constitución 
del 2008, claramente se establece una norma que opera como regla especial permanente a 
la primera norma. 
 
Pero esta contradicción no sólo se da en el plano jurídico, sino también en el filosófico, 
por cuanto los conceptos de desarrollo y buen vivir o “Sumak Kawsay”  como lo ha 
denominado la actual Constitución, no son ideológicamente compatibles. 
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El criterio de desarrollo, responde a lógicas y dinámicas de carácter económico, en 
donde se destaca la acumulación del capital, el crecimiento económico y la autorregulación 
del mercado, transmitiendo a la sociedad, principios de orden antropológico, en los cuales 
queda sometida, por ejemplo, al creer que el imaginario de felicidad se logra a través, del 
consumo masivo de bienes y servicios. 
 
El Buen Vivir o “Sumak Kawsay” plantea no sólo una reconciliación humana con la 
naturaleza, sino una convivencia simbiótica que además, es armónica y que permite, como 
alternativa actual, establecer nuevos paradigmas sociales, culturales, políticos, materiales e 
institucionales, que tienen fundamento en la profunda crítica al modelo de desarrollo 
capitalista. 
 
En este sentido, las exigencias y contradicciones toman relevancia, cuando se produce 
un resquebrajamiento entre los principios planteados por el constituyente de Montecristi en 
la Carta Magna del 2008 y la realidad ecuatoriana.  
 
Y la realidad es que, un país como el Ecuador, dotado de una gran variedad de recursos 
naturales renovables y no renovables, tiene que aprovechar su existencia natural, a través 
de una relación compatible y de beneficio mutuo entre la dualidad individuo-naturaleza. 
 
Tomando una afirmación de Walt Whitman Rostow  (Trucco, 2012, P. 16), que nos 
permite de algún modo, justificar lo anteriormente dicho, “el hombre no necesita 
considerar a su medio ambiente material como un factor obsequiado por la naturaleza y la 
Providencia, sino como un mundo ordenado que, si se le comprende en forma racional, 
puede ser manejado de modo que rinda un cambio productivo.‖ 
 
Esta afirmación, a pesar de ser realista, no configura totalmente las concepciones 
materiales que debe tener toda transformación y menos aún, representa las nociones de 
Buen Vivir que defiende el modelo constitucional y plurinacional ecuatoriano; es así que, a 
lo que sostiene Withman Rostow, debe añadirse que, la naturaleza como un mundo 
ordenado, es un titular de derechos y los beneficios que se obtengan de ella, se producen a 
partir de una cosmovisión equilibrada y respetuosa a los procesos humanos y naturales, que 




En muchas ocasiones, se ha escuchado que el Ecuador, es un país pobre sentado sobre 
un saco de oro; y, esta es una frase que nos lleva a una reflexión ponderativa, entre un 
simple objetivo desarrollista y una convivencia armónico-ambiental. 
 
Esta clase de contradicción normativa constitucional, que se configura dentro de la 
especie del discurso de validez, por cuanto los supuestos de hecho establecidos en los 
artículos 57, penúltimo inciso y 407 de la Constitución de la República del 2008 están 
superpuestos conceptualmente, siempre que pretendan ser aplicados entrarán en conflicto. 
 
Finalmente, como ya se advirtió en líneas anteriores, la solución está dada en función, 
de la determinación de que ambas normas son válidas y por ende plenamente aplicables; no 
obstante, la naturaleza de la que están revestidas como antinomias abstractas o internas, les 
impide ajustarse jerárquicamente frente a la otra. 
 
En este sentido, la respuesta a la contradicción constitucional, se encuentra en que la 
norma establecida en el artículo 407 de la Carta Suprema vigente, siempre operará como 
una regla especial, frente a las disposiciones que se consagran en el artículo 57 ibídem y 
que, se resuelve únicamente a través de la regla de la especialidad. 
 
Ahora bien, los jueces constitucionales, no deben aplicar este criterio de la lex specialis, 
sin efectuar de manera previa, un análisis exhaustivo de las circunstancias que ponen en 
ventaja a la excepción permanente del artículo 407 del texto constitucional, por el 
contrario, deben aplicar y confrontar todos los criterios jurídicos que sean necesarios, para 
realizar una verdadera interpretación constitucional y argumentación jurídica. 
 
2.3. DEFINICIÓN DE TÉRMINOS BÁSICOS. 
 
Antinomia Normativa.- Cuando en un sistema jurídico, para un determinado supuesto de 
hecho, están previstas dos consecuencias jurídicas incompatibles por dos normas diversas 
que pertenecen a dicho sistema. 
 
Adecuación (Subprincipio).- Conocido también como subprincipio de idoneidad, por 
medio del cual se propugna que toda intervención en los derechos fundamentales debe ser 
idónea, a efectos de contribuir a alcanzar un fin que es constitucionalmente legítimo. 
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Constitucionalización.- Es un proceso histórico mediante el cual, los Estados han 
determinado cuál es ese espacio invencible, irreductible, infranqueable e impenetrable para 
el Poder; y, ésta delimitación la han hecho en normas-principios de carácter jurídicos que 
se consagran en las Leyes Supremas de los mismos, las Constituciones, a efectos de que se 
las tenga por justiciables, vinculantes, supremas jerárquicamente y de aplicación directa. 
 
Derechos Humanos  (Guevara Elizalde, P. 41).- La ONU, ha señalado que ―son derechos 
inherentes a nuestra naturaleza sin los cuales no podemos vivir, como seres humanos. Nos 
permiten desarrollar y emplear íntegramente nuestras cualidades humanas, inteligencia, 
talento, y nuestra consciencia para satisfacer nuestras necesidades. Se basan en la 
dignidad y en los valores inherentes a cada ser humano. Surgieron con la vida misma y 
han ido evolucionando en la medida en que las mujeres los hombres fueron 
comprendiendo que no se pueden dejar de respetar.‖ 
 
Efecto de irradiación.- Teoría, por medio de la cual, se advierte que se deben aplicar los 
derechos fundamentales de manera inmediata, tanto en las relaciones en las que el Estado 
es parte, así como, en las relaciones entre particulares. Lo que significa, que los derechos y 
los valores protegidos por la Ley Fundamental y por los Instrumentos Internacionales 
deben ser aplicados de manera directa por los jueces y asimismo deben ser considerados en 
las relaciones jurídicas existentes entre los particulares. 
 
Garantías.- Son las herramientas, medios o vías de tutela y de protección de los derechos, 
que ha establecido la Ley Suprema de un Estado, para su pleno y mejor ejercicio. 
 
Interpretación Constitucional.- El profesor italiano Gustavo Zagrebelsky (Contreras 
Matus, 2005) menciona que ―es un proceso intelectivo, a través del cual, partiendo de 
fórmulas lingüísticas contenidas en el enunciado, se llega a un contenido normativo; esto 
es, se pasa de los significantes (enunciados) a los significados (normas)‖ 
 
Interpretación del Derecho.- Es la actividad consistente en establecer un significado 
determinado y taxativo de ese “algo” de lo que el Derecho está constituido y cuyo 




Jurisdicción Constitucional.- Es la instancia institucionalmente orientada al 
mantenimiento y vigencia de la Constitución de la República; en el caso ecuatoriano es la 
Corte Constitucional, que se erige como el máximo órgano de control, interpretación y de 
administración de justicia en materia constitucional. 
 
Necesidad (Subprincipio).- Según este subprincipio, toda intervención en los derechos 
fundamentales debe realizarse con la medida más favorable para el derecho intervenido de 





Neoconstitucionalismo.- Es una corriente doctrinal contemporánea que propugna como 
contenidos los siguientes: constituciones rígidas con amplios catálogos de derechos 
fundamentales, desarrollo teórico-constitucional y activismo judicial; elementos que actúan 
simultáneamente dentro de un Estado. 
 
Ponderación (Principio)  (Bernal Pulido, El derecho de los derechos. Escritos sobre la 
aplicación de los derechos fundamentales, 2008. P. 67).- De pondus que significa peso. Es 
la manera de aplicar los principios y de resolver las colisiones que puedan presentarse entre 
ellos y los principios o razones que jueguen en sentido contrario. Cuando el juez pondera, 
su función consiste en pesar o sopesar los principios que concurren al caso concreto.
 
 
Principio.- Es un enunciado de carácter vinculante, que se expresa en una norma jurídica, 
creando así derechos subjetivos fundamentales; a su vez, ordena la realización de algo en 
la mayor medida posible, dentro de las posibilidades jurídicas y reales existentes, 
señalando aquellas directrices que van a permitir la adopción de las mejores decisiones con 
fundamento en el valor contenido en el principio.  
 
Proporcionalidad (Principio).- Este principio da fundamento a las sentencias de 
constitucionalidad, relativas a los actos de los poderes públicos que afectan los derechos 
fundamentales. Este principio se compone de tres reglas: subprincipio de idoneidad o 
adecuación, subprincipio de necesidad y subprincipio de proporcionalidad en sentido 
estricto. 
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Proporcionalidad en sentido estricto (Subprincipio).- Este subprincipio nos enseña que 
cuando se interviene un derecho fundamental, la importancia de hacerlo debe estar en 
relación adecuada con el significado del derecho intervenido. Es decir, las ventajas 
obtenidas por la intervención en el derecho fundamental deben compensar los sacrificios 
que implica para su titular y para la sociedad en general. 
 
Racionalidad (Bernal Pulido, Ibídem. P. 61).- Criterio que sirve para la valoración 
correcta de los argumentos interpretativos de las disposiciones legislativas y 
constitucionales y, por ello, asiste a la fundamentación correcta de las decisiones que se 
adoptan en el control de constitucionalidad. 
 
Regla  (Alexy, Theorie Der Griindrechte. Versión castellana: “Teoría de los derechos 
fundamentales”, 1993, P. 87).- Son normas que sólo pueden o no ser cumplidas; por 
cuanto, contienen determinaciones en el ámbito de lo fáctica y jurídicamente posible. 
 
2.4. HIPÓTESIS  
 
Identificar y analizar tres incompatibilidades normativas existentes en la Constitución 
de la República del Ecuador del 2008 y determinar los mecanismos de solución aplicables 




2.5.1. Variable independiente 
 
Existencia de tres incompatibilidades normativas contenidas en el texto fundamental 
ecuatoriano del 2008. 
 
2.5.2. Variables dependientes 
 
 Se produce una limitación en el ejercicio de los derechos fundamentales. 
 Inadecuado desarrollo normativo infraconstitucional. 
 Vulneración al principio constitucional de la Seguridad Jurídica 








CAPÍTULO III  
MARCO METODOLÓGICO 
 
3.1. TIPOS DE INVESTIGACIÓN. 
 
3.1.1. INVESTIGACIÓN BIBLIOGRÁFICA.-  
 
Este tipo de investigación proporciona una mayor solidez académica al presente trabajo 
investigativo, puesto que, la producción bibliográfica obtenida para realizar esta tesis se 
vincula con los objetivos que persigue la presente investigación. El rigor y la suficiencia de 
dicha producción bibliográfica permite no sólo la revisión y manejo de las fuentes sino 
además, la generación de argumentos jurídicos. 
 
3.1.2. INVESTIGACIÓN DE CAMPO.- 
 
Este tipo de investigación permite realizar un análisis sistemático de los problemas 
constitucionales actuales, con el propósito de describirlos, interpretarlos, explicar sus 
causas y efectos, a partir de métodos que involucran a los operadores de justicia y a los 
profesionales del Derecho en general, quienes desde su perspectiva, aportarán con las 
diversos criterios obtenidos de la experiencia académica y profesional. 
 
3.1.3. INVESTIGACIÓN HISTÓRICA.- 
 
La investigación histórica permite reconstruir objetivamente las estructuras 
institucionales, jurídicas y políticas de una manera sistemática, a través de la recolección, 
evaluación, verificación de los elementos históricos, que en la presente investigación, se 
relacionan con el análisis de las disposiciones consagradas en la veintena de constituciones 




3.2. POBLACIÓN O MUESTRA. 
 
El reconocimiento del Estado constitucional de derechos y pluralista, trae consigo la 
firmeza de enfrentar grandes retos y desafíos, por los profesionales del Derecho en el 
Ecuador actual; la comprensión de las nuevas vertientes jurídicas, pero además filosóficas 
y políticas, se amalgaman para lograr mejores debates y enriquecer el bagaje jurídico 
constitucional, a través de la innovación de los criterios teórico-jurídicos que le otorgan 
mayor importancia a la interpretación constitucional y a la argumentación jurídica y que, 
van prescindiendo de los fundamentos legocéntricos proporcionados décadas atrás por el 
positivismo jurídico. 
 
La población objeto de la presente investigación se concentra en las ciudades de 
Quevedo en la Provincia de Los Ríos y de Quito en la Provincia de Pichincha; dicha 
población está integrada por cuarenta y cinco (45) profesionales del Derecho, entre jueces 
y juezas de los Juzgados y Tribunales de la República, abogados en libre ejercicio 
profesional y servidores públicos de las diferentes instancias estatales.  
 
3.3. TÉCNICAS DE INVESTIGACIÓN. 
 
3.3.1. ENCUESTA.-  
 
A través de la encuesta se busca recaudar datos por medio de un cuestionario 
prediseñado. Los datos se obtienen a partir de realizar un conjunto de preguntas 
normalizadas dirigidas a la población en estudio, formada únicamente por profesionales 
seleccionados, que en la presente investigación fue realizada a cuarenta y cinco (45) 
profesionales del Derecho, población integrada por jueces y juezas de los Juzgados y 
Tribunales de la República, abogados en libre ejercicio profesional y servidores públicos 
de las diferentes instancias estatales.  
 
3.3.2. ENTREVISTA.-  
 
La entrevista se aplicó a varios profesionales del Derecho que formaron parte de la 
población encuestada. Esta técnica nos permitió obtener información directamente de la 
fuente encargada de aplicar la norma constitucional vigente, desde su perspectiva 
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académica y profesional y a través de la cual, se consiguió una mayor información teórica 




3.4.1. FORMULARIO DE CUESTIONARIO DE ENCUESTA.-  
 
FORMULARIO No. 1 
ENCUESTA APLICADA A PROFESIONALES DEL DERECHO 
 
(Estimado colaborador/a, por favor, lea detenidamente cada pregunta y respóndala, recuerde 
que  la presente encuesta tiene fines estrictamente académicos). 
Edad:……..….     Nacionalidad:………………….…..      Título: 3º …… 4º …… nivel 
Domicilio: Quevedo……….   Quito……….   Otro………... 
Favor anote dirección: …………………………………………………………………. 
Cargo/ocupación: 
Juez/a de Tribunal             Juez/a de Juzgado              Fiscal              Defensor Público            
Servidor en institución estatal no judicial       Abogado en libre ejercicio profesional 
 
1. ¿CONOCE USTED QUÉ ES UNA ANTINOMIA NORMATIVA? 
 
SI    NO  NO CONTESTA 
 
Si su respuesta es SI, marque una de las siguientes opciones que Ud. considere es una 
antinomia normativa: 
 
CONTRADICCIÓN ENTRE NORMAS 
CARENCIA O FALTA DE NORMA ESCRITA 





    
  










DESCONOCIMIENTO DE LA SEMÁNTICA CONSTITUCIONAL 
MALAS DECISIONES POLÍTICAS 
TODAS LAS ANTERIORES 
NO CONOCE  
NO CONTESTA 
 
3. ¿CONOCE USTED CUÁLES SON LOS EFECTOS JURÍDICOS QUE 
PRODUCE LA COLISIÓN ENTRE LAS NORMAS JURÍDICAS EXISTENTES EN UN 
MISMO ORDENAMIENTO JURÍDICO? 
 
VULNERACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES 
INSEGURIDAD JURÍDICA 
INADECUADA APLICACIÓN DE LAS NORMAS JURÍDICAS  
INCORRECTA INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS 




4. ¿CONOCE USTED SI EXISTEN MECANISMOS QUE PERMITEN UNA 
SOLUCIÓN A LOS CONFLICTOS NORMATIVOS ORIGINADOS EN UNA MISMA 
NORMA JURÍDICA? 
 
SI    NO  NO CONTESTA 
 
Si su respuesta es SI, marque una de las siguientes opciones que Ud. considere es un 
mecanismo de solución de los conflictos normativos: 
 
APLICACIÓN DEL CRITERIO DE  LA CRONOLOGÍA 
APLICACIÓN DEL CRITERIO DE  LA JERARQUÍA 
APLICACIÓN DEL CRITERIO DE  LA ESPECIALIDAD 



























5. CONSIDERA USTED, QUE LOS ARTÍCULOS 168 NÚMERO 3, 171, 160 Y 188 
DEL TEXTO CONSTITUCIONAL DEL 2008, RECONOCEN: (Escoja una opción): 
 
PLURALISMO JURÍDICO 
PRINCIPIO DE LA UNIDAD JURISDICCIONAL 




6. CONSIDERA USTED QUE EL ARTÍCULO 135 DE LA LEY FUNDAMENTAL 
ECUATORIANA DEL 2008, LIMITA LAS FACULTADES PARA LA INICIATIVA 
DE LA DIVISIÓN POLÍTICO-ADMINISTRATIVA DEL PAÍS QUE TIENEN LOS 
GOBIERNOS AUTÓNOMOS DESCENTRALIZADOS.   
 
SI    NO  NO CONTESTA 
 
Si su respuesta es SI, marque una de las siguientes opciones que Ud. considere una limitación: 
 
CONTRADICCIÓN CON LAS FACULTADES QUE LA CONSTITUCIÓN 
OTORGA A LOS GAD  
NO EXISTEN LIMITACIONES 
SON DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS QUE CONTRIBUYEN AL 




7. CONSIDERA USTED QUE EXISTE UNA ANTINOMIA NORMATIVA ENTRE 
EL PENÚLTIMO INCISO DEL ARTÍCULO 57 Y EL ARTÍCULO 407 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL 2008.  
 
SI    NO  NO CONTESTA 
 
Ha terminado la encuesta. 
Muchas gracias por su colaboración. 
 



















CAPÍTULO IV  
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
 
4.1. TABLA NO. 1 
 
A continuación se presentará la tabulación de la información proporcionada por los 
profesionales del Derecho que fueron encuestados en la presente investigación: 
 
TABLA No. 1: Información de personas encuestadas 
TABLA No. 1:  
No.  Personas 
Encuestadas 






















3 Ab. Alfredo 
C. 
















5 Ab. Rubén 
A. 
































Nivel – Quevedo, 
Los Ríos 













































14 Ab. Víctor 
V. 








15 Ab. Agustín 
E. 
















17 Ab. Carmen 
Y. 






















































































































































33 Dr. Oswaldo 
C. 























































39 Dr. Santiago 
M. 




























42 Ab. Héctor 
C. 




































4.1.1. ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
 
De la información anotada en la Tabla No. 1, se desprenden los siguientes datos, que serán 
interpretados además a través de las pertinentes representaciones gráficas:  
 
1) Todos los profesionales encuestados son de nacionalidad ecuatoriana. De los 45 
profesionales del Derecho encuestados, 16 son servidores judiciales, esto es, el 
36%; 9 profesionales del Derecho son funcionarios públicos de varias instituciones 
estatales, esto es, el 20% y finalmente 20 personas son abogados en libre ejercicio 
profesional, lo que equivale a un 44%.  
 






2) De la población encuestada, el 64%, es decir, 29 profesionales del Derecho, están 
domiciliados en la ciudad de Quevedo, Provincia de Los Ríos; mientras que el 
33%, esto es, 15 profesionales del Derecho, están domiciliados en la ciudad de 
Quito, Provincia de Pichincha; y, finalmente, 1 abogado que representa el 2% de la 
población encuestada se domicilia en el cantón Buena Fe, Provincia de Los Ríos. 
 




3) En su mayoría, los profesionales del Derecho tienen un título de tercer nivel, es 
decir, 35 juristas o su equivalente 78% de la población encuestada; mientras que, el 
restante 22%, esto es, 10 profesionales del Derecho tienen un título de cuarto nivel. 
 




4) El promedio de edad de la población encuestada es de 43 años. 
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4.2. FORMULARIO NO. 1 
 
Las preguntas planteadas en el Formulario No. 1: “ENCUESTA APLICADA A 
PROFESIONALES DEL DERECHO”, se formularon a cuarenta y cinco (45) 
profesionales del Derecho, que están domiciliados en los cantones de Quevedo y Quito; y, 
que luego de analizar cada una de las interrogantes proporcionaron las siguientes 
respuestas: 
 
1. ¿CONOCE USTED QUÉ ES UNA ANTINOMIA NORMATIVA? 
 
 




Tabla No. 2: 
Respuestas No. Personas Porcentaje 
SI 27     60% 
NO 15 33,33% 
NO CONTESTA 3 6,67% 











Si su respuesta es SI, marque una de las siguientes opciones que Ud. considere es una 
antinomia normativa: 
 
TABLA No. 3: Resultados de Opciones a Respuesta SI (Pregunta No. 1) 
 
 Tabla No. 3:  
Respuestas No. Personas Porcentaje 
CONTRADICCIÓN ENTRE NORMAS 25      56% 
CARENCIA O FALTA DE NORMA ESCRITA 2       4% 
SIMILITUD ENTRE NORMAS 0       0% 
TOTAL 27 60% 
 
 

















TABLA No. 4: Resultados a la Pregunta No. 2 
 
Tabla No. 4  
Respuestas No. Personas Porcentaje 
ANTI-TECNICISMO LEGISLATIVO 15 33% 
DESCONOCIMIENTO DE LA SEMÁNTICA 
CONSTITUCIONAL 
7 16% 
MALAS DECISIONES POLÍTICAS 5 11% 
TODAS LAS ANTERIORES 18 40% 
NO CONOCE  0 0% 
NO CONTESTA 0 0% 
TOTAL 45 100% 
 
 




3. ¿CONOCE USTED CUÁLES SON LOS EFECTOS JURÍDICOS QUE 
PRODUCE LA COLISIÓN ENTRE LAS NORMAS JURÍDICAS EXISTENTES EN 
UN MISMO ORDENAMIENTO JURÍDICO? 
 
TABLA No. 5: Resultados a la Pregunta No. 3 
Tabla No. 5 
Respuestas No. Personas Porcentaje 
VULNERACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES 3 7% 
INSEGURIDAD JURÍDICA 4 9% 
INADECUADA APLICACIÓN DE LAS NORMAS 
JURÍDICAS  
2 4% 
INCORRECTA INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS 5 11% 
TODAS LAS ANTERIORES 31 69% 
NO CONOCE 0 0% 
NO CONTESTA 0 0% 
TOTAL 45 100% 
 
GRÁFICO No. 7: Conoce Usted cuáles son los efectos jurídicos que produce la 




4. ¿CONOCE USTED SI EXISTEN MECANISMOS QUE PERMITEN UNA 
SOLUCIÓN A LOS CONFLICTOS NORMATIVOS ORIGINADOS EN UNA 
MISMA NORMA JURÍDICA? 
 
TABLA No. 6: Resultados a la Pregunta No. 4 
 
Tabla No. 6 
Respuestas No. Personas Porcentaje 
SI 40 89% 
NO 3   7% 
NO CONTESTA 2   4% 
TOTAL 45 100% 
 
 
GRÁFICO No. 8: Conoce usted si existen mecanismos que permiten una solución a 











Si su respuesta es SI, marque una de las siguientes opciones que Ud. considere es un 
mecanismo de solución de los conflictos normativos: 
 
TABLA No. 7: Resultados de Opciones a Respuesta SI  (Pregunta No. 4) 
 
 Tabla No. 7 
Respuestas No. Personas Porcentaje 
APLICACIÓN DEL CRITERIO DE  LA CRONOLOGÍA 0 0% 
APLICACIÓN DEL CRITERIO DE  LA JERARQUÍA 5 11% 
APLICACIÓN DEL CRITERIO DE  LA ESPECIALIDAD 7    16 % 
APLICACIÓN DEL CRITERIO DE  LA COMPETENCIA 4     9% 
INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL 24     53% 
NO CONOCE 0       0% 
NO CONTESTA 0       0% 
TOTAL 40 89% 
 




5. CONSIDERA USTED, QUE LOS ARTÍCULOS 168 NÚMERO 3, 171, 160 Y 
188 DEL TEXTO CONSTITUCIONAL DEL 2008, RECONOCEN: (Escoja una 
opción): 
 
TABLA No. 8: Resultados a la Pregunta No. 5 
 
Tabla No. 8 
Respuestas No. Personas Porcentaje 
PLURALISMO JURÍDICO 10 22% 
PRINCIPIO DE LA UNIDAD JURISDICCIONAL 13 29% 
EXISTE CONTRADICCIONES ENTRE LAS 
NORMAS 
21 47% 
NO CONOCE 0  0% 
NO CONTESTA 1  2% 
TOTAL 45 100% 
 
GRÁFICO No. 10: Considera usted, que los artículos 168 número 3, 171, 160 y 188 







6. CONSIDERA USTED QUE EL ARTÍCULO 135 DE LA LEY FUNDAMENTAL 
ECUATORIANA DEL 2008, LIMITA LAS FACULTADES PARA LA 
INICIATIVA DE LA DIVISIÓN POLÍTICO-ADMINISTRATIVA DEL PAÍS 
QUE TIENEN LOS GOBIERNOS AUTÓNOMOS DESCENTRALIZADOS.   
 
 
TABLA No. 9: Resultados a la Pregunta No. 6 
Tabla No. 9 
Respuestas No. Personas Porcentaje 
SI 16 36% 
NO 23 51% 
NO CONTESTA 6 13% 
TOTAL 45 100% 
 
 
GRÁFICO No. 11: Considera usted que el artículo 135 de la Ley Fundamental 
Ecuatoriana del 2008, limita las facultades para la iniciativa de la división político-








Si su respuesta es SI, marque una de las siguientes opciones que Ud. considere una 
limitación: 
 
TABLA No. 10: Resultados de Opciones a Respuesta SI 
 
 Tabla No. 10:  
Respuestas No. Personas Porcentaje 
CONTRADICCIÓN CON LAS FACULTADES QUE LA 
CONSTITUCIÓN OTORGA A LOS GAD  
3    6,8% 
NO EXISTEN LIMITACIONES 6     13,5% 
SON DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS QUE 
CONTRIBUYEN AL FORTALECIMIENTO DE LA UNIDAD 
NACIONAL 
7   15,8% 
NO CONOCE 0 0% 
NO CONTESTA 0 0% 
TOTAL 16 36% 
 





7. CONSIDERA USTED QUE EXISTE UNA ANTINOMIA NORMATIVA 
ENTRE EL PENÚLTIMO INCISO DEL ARTÍCULO 57 Y EL ARTÍCULO 
407 DE LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL 2008.  
 
TABLA No. 11: Resultados a la Pregunta No. 7 
 
Tabla No. 11 
Respuestas No. Personas Porcentaje 
SI 38 84,4% 
NO 6 13,3% 
NO CONTESTA 1 2,2% 
TOTAL 45 100% 
 
 
GRÁFICO No. 13: Considera usted que el artículo 135 de la Ley Fundamental 
Ecuatoriana del 2008, limita las facultades para la iniciativa de la división político-






4.2.1. ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
 
4.2.1.1 INTERPRETACIÓN PREGUNTA No. 1: 
  
 De acuerdo a la primera pregunta planteada, 27 personas que equivalen al 60% de 
la población interrogada, expresaron que si conocen que es una antinomia normativa; 
mientras que en menor medida, esto es, 15 personas que equivalen al 33,33% expresaron 
que no lo saben; y, por otro lado, 3 personas que equivalen al  6,67% no contestaron la 
pregunta. 
 
 De los 27 profesionales del Derecho, esto es, el 60% de la población encuestada, 
que afirmaron tener conocimiento sobre lo que significa una antinomia normativa; 25 
personas que equivalen al 93% consideraron que la pregunta se enmarca dentro de las 
contradicciones o conflictos que surgen entre las normas jurídicas; mientras que, 2 
personas, cuya representación porcentual es del 4% manifestaron que las antinomias 
normativas se refiere a la carencia o falta de norma escrita. 
 
4.2.1.2 INTERPRETACIÓN PREGUNTA No. 2: 
 
 La segunda interrogante planteada a los profesionales del Derecho, fue elaborada 
con la finalidad de averiguar si conocían cuáles eran los razones por las que se originaban 
los conflictos normativos, en este sentido, la interrogante fue contestada de la siguiente 
manera: 15 personas que equivalen al 33% de la población interrogada, expresaron que el 
desconocimiento o la inaplicación de los procesos y técnicas legislativas, producían las 
conflictos entre normas; 7 profesionales del Derecho, esto es, el 16% de los encuestados, le 
atribuyeron dichos conflictos al desconocimiento de la semántica constitucional; por otro 
lado, 5 personas o su equivalente del 11% manifestaron que las causas que provocan los 
conflictos entre normas, es debido a las malas decisiones políticas de los gobernantes y 
diversas autoridades del Estado ecuatoriano; y, finalmente, un 40% de la población 
encuestada, esto es, 18 personas mencionaron que los conflictos normativos se originan por 






4.2.1.3 INTERPRETACIÓN PREGUNTA No. 3: 
  
 Según la tercera pregunta realizada a los 45 profesionales del Derecho, 3 personas 
que equivalen al 7% de la población interrogada, expresaron que uno de los efectos 
jurídicos que producen la colisión entre las normas jurídicas existentes dentro de un 
ordenamiento jurídico, es la vulneración de derechos fundamentales; 4 personas que 
equivalen al 9% mencionaron que otro de los efectos jurídicos que produce un conflicto 
normativo es la inseguridad jurídica; 2 profesionales que equivalen al 4% de los 
encuestados indicaron que la inadecuada aplicación es uno de los resultados jurídicos que 
provocan los conflictos normativos; 5 personas, esto es, el 11% de la población interrogada 
señalaron que la incorrecta interpretación de las normas es uno de los efectos jurídicos; y, 
finalmente; el 69% de los encuestados, esto es, 31 profesionales indicaron que todas las 
razones señaladas anteriormente son los efectos jurídicos que provocan los conflictos 
normativos entre las normas vigentes dentro de un mismo ordenamiento jurídico. 
 
4.2.1.4 INTERPRETACIÓN PREGUNTA No. 4: 
 
De acuerdo a la cuarta pregunta planteada, 40 personas que equivalen al 89% de la 
población interrogada, expresaron que si conocen de la existencia de mecanismos que 
permiten solucionar las antinomias normativas que se originan en un mismo documento 
jurídico; 3 profesionales del Derecho, esto es, el 7% de los encuestados indicaron que no 
conocen mecanismos de solución; mientras que 2 personas que equivalen al 4% no 
contestaron la pregunta. 
 
De los 40 profesionales del Derecho o el equivalente 89% de la población 
encuestada, que afirmaron tener conocimiento sobre los mecanismos de solución de los 
conflictos normativos que se originan en un mismo documento jurídico, tenemos que de 
esa representación porcentual, 5 profesionales del Derecho, esto es, el 11% indicaron que 
la aplicación del criterio de la cronología es uno de los mecanismos; un 16% de los 
encuestados, es decir, 7 profesionales mencionaron que el criterio jerárquico es el 
mecanismo idóneo para solucionar los conflictos normativos en un mismo documento 
jurídico; 4 personas que equivalen al 9% señalaron que el criterio de la competencia es el 
mecanismo que permite solucionar las controversias jurídicas; y, finalmente, el 53% de los 
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profesionales encuestados coinciden en que el mejor mecanismo de solución de 
controversias es la interpretación constitucional. 
 
4.2.1.5 INTERPRETACIÓN PREGUNTA No. 5: 
  
 A la presente que antecede, 10 profesionales del Derecho, cuya representación 
porcentual es del 22%, manifestaron que los artículos mencionados reconocen el 
pluralismo jurídico; por otro lado, el 33% esto es, 15 profesionales manifestaron que para 
ellos, dichos artículos reconocen el principio de la unidad jurisdiccional; mientras que, 21 
personas, esto es, el 42% de la población interrogada señaló que dichas normas se 
contraponen entre sí; finalmente, 1 persona que equivale al  2% no contestó la pregunta 
formulada. 
 
4.2.1.6 INTERPRETACIÓN PREGUNTA No. 6: 
 
 Según la pregunta formulada que antecede, 16 personas que equivalen al 36% de la 
población encuestada manifestaron que el artículo 135 del texto constitucional del 2008, si 
constituye una limitación a las facultades otorgadas por el mismo texto constitucional en 
favor de los gobiernos autónomos descentralizados; por otro lado, el 51% esto es, 23 
profesionales del Derecho, señalaron que el referido artículo constitucional no constituye 
limitante a las facultades de los GAD; mientras que, 6 personas, cuya representación 
porcentual es del 13% no contestaron la pregunta. 
 
Ahora bien, de acuerdo al 36% es decir, los 16 profesionales que coincidieron en 
que el artículo 135 de la Constitución del 2008, si limita las facultades de los GAD; 3 de 
ellos o su equivalente al 6,8% le atribuyeron dicha limitación a una contradicción entre el 
referido artículo y las disposiciones consagradas en la sección del régimen descentralizado 
del contenido constitucional; por otro lado, el 13,5% de los profesionales encuestados, esto 
es, 6 personas manifestaron que no existen limitaciones; mientras que, mayoritariamente 
un 15,8% que representa a 7 personas,  señalaron que son disposiciones complementarias 






4.2.1.7 INTERPRETACIÓN PREGUNTA No. 7: 
 
 Según la última interrogante efectuada a los profesionales del Derecho, en su gran 
mayoría, esto es, 38 personas que equivalen al 84,4% de la población encuestada, 
consideraron que si existe contradicción entre los artículos mencionados; por otro lado, 6 
profesionales que equivalen al 13,3% de la población encuestada manifestaron que no 
existe contradicción alguna entre los referidos artículos; y, finalmente, 1 profesional del 






























 Las encuestas realizadas en la presente investigación abarcan las ciudades de 
Quevedo en la Provincia de Los Ríos y de Quito en la Provincia de Pichincha; de  
las que se pudo determinar que el 36% de los profesionales del Derecho 
encuestados en el presente trabajo investigativo, son abogados en libre ejercicio 
profesional; el 20% de la población encuestada son servidores judiciales; mientras 
que, el restante 44% son funcionarios públicos que prestan sus servicios en las 
diferentes instituciones públicas del Estado.  
 
 Asimismo, dichos profesionales del Derecho, que en promedio tienen una edad de 
43 años; poseen mayoritariamente, en un 78% de la población encuestada, un título 
de tercer nivel, el restante 22% de los profesionales tienen un título de cuarto nivel; 
en este sentido, la investigación pudo ser plenamente desarrollada debido a la 
solvencia académica y jurídica de los profesionales. 
 
 Ahora bien, el primer problema detectado en la investigación, es que los 
profesionales del Derecho, que fueron encuestados en la presente investigación, 
sólo en un 60% tienen conocimiento de los problemas constitucionales que 
constituyen las antinomias normativas, el porcentaje restante no tiene conocimiento 
y esta carencia afecta a los diversos espacios en los cuales se desarrolla la vida 
jurídica de un profesional del Derecho, principalmente en el ámbito constitucional, 
considerado en la actualidad el fundamento de la vida jurídica y política de un 
Estado. 
 
 Los profesionales del Derecho encuestados en la presente investigación, en un 40%, 
consideraron que son varios los factores que producen los conflictos normativos 
entre estos, el anti-tecnicismo legislativo, el desconocimiento de la semántica 
constitucional y las malas decisiones políticas; y, que circunstancialmente, estos 
elementos provocan la vulneración de derechos fundamentales, la inadecuada 
aplicación de las normas jurídicas, una incorrecta interpretación de las normas, 




 Asimismo, en el presente trabajo investigativo se detectó que existe una 
contradicción normativa en varios de los artículos del texto constitucional del 2008, 
toda vez que, en el artículo 160 número 3, se reconoce el principio de la unidad 
jurisdiccional, mientras que, en el artículo 171 se reconoce y se garantiza una 
jurisdicción paralela a la justicia ordinaria, es decir, a la justicia indígena. Esta 
contradicción, aumenta además, cuando el artículo 160 y el artículo 188 del texto 
constitucional vigente no mantienen un contenido armónico en lo que respecta al 
juzgamiento de los miembros de las fuerzas armadas. 
 
  Los profesionales encuestados coincidieron, en un 47%, con el criterio jurídico de 
la autora de la presente investigación, en este sentido, manifestaron que entre los 
artículos 168 número 3, 171, 160 y 188 del texto constitucional del 2008, existe una 
contradicción constitucional. 
 
 La investigación también ayudó a determinar que, a pesar de que el artículo 135 del 
texto constitucional otorga facultades exclusivas y privativas para la modificación 
de la división político-administrativa del país, dicha disposición no constituye 
limitación a las facultades y competencias los gobiernos autónomos 
descentralizados en cualquiera de sus niveles; por el contrario, el referido artículo y 
las disposiciones constantes en el acápite constitucional correspondiente al régimen 
descentralizado, pueden convivir armónicamente. 
 
 La investigación demostró que los conflictos que eventualmente pueden surgir entre 
estas disposiciones, no son irresolubles dentro del ordenamiento jurídico 
ecuatoriano, como ya se mencionó pueden convivir armónicamente y dicha 
convivencia, está fundamentada en una visión integral del texto constitucional, 
encaminada a asegurar no solo la integridad del territorio ecuatoriano, sino además 
a proteger, los criterios de organización territorial y de desarrollo, a través del 
ejercicio de una autonomía que no afecte a la unidad nacional ni propenda a la 
secesión territorial. 
 
 Los profesionales encuestados también consideraron en un 84,4% que existe 
contradicción constitucional entre el penúltimo inciso del artículo 57 y el artículo 
407 de la Constitución de la República del 2008; en este sentido, se analizó la 
estructura jurídica de dicha antinomia y se evidenció que la norma establecida en el 
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artículo 407 del texto constitucional siempre operará como una regla especial, 
frente a las disposiciones consagradas en el penúltimo inciso del artículo 57 ibídem. 
 
 Por otro lado, la distinción alexiana entre principios y reglas, resulta ser de mucha 
importancia, para la interpretación constitucional, pero se debe tener en cuenta que 
esta actividad intelectiva, debe ser efectuada en razón de la integralidad del texto 
constitucional, a fin de procurar una razonable y justa interpretación que fortalezca 
el sentido y contenido de la constitución. 
 
 El reconocimiento del Estado constitucional de derechos, ha significado la 
superación del Estado de Derecho o Estado Legocéntrico, que sometía tanto los 
derechos como la institucionalidad, al imperio de la ley. La nueva comprensión del 
paradigma de Estado constitucional ecuatoriano, permite que se priorice la 
materialidad y organicidad del texto supremo, garantizando la efectividad de los 
derechos constitucionales. 
 
 Asimismo, el afianzamiento de la legitimidad política y funcional, que ha logrado el 
país, desde que se expidió la Constitución de Montecristi, permite construir y 
consolidar la redefinición y eficacia de la gobernabilidad estructural y funcional 
que requería el Ecuador y que a partir de ahora, se constituye en el más grande 
desafío del cambio social y político, al que tiene que enfrentarse la sociedad 
ecuatoriana. 
 
 De igual manera, el reconocimiento del Estado constitucional de derechos, exige a 
la institucionalidad estatal, respetar y garantizar la efectividad del pluralismo 
jurídico; realidad que no basta con estar declarada en un texto normativo, sino que 
es importante que las funciones estatales correspondientes, trabajen en la 
elaboración e implementación de un código de coordinación entre la justicia 
ordinaria y la justicia indígena, que respete las creencias y procedimientos propios 









 Se recomienda realizar una reforma constitucional al artículo 188 del texto supremo 
del 2008 por el siguiente texto:  
 
―Artículo 188.- En aplicación del principio de unidad jurisdiccional, los 
miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional serán juzgados en el 
caso de delitos comunes por la justicia ordinaria; y, en el caso de delitos 
cometidos dentro de su misión específica, por salas especializadas en materia 
militar y policial, pertenecientes a la misma Función Judicial. Las faltas de 
carácter disciplinario o administrativo serán sometidas a sus propias normas de 
procedimiento. 
En razón de la jerarquía y responsabilidad administrativa, la ley regulará los 
casos de fuero.‖ 
 
 La complementariedad existente entre el artículo 135 del texto supremo y las 
disposiciones señaladas en el acápite constitucional del régimen de autonomías y 
descentralización, ha sido evidenciada en la presente investigación; de tal manera, 
que, la Corte Constitucional juega un rol transcendente, ante el surgimiento de 
conflictos en lo que concierne a la modificación político administrativa del país. 
 
 En este sentido, tanto en los temas de conformación de los gobiernos autónomos 
descentralizados como en la conformación de los regímenes especiales, la Corte 
Constitucional debe participar con sus facultades de guardián del ordenamiento 
constitucional ecuatoriano, principalmente, en la revisión de aquellos procesos de 
conformación de los mismos, en virtud de que, los conflictos que en el futuro 
puedan generarse por la poca o falta de claridad en los procedimientos establecidos 
en los textos normativos, deben ser reformulados en sede interpretativa.  
 
 En lo que corresponde a la contradicción constitucional, entre la norma del artículo 
407 de la Carta Suprema vigente, y el penúltimo inciso del artículo 57 ibídem, se ha 
determinado que su caracterización de antinomia interna o abstracta, le permite al 
primer artículo mencionado operar como una regla especial, frente a las 
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disposiciones del segundo artículo, razón por la cual, dicha antinomia, se resuelve a 
través de la regla de la especialidad. 
 
 En este sentido, los jueces constitucionales, deben aplicar el criterio lex specialis, 
utilizando el ejercicio intelectivo de la argumentación jurídica, que les permita 
confrontar todos los criterios jurídicos que sean necesarios, para realizar una 
verdadera interpretación constitucional. 
 
 Por otro lado, el nuevo paradigma de Estado, a través del incremento del número de 
garantías jurisdiccionales, ha impulsado una verdadera potencia emancipadora de 
los temas jurídicos, que sirve como herramienta para canalizar el reclamo pacífico 
de las exigencias sociales. El reto que enfrenta el Estado constitucional de derechos, 
es que logre hacer que el ciudadano común se apodere de las normas y las utilice en 
su beneficio. 
 
 La comprensión jurídica que se obtuvo en el presente análisis, es que los textos 
constitucionales deben estar configuradas con respetabilidad social, que sirve no 
solo para salvaguardar los derechos y garantías constitucionales sino también para 
consolidar y fortalecer el nuevo proceso democrático que está construyendo el país 
y aquello favorece a la estabilidad política, económica y jurídica. 
 
 Ahora bien, el análisis reflexivo e intelectivo que realizan los administradores de 
justicia en el Ecuador, se complementa con el ejercicio de las funciones de control 
de la constitucionalidad que realiza el máximo órgano de interpretación y control 
constitucional en el Ecuador, que es la Corte Constitucional, la misma que se 
encarga de verificar la adecuación constitucional de las normas 
infraconstitucionales a la Carta Suprema y de resolver los problemas de Derecho.  
 
 Finalmente, tanto el fortalecimiento de la institucionalidad estatal, como el cambio 
cultural (así como económico, político y jurídico) que trajo consigo la expedición 
de la Constitución del 2008, no estarán plenamente consolidados, hasta que los 
profesionales del Derecho y los ciudadanos en general, no se empoderen del texto 













En la presente investigación, se evidenció la importancia que tendría para el sistema 
jurídico ecuatoriano, la interpretación constitucional y la argumentación jurídica; así como, 
la importancia de cumplir desde diversas perspectivas, la integralidad y observancia del 
contenido constitucional. 
 
El diseño institucional que ha planteado el Ecuador, desde el nivel constitucional, 
contribuye a su fortalecimiento y por ende, a la estabilidad en los diversos niveles 
institucionales, ya que el Estado ecuatoriano, proyecta como fundamento principal y como 
un elemento de eliminación de los factores de distorsión política, económica y jurídica, de 
intereses privados que favorecen a las nuevas formas de dominación y al control de la 
soberanía de los países. 
 
En la misma dirección, es preciso anotar que, la democracia en un país, en alguna 
medida, necesita cierta rigidez, con la que está revestida su constitución; en tal virtud, los 
procedimientos de reforma constitucional deben estar configurados en favor de la 
necesidad de dicha rigidez para proceder a las modificaciones de los enunciados de la 
Carta Suprema de un Estado, en el sentido de que, en esta clase de procedimientos, que son 
válidos en todos los sistemas democráticos, no se deben ver afectados los derechos y 
garantías constitucionales ni la personería jurídica de los Estados. 
 
En este punto, el papel de la Corte Constitucional es fundamental, porque se constituye 
a más de guardián de la Constitución, en el actor principal de la representación 
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argumentativa e interpretación constitucional; o al menos, este es un concepto ideal que 
con el tiempo se puede ir transformando, siempre en el interés ciudadano. 
 
5.2. DESCRIPCIÓN DE LA PROPUESTA 
 
Del análisis de la primera antinomia normativa constitucional, se desprende que el 
principio de la unidad jurisdiccional reconocida por la Constitución es un concepto jurídico 
ideal y que si consolidación es lenta. 
 
La contradicción constitucional entre lo que se halla establecido en el artículo 160 y el 
artículo 188 del texto constitucional vigente, merece sobre la marcha una reforma 
constitucional, porque como fue señalado en el apartado correspondiente, las disposiciones 
no son compatibles ni jerárquicas, sino que están superpuestas una a la otra, de tal manera, 
que entran en conflicto al ser aplicadas. 
 
En tal virtud, en la presente investigación, se propone la siguiente reforma al Artículo 
188 del texto constitucional vigente: 
 
―Artículo 188.- En aplicación del principio de unidad jurisdiccional, los miembros de 
las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional serán juzgados en el caso de delitos 
comunes por la justicia ordinaria; y, en el caso de delitos cometidos dentro de su misión 
específica, por salas especializadas en materia militar y policial, pertenecientes a la 
misma Función Judicial. Las faltas de carácter disciplinario o administrativo serán 
sometidas a sus propias normas de procedimiento. 
En razón de la jerarquía y responsabilidad administrativa, la ley regulará los casos de 
fuero.‖ 
 
El tratamiento jurídico a la segunda antinomia, es que ante los problemas jurídicos que 
en el futuro puedan generarse por no existir claridad en los procedimientos establecidos, la 
Corte Constitucional efectúe las revisiones de los procesos constitucionales y legales de 
organización territorial, en cualquiera de los niveles de descentralización; toda vez que, 
como máximo organismo de interpretación constitucional, tiene la obligación de esclarecer 
y reformular en sede interpretativa, todo aquello que no está constando en los textos 
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normativos, teniendo para ello, como base los principios de unidad nacional y de 
autonomía.  
 
Finalmente, la solución jurídica que se brinda a la tercera contradicción constitucional, 
es la aplicación de la regla de la especialidad; en la que debe efectuarse el ejercicio 
intelectivo de la argumentación jurídica, que les permita confrontar todos los criterios 
jurídicos necesarios, para realizar una verdadera interpretación constitucional. 
 
Considero además, que la Asamblea Nacional debería obtener, de la Corte 
Constitucional, un criterio de procedencia constitucional, ante la solicitud de la Función 
Ejecutiva al órgano legislativo, de la declaratoria de interés nacional para proceder a la 
explotación de los recursos naturales que se encuentran situados en zonas declaradas 
intangibles. 
 
La importancia de la Corte Constitucional, que se ha resaltado en la presente 
investigación, tiene su fundamento en la comprensión globalizada del mundo actual; en 
virtud de las relaciones integracionistas tanto económicas como jurídicas, dicha 
comprensión propende a generar que las Cortes Constitucionales sean las garantes de los 
derechos y garantías constitucionales y del control de la constitucionalidad, en el ámbito 
interno. 
 
Por último, más allá de las aportaciones jurídicas que se haga en la presente 
investigación, es menester contribuir a los espacios académicos con una reflexión social, 
que es el mayor desafío del Estado constitucional de derechos y justicia que el Ecuador ha 
declarado y reconocido además, como incluyente y pluralista, de enfrentar a la sociedad 
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Anexo No. 1: FORMULARIO No. 1: ENCUESTA APLICADA A PROFESIONALES 
DEL DERECHO 
FORMULARIO No. 1 
ENCUESTA APLICADA A PROFESIONALES DEL DERECHO 
 
(Estimado colaborador/a, por favor, lea detenidamente cada pregunta y respóndala, recuerde 
que  la presente encuesta tiene fines estrictamente académicos). 
Edad:……..….     Nacionalidad:………………….…..      Título: 3º …… 4º …… nivel 
Domicilio: Quevedo……….   Quito……….   Otro………... 
Favor anote dirección: …………………………………………………………………. 
Cargo/ocupación: 
Juez/a de Tribunal             Juez/a de Juzgado              Fiscal              Defensor Público            
Servidor en institución estatal no judicial       Abogado en libre ejercicio profesional 
 
1. ¿CONOCE USTED QUÉ ES UNA ANTINOMIA NORMATIVA? 
 
SI    NO  NO CONTESTA 
 
Si su respuesta es SI, marque una de las siguientes opciones que Ud. considere es una 
antinomia normativa: 
 
CONTRADICCIÓN ENTRE NORMAS 
CARENCIA O FALTA DE NORMA ESCRITA 
SIMILITUD ENTRE NORMAS 
 




DESCONOCIMIENTO DE LA SEMÁNTICA CONSTITUCIONAL 
MALAS DECISIONES POLÍTICAS 
TODAS LAS ANTERIORES 
NO CONOCE  
NO CONTESTA 
    
  












3. ¿CONOCE USTED CUÁLES SON LOS EFECTOS JURÍDICOS QUE 
PRODUCE LA COLISIÓN ENTRE LAS NORMAS JURÍDICAS EXISTENTES EN UN 
MISMO ORDENAMIENTO JURÍDICO? 
 
VULNERACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES 
INSEGURIDAD JURÍDICA 
INADECUADA APLICACIÓN DE LAS NORMAS JURÍDICAS  
INCORRECTA INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS 




4. ¿CONOCE USTED SI EXISTEN MECANISMOS QUE PERMITEN UNA 
SOLUCIÓN A LOS CONFLICTOS NORMATIVOS ORIGINADOS EN UNA MISMA 
NORMA JURÍDICA? 
 
SI    NO  NO CONTESTA 
 
Si su respuesta es SI, marque una de las siguientes opciones que Ud. considere es un 
mecanismo de solución de los conflictos normativos: 
 
APLICACIÓN DEL CRITERIO DE  LA CRONOLOGÍA 
APLICACIÓN DEL CRITERIO DE  LA JERARQUÍA 
APLICACIÓN DEL CRITERIO DE  LA ESPECIALIDAD 





5. CONSIDERA USTED, QUE LOS ARTÍCULOS 168 NÚMERO 3, 171, 160 Y 188 
DEL TEXTO CONSTITUCIONAL DEL 2008, RECONOCEN: (Escoja una opción): 
 
PLURALISMO JURÍDICO 
PRINCIPIO DE LA UNIDAD JURISDICCIONAL 

























6. CONSIDERA USTED QUE EL ARTÍCULO 135 DE LA LEY FUNDAMENTAL 
ECUATORIANA DEL 2008, LIMITA LAS FACULTADES PARA LA INICIATIVA 
DE LA DIVISIÓN POLÍTICO-ADMINISTRATIVA DEL PAÍS QUE TIENEN LOS 
GOBIERNOS AUTÓNOMOS DESCENTRALIZADOS.   
 
SI    NO  NO CONTESTA 
 
Si su respuesta es SI, marque una de las siguientes opciones que Ud. considere una limitación: 
 
CONTRADICCIÓN CON LAS FACULTADES QUE LA CONSTITUCIÓN 
OTORGA A LOS GAD  
NO EXISTEN LIMITACIONES 
SON DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS QUE CONTRIBUYEN AL 




7. CONSIDERA USTED QUE EXISTE UNA ANTINOMIA NORMATIVA ENTRE 
EL PENÚLTIMO INCISO DEL ARTÍCULO 57 Y EL ARTÍCULO 407 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL 2008.  
 
SI    NO  NO CONTESTA 
 
Ha terminado la encuesta. 
Muchas gracias por su colaboración. 
 
   
   
 
 
 
 
 
